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INTRODUCCIÓN 
 
En  nuestro país la problemática de niños, niñas y adolecentes, que contravienen 
la ley penal, adquiere cada vez niveles superiores, generando esto una crisis 
social en donde confluyen múltiples factores entre los cuales se encuentran: 
insatisfacción de necesidades básicas, drogadicción, conflictos familiares, falta de 
afecto, de oportunidades tanto laborales como educativas y sociales, 
incomprensión, pérdida de identidad y de valores como la autoestima, la 
solidaridad, el respeto, la dignidad, la moral y principalmente amor por la vida. 
 
Comportamientos   socialmente   negativos   como   la   formación   de   pandillas, 
deserción escolar, prostitución, hurtos, atracos, contravenciones a la ley penal, 
pueden en cierto modo tener su origen en la forma como se han educado en el 
seno de la familia, en donde se puede evidenciar el autoritarismo, o la ausencia 
de todo tipo de control, relaciones conflictivas entre padres, entre éstos y sus 
hijos, entre los demás miembros de la familia, poca comunicación y en muchos 
casos abusos sexuales en los niños, niñas y adolescentes. 
 
Todo lo anterior, reforzado por los modelos de comportamiento que se le ofrecen 
al menor a través de los distintos medios de comunicación, en donde el dinero 
fácil, y el consumismo, han venido tomando fuerza en la sociedad sin que para 
ello no se tengan los mínimos escrúpulos éticos ni morales. 
 
La situación real del menor infractor, puede analizarse como una vía de escape 
por medio de la violencia, la delincuencia, el hurto, el homicidio, el tráfico de 
drogas y de armas, entre otros factores, como una forma de llamar la atención  a  
una sociedad que no le ha brindado alternativas de trabajo, estudio, salud, 
vivienda,  para mejorar sus condiciones y calidad de vida. 
 
Dentro de nuestra legislación actual de niños, niñas y adolescentes, el tratamiento 
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dado  al  joven infractor  y  al  menor  sujeto  pasivo  del  delito,  forma  una 
excepción. Si ésta es favorable o no, si constituye una garantía de conformidad 
con los principios establecidos en la Carta Magna, y con los motivos jurídicos 
inmersos dentro de los tratados internacionales de Derechos Humanos y afines, 
revalidados por nuestro país, que son de importancia social para la nación, si se 
respetan las libertades, los derechos y los deberes de unos y otros, dentro de un 
orden justo; es uno de los aspectos que se pretende responder para demostrar 
que existe un contrasentido (con el Bloque de Constitucionalidad) en lo propuesto 
por el Informe de la Comisión Interinstitucional que en una de sus partes motiva 
reza que: 
 
(….) El director del ICBF, Diego Molano, hizo un llamado para que los 
jueces de niños, niñas y adolescentes cambien su forma de impartir 
sanciones y se concentren en la “implementación de sanciones de 
justicia restaurativa”, que es contrario a lo expuesto por el senador   
Roy Barreras de aumentar las sanciones máximas  (que  hoy  son  de  
8  años)  hasta  15  años,  o  de  la  senadora  Gilma Jiménez, de que 
los niños, niñas y adolescentes infractores paguen sus sanciones en 
cárceles1. 
 
 
Sin embargo, en un artículo aparecido en internet, el director de la Corporación 
Viva la Ciudadanía al referirse al  “Proyecto de Ley 153 del 2010, por medio del 
cual se modifica el Libro segundo, Título 1, del Código de Infancia y Adolescencia 
- Ley 1098 de 2006 y se dictan otras disposiciones. Jorge Escobar H., expresaba 
que: 
De los 10 artículos que integran el proyecto de referencia, en dos de ellos se 
expresa claramente el espíritu de la iniciativa legislativa, a saber: “Artículo 8. 
Incorpórese el artículo 187A a la Ley 1098 de 2006 que dirá: Artículo 187A- La 
Privación de la Libertad en establecimiento carcelario para adolescentes. En los 
casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y niños, niñas y 
                                                          
1   REDACCION. Caos en el sistema penal juvenil. (En línea).: El Espectador.com. Disponible en: 
http://www.elespectador.com/ 
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adolescentes de dieciocho (18) años sean hallados responsables de los delitos de 
que trata el parágrafo primero del artículo 148 de este código (2), la privación de 
la libertad será en establecimiento carcelario para  adolescentes y tendrá una 
duración de cinco (5) hasta quince (15) años. Si estos delitos son cometidos 
contra niños o niñas niños, niñas y adolescentes de catorce (14) años, la sanción 
podrá ser aumentada hasta en una tercera parte2. 
 
Si estando vigente la sanción de privación de la libertad el adolescente cumpliere 
los dieciocho (18) años, este deberá continuar el cumplimiento de la sanción 
separado de los niños, niñas y adolescentes dieciocho (18) años. Los 
adolescentes tendrán una atención diferencial entre los adolescentes niños, niñas 
y adolescentes de dieciocho (18) años y aquellos que alcanzaron su mayoría de 
edad. Esta atención deberá incluir su separación física al interior del 
establecimiento carcelario”. 
 
Es asombrosa, por decir lo menos, la fe de la fe de la ponente del proyecto para 
aumentar las sanciones a los adolescentes, en que la privación de la libertad 
“reformará a los jóvenes”, lo cual la lleva a definir entre 5 y 15 años la pena para 
quienes cometen un delito y si se dan las condiciones puede llegar hasta los 20 
años, cuestión que ni siquiera se vislumbró en el Legislativo para las personas 
señaladas de crímenes de lesa humanidad en el marco de la Ley de Justicia y 
Paz. 
 
Por ello el punto a resolver con este trabajo, será el siguiente cuestionamiento 
¿con la creación de nuevos establecimientos carcelarios, el aumento de las 
sanciones para los delitos graves cometidos por adolescentes, son los 
determinantes para disuadir la comisión de un crimen y su estadía allí garantizaría 
                                                          
2   HERNANDEZ, Jorge. Más castigo y menos garantía de derechos para los adolescentes y 
jóvenes. (En línea).: viva la ciudadanía. Disponible en: www.viva.org.co 
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la rehabilitación psicosocial total de los jóvenes, no entrarían en contraposición 
con la protección integral planteada en el Bloque de Constitucionalidad? 
 
¿Cuál sería el impacto de la propuesta  de los honorables congresistas, sobre el 
aumento de sanciones al Menor Infractor en nuestro país, sin explorar las causas 
que originan, contribuyen, fomentan la delincuencia juvenil, el abandono, el abuso 
sexual, la explotación laboral, los niños y las niñas en la calle, los y las niños 
desplazados, la discriminación, etc a nivel nacional e Internacional? 
 
Por lo anterior, nuestra investigación tiene que  ver mucho con el cambio de 
paradigma o modelo de lo que suele denominarse Doctrina del contexto irregular 
del menor infractor a la doctrina de la situación Integral del niño, el joven y el 
adolescente, lo que conllevó a plantearse a la sociedad la creación de nuevas 
leyes que los cobijen como “ciudadanos” sujetos de derechos y de deberes. 
 
En este marco, la Constitución Política de 1991, privilegia todo lo relacionado con 
los niños, niñas y adolescentes, por mandato perentorio de los artículos 42, 44 y 
45. Es por ello que nuestro país con la expedición de la Ley 1098 de 2006 Código 
de la Infancia y la Adolescencia quiso poner a tono su legislación con la 
Convención Internacional de Derechos del Niño y superar así la doctrina de la 
“situación irregular” que consideraba a los niños, niñas y adolescentes 
inimputables o incapaces, que ni siquiera eran aptos para expresar sus opiniones 
ni para participar en las decisiones sobre su futuro; para llegar al sistema de la 
“protección integral”, e incluso va más allá y se sitúa en el modelo de “la titularidad 
activa de derechos”, donde se le reconocen a plenitud sus derechos y pueden 
ejercerlos  por  sí  mismos,  pero  también  se  les  asignan  unos  deberes  y 
obligaciones que deben cumplir, razón por la cual se les considera responsables 
penalmente, pero con un criterio  de  inimputabilidad diferenciada, teniendo en 
cuenta las circunstancias personales del adolescente, el grado de evolución de 
sus facultades y la gravedad de la conducta cometida, pero siempre aplicando 
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unas   sanciones   con   un   criterio   eminentemente   pedagógico,   específico   y 
diferenciado respecto del sistema de adultos, aunque respetando y observando 
las reglas del debido proceso con el que se juzga a aquellos. 
 
Pero el nuevo Código de Infancia y Adolescencia, para aplicar justicia en materia 
penal para niños, niñas y adolescentes, hace una remisión expresa en sus 
artículos 6 y 141 a los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos 
ratificados por Colombia; es por eso, que en el presente trabajo, se analizarán los 
principales convenios e instrumentos internacionales que sin tener la categoría de 
tratado son desarrollo de los mismos y se entienden incorporados al bloque de 
constitucionalidad. 
 
En el entendido de lo que hoy significa el “tratamiento” que se da en materia 
penal, a los niños, niñas y adolescentes contraventores de la ley, decimos que se 
requiere necesariamente una revisión, así sea muy general de lo que ha sido la 
reglamentación jurídica en este sentido. Por lo que consideramos que sólo un 
estudio y análisis de la evolución histórica en materia penal para niños, niñas y 
adolescentes, al igual que su tratamiento puede acercarnos a comprender 
actualmente este fenómeno jurídico social. 
 
Con esta investigación “Ineficacia en el Aumento de Sanciones de los 
Adolescentes Infractores en Delitos Graves”, intentaremos hacer un aporte a todos 
los estudiantes de Derecho, a todas las personas interesadas en conocer sobre la 
realidad del adolescente Infractor en Colombia, ya que la información que existe 
sobre el tema jurídico se encuentra básicamente en instituciones encargadas de 
proteger a los niños, niñas y adolescentes. Pero también, consideramos que en el 
campo educativo, este documento, puede convertirse en una herramienta útil para 
rectores, profesores y padres de familia, para ser tenido en cuenta a la hora de 
elaborar no sólo su Currículo, sino El Reglamento Estudiantil, El Manual de 
Convivencia  y  hasta  un  Proyecto  Pedagógico,  además,  para  que  se  tome 
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conciencia sobre la necesidad de conocer la legislación especial que rige en 
materia de responsabilidad penal para adolescentes infractores. 
Al iniciar nuestra tarea investigativa sobre todo en lo que tiene que ver con la 
“educación” del adolescente infractor, nos encontramos con una serie de 
limitaciones en el sentido de que los diferentes “enfoques” sólo se limitan a recluir 
a los y a las jóvenes en los llamados  “Centros de Atención Especializados” para 
cumplir su sanción de acuerdo con la conducta punible cometida, pero esto en 
realidad no “soluciona” de fondo las causas que generan y generaron los delitos. 
 
Estas circunstancias de ninguna manera nos desmotivaron en nuestra labor 
investigativa, más bien nos dieron el ánimo suficiente para poder abordar, analizar 
y controvertir la propuesta de aumentar las sanciones a los adolescentes por 
los delitos graves cometidos, pues de entrada, consideramos que éstas no 
garantizan que no aumenten o se vuelvan a cometer infracciones contra la ley 
penal. 
 
De otro lado, ¿se justifica realmente que el gobierno de turno se desgaste 
adoptando y aprobando leyes, tratados y convenios internacionales, sin detenerse 
a  estudiar, analizar y solucionar las necesidades más sentidas de la población 
infantil, juvenil y adolescente  que delinque en nuestra  sociedad?  Acaso, ¿no 
resultaría más fructífero hacer un estudio de nuestra realidad socio-económica, 
para luego entrar a mirar el tipo de legislación que se debe aplicar a nuestros 
niños y jóvenes infractores de la ley? 
 
El trabajo de investigación consta de cuatro capítulos y unas conclusiones. El 
primer capítulo son las nociones generales sobre el sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes en Colombia. Un segundo capítulo, en el que hacemos la 
Identificación  del  adolescente  Infractor.  De  igual  manera,  en  otro  acápite, 
hacemos mención de la Evolución Histórica de la Legislación penal juvenil, y de la 
doctrina de la Situación Irregular e Integral respectivamente. Y un tercer capítulo 
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relacionado con el Bloque de Constitucionalidad y el sistema de Responsabilidad 
Penal de Adolescentes en Colombia y un último capítulo, en el que esbozaremos 
un análisis crítico al proyecto intitulado: Proyecto de Ley 153 del 2010, por medio 
del cual se modifica el Libro segundo, Título 1, del Código de Infancia y 
Adolescencia- Ley 1098  de  2006  y se  dictan otras disposiciones. Así mismo 
complementamos la presente investigación con unas conclusiones. 
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1.   PRELIMINARES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
1.1   JUSTIFICACIÓN 
Importancia. Esta investigación es importante porque permite examinar las causas 
socio-políticas, económicas, socio-culturales y jurídicas que contribuyen a 
fomentar los índices de delincuencia juvenil en la sociedad colombiana. 
 
El impacto que han tenido los delitos graves cometidos por adolescentes 
infractores,  no  ha  sido  estudiado  críticamente.  Pues  los  distintos  enfoques 
jurídicos tanto nacionales como extranjeros, diríase que se “dejaron de lado”, 
hasta tal punto que no han tenido los resultados positivos que esperaban los 
legisladores. 
 
Pues parece ser que, lo que importa al ejecutivo y al legislativo es “poner a tono 
nuestra legislación” en materia penal con las leyes internacionales, sin tener en 
cuenta la realidad social que cambia de continuo, como dice el Dr Umaña Luna, 
“Existe siempre por esta razón, un desequilibrio que aumenta o disminuye según 
el grado de adecuación que en cada momento puede existir entre estos dos 
elementos”3. 
 
Con la entrada en vigencia del Nuevo Código de la Infancia y la Adolescencia, el 
Magistrado del Tribunal Superior de Medellín Luis Fernando Delgado Llano en el 
módulo “Fundamentos del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes” 
plantea: 
 
Se pretendió poner a tono nuestra legislación con la Convención Internacional de 
los Derechos del Niño de 1989, superando incluso la doctrina de la “protección 
integral” por la de “titularidad activa de derechos” para proteger a los niños, niñas 
                                                          
3 Ibíd., p. 29. 
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y adolescentes, de todos los niveles económicos y sociales, que se hallen en 
situación de riesgo, miseria o abandono, y para sancionar a los adolescentes 
infractores de la ley penal cuando sea necesario, ya que no pueden tratarse con 
una actitud ingenua y paternalista, pero tampoco mediante el uso de un severo 
lenguaje punitivo, con mecanismos altamente represivos, sino desde una nueva 
visión que integre armónicamente lo jurídico y psico-pedagógico, que garantice la 
inserción del adolescente en la dinámica social4. 
 
Por ello, el presente trabajo pretende hacer un estudio sobre las disposiciones 
consagradas en el Título Segundo del Código de la Infancia y la Adolescencia, en 
conjunto  con el  Bloque  de  Constitucionalidad, empezando  por la  Convención 
Internacional de los Derechos del Niño, pasando  por las propuestas que  las 
Resoluciones de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 
impulsan en materia de justicia penal juvenil para niños, niñas y adolescentes, 
como las Reglas de Beijing, las Directrices de Riad, las Reglas de la Habana y las 
Reglas de Tokio; y así poder establecer cuál es la mejor solución para afrontar la 
problemática de la criminalidad juvenil. 
 
Utilidad del estudio. Si consideramos las implicaciones que tienen las leyes 
colombianas con relación a la responsabilidad penal del joven infractor de la ley y 
el Bloque de Constitucionalidad, en el ámbito académico, el estudio será útil 
porque invitará a que se examinen el conjunto de acciones dispuestas a orientar y 
articulara a todas y cada una de las personas y actores involucrados en el proceso 
formativo, cognitivo y social de los niños, niñas y adolecentes, entiéndanse 
rectores, coordinadores, profesorado de la escuela, el colegio, la universidad, a 
los administradores de la justicia, Comisarias de Familia, I.C.B.F. y a todos 
aquellos que quieran empoderarse y participar activamente en la construcción de 
una sociedad más justa, que permita a los jóvenes tener más oportunidades 
                                                          
4 DELGADO LLANO, Luis Fernando. Módulo “Fundamentos del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes”. Consejo Superior de la Judicatura. Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”. Bogotá: Imprenta Nacional de Colombia, 2008, p. 23-25. 
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formativas, recreativas, deportivas, culturales, educativas y capacitación laboral, 
para evolucionar hacia el desarrollo de una sociedad más incluyente, participativa, 
que permita erradicar la desigualdad social, principal fuente de la inequidad de 
derechos, en un  país  en  el  que  no  exista  ningún  tipo  de  discriminación  
social, sexual, política, religiosa, económica y en la que su objetivo sea la 
c imen tac ión  de  los  valores.  
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1.2   OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
Objetivo general. Demostrar que la propuesta de aumentar el tiempo de las 
sanciones penales para disminuir la criminalidad juvenil, va en contravía con los 
tratados y convenios internacionales que conforman el Bloque de 
Constitucionalidad sobre la protección integral de los derechos y garantías de los 
niños, niñas y adolescentes. 
 
1.2.1   Objetivos específicos. 
 Establecer  la  problemática  de  la  investigación,  identificando  quién  
es  el adolescente infractor, cómo es su comportamiento y cuáles son las 
teorías psicológicas generales que lo tratan. 
 
 Describir cuál ha sido la evolución histórica de la legislación penal juvenil. 
 
 Hacer un análisis para establecer si el aumento de las sanciones es la 
solución adecuada para la problemática de los delitos graves cometidos por 
adolescentes y si con esta medida se garantiza la disminución de los delitos y 
la reincidencia en los mismos. 
 
 Establecer  qué  instrumentos  internacionales  hacen  parte  del  
Bloque  de Constitucionalidad en la aplicación del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes en Colombia, e indicar cuáles de 
ellos tienen relación y cuáles no, con la propuesta de aumentar las sanciones 
a los adolescentes infractores de la ley penal. 
 
1.3   RESULTADOS ESPERADOS 
Con  esta  investigación  se  espera  poder  demostrar  que  existe  una  marcada 
diferencia que dista, entre lo que está registrado en las leyes colombianas, los 
convenios, y acuerdos internacionales adoptados por nuestro país y la propuesta 
de aumentar las sanciones a los adolescentes infractores.º 
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De igual manera, se espera demostrar que existen múltiples factores de 
delincuencia juvenil “estructurales”, es decir, aquellos que provienen de la 
desigualdad social, económica, política que ocasionan la pobreza abundante de 
los y las jóvenes de los sectores más vulnerables del país, la falta de 
oportunidades como, estudio, el acceso a la salud, una sana alimentación, la 
recreación, a una vivienda digna y demás necesidades básicas. 
 
No obstante, es importante indicar que la constante trasgresión a la ley penal por 
parte de los y las adolescentes, constituye un problema bastante complejo en 
nuestra sociedad y que, con la promulgación del nuevo Código de Infancia y 
Adolescencia, las leyes internacionales sobre Derechos del Niño y de los 
adolescentes, no son suficientes para disminuir los delitos, mientras no se 
erradiquen de fondo sus causas. 
 
Esperamos con este trabajo, despertar conciencia y empoderamiento, por parte 
de las diferentes autoridades del Estado, para que se evalúen las políticas 
preventivas sobre menores infractores, que permitan mejorar la calidad de vida de 
los asociados en su estructura familiar o de las personas responsables de los 
niños, niñas y adolescentes, generando programas de empoderamiento formativo 
frente a la importancia de los valores y normas que rigen una sana convivencia. 
 
En este sentido, debemos recordar que, la familia es la base fundamental de la 
sociedad y que un niño, un joven o un adolescente que desarrolla sus valores 
basado en unos buenos principios morales y éticos, tiene menos posibilidades de 
quebrantar su buena conducta, a la hora de interactuar en nuestra sociedad. Por 
eso, insistimos que es poco factible que un niño educado en un medio hostil, 
agresivo, en medio de necesidades y maltrato, pueda sentir alta autoestima, 
seguridad, y tenga deseos de contribuir al desarrollo de su país, basados en un 
enfoque pedagógico, y tolerante ante las diferencias que existen entra cada uno 
de los asociados, de ahí la importancia de analizar y evaluar los  programas  
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educativos  a  nivel  nacional,  que  se  sondeen  los procesos de formación, 
selección y evaluación de los docentes, y de todas las personas encargadas de   
“educar” a  los  niños, niñas y adolescentes. Así mismo como el personal que 
trabaja en instituciones estatales encargadas de administrar justicia, las cuales se 
deben capacitar constantemente para que adquieran las herramientas necesarias  
que les permitan ejercer con eficiencia su labor. 
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2.   NOCIONES GENERALES 
 
 
En Colombia son muchas las voces que reclaman por el trato flexible y 
diferenciado que se les otorga a los niños, niñas y adolescentes infractores de la 
ley penal, e indican que el excesivo garantismo por parte de los jueces no genera 
sino impunidad, pero lo que no se comprende es que se actúa con sujetos que 
están en proceso de formación, que tienen menos frenos inhibitorios y que si bien 
al fin se les considera imputables, dicha imputabilidad debe ser diferenciada, por 
lo que ello deriva en unas sanciones de menor intensidad y acordes con su propio 
desarrollo. 
 
El Partido Verde, presentó un proyecto de ley que busca aumentar el tiempo de 
las sanciones para los adolescentes que cometen delitos graves como  
homicidio doloso, secuestro, delitos agravados contra la libertad, integridad y 
formación Sexuales, extorsión, lesiones personales agravadas y hurto calificado; 
imponiéndoles privación de la libertad con una duración de cinco (5) hasta quince 
(15) años y creando centros de establecimientos carcelarios especialmente 
diseñados  para  el  cumplimiento  de  la  sanción  y  para  recibir  un  tratamiento 
integral. El mismo Gobierno Nacional sostuvo que tanto garantismo a los 
adolescentes los vuelve presa fácil de las bandas criminales que los reclutan para 
cometer delitos, llegando incluso a afirmar que con un concepto previo de un 
grupo interdisciplinario que indique que el menor puede pensar y actuar como 
adulto, se le juzgue con la rigurosidad aplicada a aquellos. 
 
Sin embargo, este no es un tema fácil de abordar y tiene algunos contradictores 
pues  persiste  la  duda  de  si  esta  reforma  es  suficiente  para  disminuir  la 
reincidencia de los jóvenes que cometen delitos graves ya que según teorías 
reconocidas del derecho, el aumento de la pena no es determinante para disuadir 
la comisión de un crimen, lo fundamental es la efectividad de la pena, es decir, la 
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certeza   de   su   aplicación;   además,   la   efectividad   de   los   programas   de 
rehabilitación dependerá de que los nuevos centros cuenten con los suficientes 
recursos económicos, una infraestructura adecuada, personal calificado, y 
programas de educación y entrenamiento para los adolescentes. De lo contrario, 
los centros de reclusión padecerán de los mismos problemas que los centros de 
rehabilitación  actuales  y los  jóvenes  recaerán,  así estén  separados  según  la 
gravedad del delito cometido. 
 
De otro lado, para el aumento del tiempo en las sanciones a los adolescentes 
infractores   de   la   ley   penal   hay   que   tener   en   cuenta   el   bloque   de 
constitucionalidad, pues el artículo 6 de la Ley 1098 de 2006 consagra de manera 
expresa que en las reglas de interpretación y aplicación se tendrán en cuenta las 
normas  contenidas  en  la  Constitución  Política  y en  los  tratados  o  convenios 
internacionales   de   Derechos   Humanos,   con   énfasis   en   la   Convención 
Internacional de Derechos del Niño5, cuya normatividad hacen parte integral del 
 
Código. Por su parte las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Niños, niñas y adolescentes, conocidas como 
Reglas de Beijing6  señala que el endurecimiento del sistema penal debe ser el 
último recurso para resolver los problemas de la criminalidad de los adolescentes, 
y los castigos deben ser del menor tiempo posible. 
 
Por ello, aunque pueden hacerse algunos ajustes al Código de la Infancia y la 
Adolescencia, es necesario que se creen políticas públicas que garanticen una 
combinación de sanciones restaurativas para las conductas niños, niñas y 
adolescentes, con énfasis en la reparación de las víctimas; priorizar la 
rehabilitación de aquellos jóvenes que delinquen por primera vez, pues es el 
                                                          
5 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en Nueva York el 20 de noviembre de 
1989 
6 Resolución 40/33 de la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobada el 29 de noviembre 
de 1985. 
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momento de mayor efectividad; y una serie de medidas de carácter preventivo, 
como el acompañamiento a los padres de familia para volver los hogares 
semilleros de paz; el control del tráfico de armas ligeras y corto punzantes y la 
presencia policial permanente en los barrios, entre otras, y tal como lo dijo el 
doctor HERNANDO TORRES, Magistrado del Consejo Superior de la Judicatura, 
a entrevista a la revista Semana.com7, no se puede pretender reducir la 
criminalidad adolescente únicamente a través del derecho penal. “El camino es 
fortalecer las instituciones como el ICBF, no es un tema que se resuelve 
aumentando las sanciones y en el cual nosotros, el Estado y la sociedad, somos 
corresponsables”. 
 
En su criterio, hay que tomar medidas preventivas; acompañar a los infractores 
con equipos terapéuticos; e involucrar a los padres de familia y al sistema 
educativo en los procesos de acompañamiento de los jóvenes. 
 
Es necesario antes que exigir una política de condenas, penalización y actos de 
fuerza, abogar por alternativas de prevención y oportunidades sociales, pues el 
adolescente que delinque es más víctima que victimario y es fundamental que se 
tengan en cuenta para examinar la problemática, las causas sociales, culturales y 
económicas para llegar a una solución coherente, ya que antes de pensar en el 
aumento de las sanciones (que es el término utilizado en el Código de la Infancia y 
la Adolescencia y los Convenios Internacionales), o en la creación de centros de 
reclusión para adolescentes, debe fortalecerse el sistema actual, pues en algunos 
lugares del país aún ni siquiera existen los centros de atención especializada para 
el cumplimiento de la privación de la libertad como está consagrado actualmente y 
ya se está hablando de implementar unos nuevos. 
 
                                                          
7 SEMANA. Niños, niñas y adolescentes ¿Endurecer las sanciones sí disminuye los delitos?. (En 
línea).: semana.com. Disponible en http://www.semana.com/noticias-politica/niños, niñas y 
adolescentes-endurecer-sanciones-disminuye-delitos/144585.aspx. 
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En la aplicación de este régimen si algo debe ser superado por los intervinientes 
en el proceso penal de adolescentes son los conceptos de prevención general y 
especial, de retribución justa, de reinserción social, etc., que es propio del sistema 
de adultos, y un giro de suma importancia lo constituye lo relacionado con el 
régimen de libertad, pues con base en el concepto de dignidad humana y la 
aplicación del bloque de constitucionalidad, la privación de la libertad debe ser 
excepcional y cumplir unos fines constitucionales en cuanto que con la nueva 
visión se investiga para capturar y no se captura para investigar. 
 
Es por eso que debe existir un cambio de paradigma en la medida en que si bien 
los fines constitucionales para la imposición de medida de aseguramiento son los 
mismos que en el régimen de adultos, el artículo 161 de la Ley 1098 de 2006, le 
atribuye una función específica y diferenciadora que es el eje que han de tomar 
los jueces para la aplicación de la medida restrictiva de la libertad; su función 
pedagógica. 
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3.   IDENTIFICACIÓN DEL MENOR INFRACTOR 
 
  
3.1   INTRODUCCIÓN 
“No basta con importar publicaciones, ni siquiera expertos: hay que poseer 
conocimiento y discriminación para poder aprovechar a unos y otros.  Más aún, la 
fe ciega en el modelo extranjero y en el experto importado puede ser desastrosa, 
porque lo que sirve en una nación  puede no servir en otra. Cada nación debe 
formar sus propios expertos….sólo así podrá saber qué debe desear y qué 
necesita para alcanzar sus fines”. 
Mario Bunge 
 
Hablar de conductas delictivas cometidas por niños, niñas y adolescentes en 
nuestra sociedad, es casi una costumbre. Todos los días los medios de 
comunicación, publican todo tipo de conductas cometidas por niños y jóvenes 
adolescentes, que causan no solo asombro sino desconcierto en nuestro país. 
Asombro por cuanto al publicarse la edad de quién o quiénes lo cometieron, 
genera un impacto de tristeza e impotencia ante tales acontecimientos. 
 
Las preguntas que surgen en toda la sociedad son: ¿por qué razones estos 
jóvenes cometieron tal o cuál delito?, ¿por qué no están estudiando?, ¿qué pasa 
con sus padres?, ¿son conscientes, tienen la edad y   la madurez psicológica 
suficiente para hacerlos responsables penales de sus actos?, ¿se deben aplicar 
las mismas leyes penales que a los adultos?, o, ¿se deben incrementar las 
sanciones por los delitos graves que cometieron, sin importar su edad?, ¿se 
deben respetar los Convenios Internacionales sobre legislación penal juvenil 
establecidos en el Bloque de Constitucionalidad? 
 
Las respuestas a las mencionadas preguntas, aparentemente son fáciles: serán 
sometidos a un proceso judicial que es eminentemente “pedagógico”, “educativo 
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y  “rehabilitador”,  con  la  mejor  atención  jurídica  y  con  plena  garantía  en  sus 
derechos tanto legales como constitucionales. 
 
Al respecto, la Ley 1098 de 2006, actual Código de la Infancia y la Adolescencia, 
desarrolla en el proceso adelantado en contra de los niños, niñas y adolescentes 
trasgresores de la ley penal, principios constitucionales aplicables, en este caso 
particular a niños y jóvenes que busca garantizar no sólo su derecho a la igualdad 
sino también la protección de sus derechos fundamentales, y de paso aplicar la 
normatividad internacional que consagra los derechos de la infancia y 
adolescencia, el debido proceso con garantías y su respectivo derecho a la 
defensa, entre otros. 
 
Los funcionarios de la rama judicial que intervienen en estos procesos contra los 
adolescentes,  están  llamados  por  disposiciones  legales  a  promover  que  se 
cumpla a cabalidad con la defensa y las garantías fundamentales de los niños, 
niñas y adolescentes que han cometido un delito y sobre todo cuando cursa una 
investigación que les debe restringir su libertad. Así mismo como generar las 
condiciones para la protección no sólo del joven infractor de la ley, sino también 
de su familia. 
 
De otro lado, en el Capítulo III de Las Autoridades Competentes para el 
Restablecimiento de los Derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, 
artículos 79, 80, 81, y s.s., del Código de la Infancia y la Adolescencia, se refiere a 
los profesionales especializados a quienes les corresponde hacerse cargo de 
estos procesos con miras a lograr una educación para la rehabilitación de los 
niños, jóvenes y adolescentes, con el fin no sólo de integrarlo al seno de su 
familia, sino al de la sociedad, con medidas diferentes  a las de los adultos como 
lo son: el tratamiento psicológico, la capacitación en algún arte u oficio, la libertad 
asistida y sobre todo, la de generar oportunidades reales de trabajo y estudio, 
tendientes a la rehabilitación. 
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Se pretende entonces, en la presente investigación revisar y consultar la 
normatividad jurídica existente, los convenios internacionales aprobados y 
acogidos por nuestra legislación colombiana para determinar si dentro del proceso 
penal del joven que delinque y dada su naturaleza, se respeta lo consagrado en la 
normatividad tanto interna como internacional. 
 
3.2   ASPECTOS GENERALES 
En Colombia la problemática de los niños, jóvenes y adolescentes que 
contravienen la ley penal, alcanza cada vez mayores proporciones como producto 
de una crisis social, en la que se encuentran diversos factores tales como la 
desigualdad  social  que  se  ve  reflejada  en  la  insatisfacción  de  necesidades 
básicas: salud, sana alimentación, educación, vivienda digna, falta de cariño, 
ausencia de oportunidades de estudio y recreación, que ante la  pérdida de 
identidad y de valores como el respeto, la autoestima, la solidaridad y 
principalmente el amor por la vida, le llevan a refugiarse en pares o grupos que se 
identifican con las mismas carencias emocionales y afectivas, por lo que ante su 
estado de inferioridad síquica, se hacen vulnerables para iniciarse en la 
drogadicción, por lo que una vez sumergidos en la adicción, esta condición les 
hace presa fácil de quienes conocen y manejan la calle, como los delincuentes, 
adultos, que aprovechan ese estado de indefensión y vulnerabilidad, para reclutar 
a los niños, niñas y adolecentes y de esta manera incorporarlos en la vida criminal. 
 
Por lo anteriormente expuesto, para identificar al menor transgresor de la ley en 
nuestra sociedad hay que ubicarlo dentro del medio en el que interactúa 
cotidianamente, para establecer cuáles son las relaciones sociales y familiares. 
Además de otro tipo de actuaciones que si bien nada tienen que ver con 
comportamientos delictivos, inciden en su conducta para la comisión de un delito, 
entre  las  cuales encontramos:  la  prostitución infantil,  la  drogadicción,  la 
desescolarización,  las malas amistades,  la rebeldía  juvenil,  el abandono  y el 
maltrato intrafamiliar, entre otros. 
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Ahora bien, para poder entender dichos comportamientos inadecuados debemos 
concebir que estos comportamientos calificados como conductas “desviadas” son 
aquellas que se apartan de un orden socio-jurídico preestablecido por la sociedad. 
 
Hemos de aclarar que no siempre los comportamientos equivocados de niños, 
jóvenes y adolescentes llegan a constituir infracciones a la ley, ya que estos se 
pueden considerar como etapas de desarrollo, por ejemplo, el paso de niño a 
adolescente, donde el menor encuentra inquietudes nuevas, perspectivas de vida 
diferentes, modelos de comportamientos buenos o malos tanto en los miembros 
de la familia como en los compañeros del colegio y en la comunidad en general. 
 
El chico o la niña, en esta etapa de su vida tiene acceso a mucha información a 
nivel educativo, a través de internet, y por los medios masivos de comunicación 
social, que a diario le están informando realidades fantasiosas, que de una u otra 
forma, va incidiendo y desdibujando los conceptos formativos previamente 
adquiridos en su formación familiar y escolar que hasta entonces ha venido 
recibiendo. En muchas ocasiones, estas alteraciones en la información lo llevan a 
tomar posturas inadecuadas que se manifiestan a través de la rebeldía con la 
familia y con la institución educativa. Aspectos que de no ser bien orientados al 
interior de la familia y el colegio, pueden convertirse en problemas de 
comportamiento nocivos, llevando al menor a realizar conductas socialmente 
reprochables como el hurto, las lesiones personales, daños a bienes ajenos, 
deserción escolar, alcoholismo, drogadicción, prostitución y homicidios, entre 
otros. 
 
La intervención oportuna por parte de los padres de familia es muy importante 
para determinar la reincidencia o no del menor en actos delictivos, ya que el 
pequeño está propenso a  dejarse  influenciar  por  pares  negativos  adquiriendo  
un  comportamiento desviado. De allí depende que no trascienda a otros ámbitos 
de la sociedad, que lo lleven a cometer delitos más graves como el homicidio, el 
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tráfico de drogas, delitos sexuales, o vincularse a pandillas criminales, etc. Bien lo 
decía Aristóteles: “por qué será que los malos consejos son más fáciles de seguir 
que los buenos” 
 
Identificar al joven trasgresor, no solamente es relacionarlo con actos 
delincuenciales, primero hay que   distinguirlo desde su mundo interior, esto es 
desde la etapa evolutiva y psicológica por la que está pasando, pues se tiende a 
creer que sus actos negativos o positivos, obedecen a las primeras relaciones 
afectivas y de seguridad que ha recibido dentro de su núcleo familiar, si es que 
podemos hablar hoy en día de “familia” en el sentido de la palabra. De otro lado, 
se piensa también que la crisis de la adolescencia obedece a las diferentes 
expresiones culturales y sociales que recibe a diario desde diferentes medios y 
que traen como consecuencia inestabilidad emocional. 
 
Por lo general, el comportamiento improcedente del menor, se expresa en 
actuaciones y expresiones como las siguientes: desobediencia a los padres y 
maestros, rechazo al diálogo, actitud contestataria y desobligante en el 
cumplimiento de las normas, vocabulario inadecuado, escaso conocimiento y 
aplicación de las mínimas normas de urbanidad, etc. Todas estas actitudes se 
vuelven inaguantables cuando se escapan del control de padres y profesores, 
quienes pierden autoridad y es allí donde se requiere de ayuda he intervención, 
por parte de un grupo interdisciplinario especializado, en el comportamiento y 
desarrollo de los niños, niñas y adolecentes, que permita de manera oportuna 
identificar y clasificar, el grado en el que se encuentra el comportamiento del 
menor proclive a quebrantar sus deberes como ciudadano en formación.  
 
También debemos rescatar que en algunas ocasiones los mencionados 
comportamientos, son pasajeros, pero esto obedece cuando el trato, el buen 
ejemplo, las buenas relaciones interpersonales entre los miembros de la familia, y 
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la adecuada orientación por parte de profesores, contribuyen a sentar las bases 
de una formación sólida, aspectos poco vistos en nuestra sociedad. 
 
Es importante tener en cuenta que el joven adolescente entra en un periodo de 
interacción social en el colegio y allí encuentra nuevos amigos (as) con los cuales 
se va a relacionar. Y es precisamente, en este instante, donde el papel de los 
padres o adultos que representen a estos jóvenes, es clave, porque de manera 
discreta deben ejercer un acompañamiento en el desarrollo del entorno social 
del menor, estableciendo las reglas que permitan la sana convivencia, la ética y la 
moral que debe reinar en todos los actos de la vida cotidiana de sus hijos. 
 
Como expresábamos, los jóvenes más que infractores son el reflejo de las fallas 
estructurarles de un sistema de desigualdad social y en especial dentro del núcleo 
familiar y escolar. Por tal razón, si examinamos no sólo su condición social real y 
el factor educativo, compartimos lo que expresa la pedagoga María Montessori al 
afirmar que: 
 
Para educar al niño de manera distinta, para salvarlo de los conflictos que ponen 
en peligro su vida psíquica, es necesario en primer lugar un paso fundamental, 
esencialísimo, del cual depende todo el éxito: y es modificar el adulto. Éste hace 
todo cuanto puede y como él dice, ya ama al niño hasta el sacrificio, confesando 
que se encuentra frente a lo insuperable. Necesariamente ha de recurrir al más 
allá, a más de todo cuanto es conocido, voluntario y consciente8. 
 
Anteriormente mencionábamos que el comportamiento de los jóvenes estaba 
determinado por el entorno familiar  en  que  este  se  desarrollaba  y vivía.  Sin 
embargo, para poder establecer conductas inaceptables por parte de éstos, es 
preciso investigar y analizar el origen de los conflictos que surgen al interior del 
                                                          
8 MONTESSORI, María. El niño: El secreto de la infancia. 2ªEd. México: Editorial Diana, 2000, p. 
37. 
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núcleo familiar que de alguna manera influyen en las actitudes del niño, niña y 
adolescente, como por ejemplo: “la situación económica, la satisfacción de 
necesidades básicas, relación entre padre y madre, y de éstos con sus hijos, 
espacio de la vivienda, si se trata de una familia completa e incompleta, etc”9. 
 
En conclusión decimos que: 
 
El menor infractor, es una persona menor de dieciocho años de edad, teniendo en 
cuenta las siguientes definiciones, según las cuales el niño o infante es el que no 
ha cumplido siete años de edad, impúber, el varón que no ha cumplido catorce 
años y la mujer que no ha cumplido doce, adolescente el que dejó la pubertad 
pero no es mayor de edad y simplemente mayor de edad el que ha cumplido 
dieciocho años de edad1010. 
 
Encontrándose clasificaciones que realizan hechos definidos en la ley como delito 
o contravención, o lo colocan en conflicto consigo mismo y con la sociedad. 
Conductas sin este significado, no autorizan la intervención oficial en la vida del 
menor y de su familia, aunque incomoden o causen malestar en algún sector de la 
comunidad11. 
 
Por ello con base en lo anterior, es primordial el desarrollo de actividades 
articuladas, en la que se involucren, los padres de familia, formadores educativos, 
I.C.B.F., comisarias de Familia, Policía de Infancia y Adolescencia, Procuraduría, y 
demás autoridades responsables de los derechos del menor, para determinar 
rutas unificadas, frente a determinadas situaciones que permitan inferir a los 
intervinientes en el proceso, si el niño, niña o adolecente s encuentra en situación 
                                                          
9 UMAÑA LUNA, p. 49. 
10 VILLAMIL PORTILLA, Edgardo. Protección Familiar. Sentencia Nº 277 de 22 del Julio de 1993. 
Bogotá: Visión Constitucional, 1991, p. 280. 
11 MARTÍNEZ LÓPEZ, José A. Criminología juvenil: Intervención, prevención, tratamiento de la 
delincuencia juvenil. Bogotá: Editorial Librería del Profesional, 1997. 
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de riesgo, de cara a cualquiera de los tipos penales por los cuales puede llegar a 
ser sujeto de sanción el menor. 
 
3.3   EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA LEGISLACIÓN JUVENIL 
“La  principal esperanza de una nación descansa en la adecuada educación de su 
infancia”. 
Erasmo 
 
La comprensión y el análisis de lo que hoy significa el tratamiento delictivo en 
materia penal de niños, jóvenes y adolescentes dentro del derecho, requiere 
necesariamente de una revisión histórica para determinar cómo ha sido la 
legislación al respecto a través  del devenir de los tiempos. 
 
No cabe duda que es un tema espinoso y difícil, que no solo tiene que ver con el 
pasado sino con el presente en lo relacionado con la justicia para niños, niñas y 
adolescentes. Además, se sabe que la mayoría de delitos cometidos por los y las 
jóvenes en nuestro país, provienen de los sectores de la población económica y 
socialmente más desprotegidos de la sociedad. 
 
En efecto, la violencia cotidiana de los jóvenes  a nivel nacional e  internacional 
explica que solo tomando medidas políticas de fondo en las que se traten y 
solucionen  las causas que generan los actos delictivos de los adolescentes podrá 
ser  efectiva a largo plazo. En ese orden de  ideas, consideramos pertinente hacer 
el desarrollo histórico propuesto por Martínez López, Antonio José. 
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3.3.1   El adolescente en el derecho antiguo. 
3.3.1.1 Roma. Como en el derecho antiguo la familia funcionaba y giraba en torno 
del Pater Familias, el menor de edad se encontraba sometido a su poder e 
imperio absoluto, quien incluso de diversas formas podía disponer de su vida. Era 
su juez absoluto. Sólo con la vigencia de la ley de las Doce Tablas. 
 
Luego con el advenimiento del Cristianismo, todo ese rigorismo empezó a ceder 
en sus efectos y es así como se estableció la libertad del hijo cuando resultaba 
vendido por tercera vez, se instauró castigo para el padre de su hijo y se radicó en 
la justicia civil el conocimiento de los delitos cometidos por el hijo. 
 
La misma Ley de las Doce Tablas distinguió entre los impúberes y los púberes, 
con el propósito de atenuar el rigor de las costumbres. Al respecto,  Julio Cortés, 
comenta: 
 
En cuanto a edades, el derecho romano distingue entre púberes e impúberes. Las 
mujeres entraban en la pubertad a los 12 años de edad, y los hombres desde los 
14 (y en un principio se discutía si además era necesario un examen corporal que 
diera cuenta de su madurez física: el habitus corporis). El varón púber sui iuris 
pasa a ser plenamente capaz a efectos del derecho civil, pudiendo celebrar todo 
tipo de negocios jurídicos e incluso contraer matrimonio. Las mujeres púberes, en 
cambio, eran incapaces, quedando sometidas a una tutela especial para mujeres, 
de carácter vitalicio, aunque con el tiempo fue adquiriendo un carácter meramente 
formal. 
 
Entre aquellos que aún no alcanzaban la pubertad se distinguían los infantes e 
impúberes mayores que infantes. Al principio se consideran infantes aquellos 
niños que todavía no pueden hablar, y luego, en la época clásica, a aquellos que 
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no pueden aún comprender lo que hacen, para finalmente, en la era post-clásica 
queda el límite de edad fijado a los 7 años12. 
 
De tal manera que, eran los niños, niñas y adolescentes púberes, que se 
consideraban responsables aplicando la prueba del discernimiento con la 
posibilidad de desvirtuarse. La plena capacidad penal se establecía a partir de los 
doce años para la mujer y catorce años para el varón, constituyéndose el menor 
en sujeto procesal al igual que el adulto, con la posibilidad de que se le apliquen 
castigos por delitos, inclusive la pena de muerte. 
 
Predominó entonces, el orden a precisar la edad de inimputabilidad penal, el 
criterio de discernimiento o “capacidad de entender y querer”, significando con ello 
que hasta cierta edad la persona no era capaz de responder con conocimiento y 
voluntad frente a determinada exigencia legal. Es decir, que se reglamentó una 
incapacidad absoluta hasta la edad de siete años. A partir de dicha edad, y hasta 
los nueve años y medio la mujer y los diez y medio el varón, se presumía el 
discernimiento. Esto, en otras palabras iba a significar que eran relativamente 
“capaces” y, la plena capacidad penal se adquiría a los doce y catorce años para 
ambos sexos. Entonces, el inimputable no respondía penalmente. 
 
3.3.1.2 La escuela clásica. Durante los siglos XVII y XVIII respectivamente, el 
mundo evolucionó no solo filosóficamente con el siglo de las luces, sino con la 
aparición   de nuevas clases sociales burguesas conformadas por banqueros, 
vendedores y hombres de negocios. 
 
Así mismo, el desarrollo del pensamiento racional  permitió a los ciudadanos ver 
el  mundo  de  otra  manera  hasta  alcanzar  un  desarrollo  científico  diferente  al 
pregonado por la iglesia, incluso buscar en las ciencias humanas las normas 
                                                          
12 CORTES, Julio. La infancia en derecho romano. Lecturas de Infancia. (En línea).: AA.VV. 
Disponible en: http://lecturasdeinfancia.blogspot.com/2009/05/la-infancia-en-el-derecho-
romano.html 
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jurídicas legales para reemplazarlas por las de la divinidad. De esta manera, el 
concepto de Estado ya era esa institución divina que sometía al individuo con toda 
clase de castigos, sino que su poder se ejercía a través del uso de la razón. 
 
Dice Jorge Celio Martí, al respecto de la Escuela Clásica: 
 
La reforma clásica tuvo sus inicios en la última mitad del siglo XVIII en Inglaterra e 
Italia y se extendió a Europa Occidental y a EUA de allí en adelante. Teniendo en 
cuenta que lo más importante es que la Escuela Clásica no existió como tal desde 
el punto de vista histórico, sino que gracias a ENRRICO FERRI, que comenzó a 
llamarle clásicos a los juristas prepositivitas y posteriores a BECCARIA. 
 
BECCARIA en 1764 escribió una obra con el nombre de De Delitos y Castigos, 
esta obra fue escrita tan solo cuando el constaba con 26 años de edad. Él trataba 
de encontrar la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, escribir las leyes 
para que pudiera ser comprendida por todos los individuos y no solo por máximos 
juristas y sobre todo que la interpretación de esta no se pudiera dar de una forma 
desviada a la moral por los juristas o jueces y por último el de limitar el ámbito de 
las leyes penales al mínimo necesario para minimizar el delito. 
Podemos decir que gracias a la Escuela Clásica se dio la terminación de la 
barbarie y la injusticia que el derecho penal representaba, procuro la humanizaron 
por medio del respeto a la ley, del reconocimiento a las garantías individuales y de 
la limitación al poder absoluto del Estado. 
 
La  escuela clásica distingue cuatro etapas en la edad de un delito penal: 
 
a. De inimputabilidad absoluta por falta total de discernimiento hasta los siete 
años. 
 
b. De responsabilidad dudosa, entre siete y doce años. 
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c. De los doce a los dieciocho años, presunción de responsabilidad, pero se 
podría desvirtuar probando que la gente obró sin discernimiento. 
 
d. Se admita una causal de atenuación punitiva en la vejez. 
 
3.3.1.3   La   escuela   positiva.   Esta   escuela   considera   que   existe   una 
responsabilidad absoluta en todas las personas en la ejecución  de un delito sin 
importar la edad del infractor, pues precisamente lo que se trata es de sancionar 
ejemplarmente cualquier delito que afecte la sana convivencia entre los 
ciudadanos y la sociedad. 
 
Por lo tanto, se requiere imponer una pena o medida de seguridad, atendiendo al 
comportamiento físico y psicológico del sujeto para determinar sus facultades 
mentales en el momento en que el joven delinquió. 
 
Esta escuela rechaza toda argumentación que sustente la responsabilidad bajo el 
criterio de discernimiento. 
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3.3.1.4 Las escuelas modernas. 
“Estos (los Estados) han de consentir leyes que estén por 
encima de ellos para evitar Las guerras” 
Kant 
 
Estas escuelas se caracterizaron por emplear  criterios neoclásicos, debido a que 
imputan   un   valor   jurídico   a   los   aspectos   subjetivos   del   hecho   punible, 
considerando además la personalidad del agente y demás circunstancias para 
fijar la pena, sin que ello signifique aplicar los elementos planteados en la escuela 
positiva. 
 
Si nos detenemos por un momento encontramos que, el derecho penal de niños, 
niñas y adolescentes, surgió como tal   a finales del siglo XIX, en el Estado de 
Illinois, Estados   Unidos, mediante  la ley de  21  de  1899, creando  el Primer 
Tribunal de Niños, niñas y adolescentes en Chicago, denominado “Tribunal para 
Niños del Condado de Cook”, con un objetivo claramente definido: apartar, o 
sustraer a los niños, niñas y adolescentes infractores del régimen ordinario que es 
aplicable al delincuente adulto. 
 
Posteriormente, diversos países del globo, instituyeron sus respectivas 
Legislaciones de Niños, niñas y adolescentes, estableciendo claramente que las 
sanciones y las medidas aplicables al menor infractor, son diferentes a las del 
delincuente adulto. En otras palabras, las decisiones tomadas por el juez penal de 
niños, niñas y adolescentes no cobran sustento en el concepto de responsabilidad 
penal, cuando lo que prima es la tutela y la educación. Es decir, lo que aquí 
importa en un proceso contra un menor es la defensa y las  plenas garantías a 
sus  derechos.  Por  lo  tanto,  nosotros  consideramos  que  la  administración  de 
justicia   debe   estar   en   manos   de   funcionarios   altamente   calificados   y 
seleccionados para tomar decisiones respecto  a  los procesos penales contra 
jóvenes infractores. 
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No obstante, la extendida vigencia de los principios anteriores hizo que su revisión 
fuese un tanto altiva, motivo por el cual varios países expusieron sus razones en 
sus respectivas legislaciones, aduciendo la prevalencia de los derechos del menor 
infractor en su beneficio, pero, dejando sin protección a la sociedad y a sus 
conciudadanos. Sin embargo, el   abandono de algunas garantías procesales, 
convertía la aplicación de la justicia contra el menor transgresor en una forma de 
violar impunemente  sus derechos fundamentales y la incompatibilidad entre los 
conceptos de imputabilidad, culpabilidad penal y los principios en que se 
fundamentaba el derecho aplicable al menor delincuente. 
 
Este bosquejo trajo como resultado el hecho de que algunos países europeos y 
otros como Canadá y Estados Unidos, entre otros, hicieran un alto en el camino 
para generar nuevos rumbos en materia de derecho penal frente a los jóvenes 
delincuentes   de cara al derecho   y con miras a ver más de cerca la realidad 
social, atribuyendo como características  la concepción de que al menor de edad 
no   se   le   pueden   atribuir   suposiciones   subjetivas   de   imputabilidad   y 
responsabilidad penales, razones por las cuales estos no pueden ser tratados 
como delincuentes adultos. Es decir, que los niños, niñas y adolescentes 
agresores deben ser cobijados bajo un régimen especial, esto es, en los derechos 
del menor y los de la sociedad, buscando su equilibrio. 
 
Por lo tanto, la intervención de las autoridades policivas y judiciales deberán 
ceñirse a los derechos mínimos que la Constitución y las leyes reconocen al 
delincuente adulto, la fijación de consecuencias penales al menor infractor, debe 
partir del presupuesto de un estudio serio de sus necesidades físicas, psíquicas, 
psicológicas, sociales, culturales, recreativas, económicas, educativas y de 
oportunidades, frente a sus relaciones con la comunidad donde vive. Sólo así, 
las medidas a aplicar deben ser acordes a la personalidad del menor y la 
gravedad del delito. 
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 El Derecho Penal de Niños, niñas y adolescentes en Estados Unidos. La 
regulación de la minoría penal en Estados Unidos efectuada inicialmente en el 
Common Law procede del Common Law inglés. Sin embargo, podemos 
manifestar que en la actualidad cada Estado regula el derecho penal 
para niños, niñas y adolescentes de manera diferente. 
 
Al respecto cita Restrepo González Diana13: 
 
Existen dos tipos de sistemas adoptados: el primero consiste en establecer una 
edad fija que funciona como presunción irrebatible de incapacidad. Este límite 
oscila entre los siete y los catorce, generalmente se ciñe a los trece años. En 
ocasiones se combina con un período en que la presunción es rebatible; 
generalmente hasta los dieciséis o dieciocho años; en otras se establece un límite 
particular específico en relación a determinados crímenes, como por ejemplo el 
homicidio, la violación (suele exigirse poseer una edad de catorce años) y otros 
delitos graves. 
 
La doctrina fundamenta, la presunción de incapacidad por razón a la infancia al 
manifestar que, el menor infractor es incapaz de conocer las leyes que infringe e 
inexperto para formar un juicio mental que es uno de los aspectos que se 
requieren para la comisión de un acto delictivo. Cita la autora: “el intent (dolo) 
conectado con la idea de la ausencia de capacitax doli (capacidad de dolo) que de 
aludía en el cammon Law”. 
 
El segundo sistema consiste en “establecer una edad fija hasta la cual se otorga 
un mandato exclusivo de jurisdicción a los Tribunales juveniles. También aquí 
suele diferenciarse entre dos periodos: uno de jurisdicción exclusiva, 
habitualmente hasta los trece o quince años; y otro, de jurisdicción discrecional 
                                                          
13 RESTREPO GONZÁLEZ, Diana P. La responsabilidad psicológica del menor infractor. Bogotá: 
Editorial Leyer, 2004, p. 97. 
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hasta los diecisiete o dieciocho años, que en muchos casos depende de la 
gravedad del delito cometido. 
 
En definitiva la “defense” de minoría penal es definida en términos en bien de 
responsabilidad o bien de jurisdicción. Los criterios en función de los cuales la 
presunción de incapacidad es rebatible en el primer sistema, o el tribunal juvenil 
puede decidir la transferencia del caso al tribunal ordinario en el segundo son 
variados. Se examina en ocasiones, el grado de madurez e inmadurez del autor, 
en otras se atiende a la gravedad del delito cometido”14. 
 
 La Legislación Penal de Niños, niñas y adolescentes en 
Latinoamérica. La mayoría de gobiernos latinoamericanos siguen un modelo 
tradicional en materia de derecho penal para niños, niñas y adolescentes 
infractores, caracterizado por la competencia amplia del juez o los tribunales 
para conocer la  situación  irregular  en  que  se  encuentra    el  niño  o  joven  
infractor,  su conducta delictiva o contravencional, la prevención de la 
delincuencia juvenil, el  estado  de  abandono  familiar  o  el  peligro  en  que  
se  encuentran,  los procesos de alimentos, la suspensión de la patria 
potestad y de la guarda entre otros. Pero como dice Ferrajoli Luigi: 
 
Esta función del derecho se ha agravado dramáticamente en América Latina por 
las condiciones de pobreza y marginación en las que viven millones de niños 
empujados por el hambre a una relación adulta con la sociedad, a través del 
trabajo, o peor aún, de la pequeña criminalidad de subsistencia; al mismo tiempo 
explotados, oprimidos, esclavizados, violentados e incluso exterminados como en 
Brasil y Colombia15. 
 
 
                                                          
14 Ibíd., p. 108. 
15 GARCÍA MÉNDEZ, Emilio y BELOFF, Mary. Infancia, ley y democracia en América Latina. 3ª 
Bogotá: Editorial: Temis S.A., 2004, V1 Prefacio. 
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En  dichas  legislaciones,  el  juez  dispone  de  varias  medidas  para  corregir  o 
prevenir la delincuencia adolescente y las correspondientes normas que velan por 
la defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes infractores. 
 
Hemos de anotar que, en la mayoría de los países latinoamericanos, los procesos 
adelantados en contra de los niños, niñas y adolescentes, son secretos y sus 
actuaciones no pueden ser utilizadas en otras diligencias procesales. De igual 
manera, se hace una exigencia perentoria de los requisitos que deben cumplir 
quienes  desempeñan   o   van   a   trabajar   como   jueces   de   niños,   niñas   y 
adolescentes. 
 
De otro lado, existe un grupo interdisciplinario de apoyo al juez de niños, niñas y 
adolescentes, conformado por psicólogos, trabajadores sociales, médicos, etc., 
que se encargan de hacer un estudio físico, y psicológico del menor, así como 
también su situación socioeconómica, sus relaciones con los demás miembros del 
grupo familiar y sus conexiones sociales. 
 
Es  importante  señalar que,  en  Suramérica  podemos  diferenciar dos  tipos  de 
legislación para niños, niñas y adolescentes infractores de la ley: el de la doctrina 
de la situación tutelar y el de la doctrina de la protección integral, citados por 
Beloff. Pero, el que prima en América Latina es el irregular en los años treinta y 
que García, Méndez16, menciona con las siguientes características: 
 
a. Mantenimiento de una concepción etimológica positivista de la criminalidad 
que justifica la intervención estatal coactiva frente a los infractores de la ley 
penal, basándose en ideas de resocialización y defensa social. 
 
 
                                                          
16 GARCÍA, MÉNDEZ, Para una Historia del control penal de la infancia: La Informalidad de los 
mecanismos formales de control social. En BUSTOS RAMÍREZ. Un Derecho Penal del menor. 
Santiago de Chile, 1992, p. 160. 
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b. Sustitución de las sanciones por medidas de seguridad aplicables no solo a 
los infractores, sino también a los niños, niñas y adolescentes en situación 
irregular, de abandono, peligro material o moral. 
 
c. El  argumento  de  la  tutela  como  punto  central  que  permitió  obviar  dos 
problemas políticos criminales. 
 
3.4   EL CAMBIO DE PARADIGMA: DE LA DOCTRINA DE LA SITUACIÓN 
IRREGULAR A LA DOCTRINA DE LA PROTECCIÓN INTEGRAL 
“Cuando un adolescente asesina a una persona o participa en un acto terrorista 
la balanza de la justicia se inclina hacia el extremo de la penalización, pero si otro 
muere lanzándose desde un edificio debido a presiones homofóbicas de su familia 
y su escuela, ¿hacia qué lado debería inclinarse la balanza?” 
 
Miguel Barrios 
 
El estudio de los Derechos Humanos de los y las niñas, ha sido trabajado 
históricamente a partir de dos enfoques o doctrinas: la de la Situación Irregular y 
la de la Protección Integral. 
 
Colombia ha ratificado los convenios internacionales contenidos en las reglas 
Beijing, cuya esencia en cuanto al tratamiento del adolescente infractor se refiere, 
alude a las mínimas reglas que deben aplicarse cuando se trata de administrar 
justicia, con el fin de proteger los derechos humanos del niño. Estas reglas, 
emanadas y aprobadas en la reunión preparatoria de la ONU celebrada en Beijing 
(China) en mayo de 1984 y aprobadas por la Asamblea General de la ONU, el 9 
de noviembre de 1985, son de carácter general para que puedan ser adoptadas 
por los distintos sistemas de justicia de adolescentes infractores del mundo y 
encarnan como ya se manifestó anteriormente, el mínimo de las condiciones a 
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tener en cuenta por la potestad de los niños, niñas y adolescentes en un estado 
social y democrático de derecho. 
 
De igual manera, resultan aplicables las normas contenidas en la Convención 
sobre los derechos del niño, aprobada el 20 de noviembre de 1989, acogida en 
Colombia mediante la Ley 12 de 1991, recoge las disposiciones referidas a la 
protección y acción integral a favor del niño. 
 
Al respecto, manifiesta el doctor Castro: el Artículo 93 de la Constitución Política 
ordena en forma perentoria que los “tratados y convenios internacionales 
ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben 
su limitación en los tratados de excepción, prevalecen en el orden interno”17. 
 
Esta disposición corresponde a la noción conocida como bloque de 
constitucionalidad, y equivale a una especie de ficción al considerar las normas 
constitucionales  y las  internacionales  acogidas  por  Colombia,  como  una  sola 
unidad para todos los efectos jurídicos con lo cual se acoge un creciente concepto 
de derecho internacional18. 
 
Actualmente se habla de enfoques relacionados con los niños, niñas y 
adolescentes de edad para referirse a la denominada protección integral e 
irregular. Uno y otro tienen como objetivo común garantizar los derechos 
fundamentales e integrales de los   niños, niñas y adolescentes de edad en 
Colombia y el mundo. 
 
De  suerte  que  la  doctrina  de  la  protección  irregular,  consideraba  a  los 
adolescentes en contienda con la ley penal como una vaga categoría sociológica 
                                                          
17 CASTRO G, Carlos. La prelación de los tratados internacionales su relación con el bloque de 
constitucionalidad principio rector: Ley 904 de 2004. En: El sistema penal acusatorio en el contexto 
colombiano. Bogotá: Universidad Libre, 2009, p. 65 y 66. 
18 Ibíd., p.66. 
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que  comete  hechos  antisociales  y  los  identificaba  con  los  abandonados,  en 
riesgo, para luego someterlos, sin distinción, a una medida de protección que 
generalmente  era  la  reclusión  en  instituciones  cerradas.  Al  respecto,  dice 
Sánchez,  José:  “todo  en  conjunto,  forma  lo  que  para  mi  modesto  entender 
consiste    en    una    tragedia    que    es    ya    enfermedad    de    la    sociedad: 
el de la indiferencia para con el ser humano encerrado  entre las rejas, no importa 
el lugar o el nombre que lleve la Institución penal”19. 
 
Hay que recordar que la mencionada doctrina distinguía entre niños, adolescentes 
y menores. Los niños y los adolescentes eran aquellos que iban a la escuela y 
tenían un hogar establecido, mientras que por menores se identificaba a aquellos 
que eran objeto de abandono, que no tenían familia y que por lo tanto eran 
excluidos, de lo que se consideraba “normalidad” en la sociedad. A esto último se 
refiere Norma del Río con las siguientes palabras: 
 
Cuando Koffi Annan señala que las niñas y los niños excluidos son los que viven 
en  el  mundo  real,  muy  lejos  del  ideal,  el  paradigma  de  una  sola  realidad 
verdadera y unidimensional entra en crisis. ¿Es entonces el mundo de los 
excluidos el mundo real? ¿Vivimos los de dentro en una ilusión, en ese mundo 
feliz? ¿Nos reconocemos como seres con realidades profundamente dispares, de 
manera que en un mundo impera el reino de la necesidad y la generación de 
riqueza, mientras en el otro puede reinar la satisfacción y el consumo, quedando 
pendiente por no decir excluida, la construcción conjunta de mundos posibles?20 
 
Puede señalarse desde la anterior noción que se agraviaba de manera negativa 
las situaciones de las que vivían y eran víctimas las personas, razón por la cual se 
consideraba que los niños, niñas y adolescentes eran delincuentes que tenían 
                                                          
19 SÁNCHEZ, José. La isla de los hombres solos. 3ª Ed. México: Editorial Grijalbo, 1984, p. 12. 
20 DEL  RIO, Norma. A  puerta cerrada, paradigmas de  la  exclusión.  En:  ANCÍZAR, Manuel. 
Derechos de los niños  y las niñas: Debates, realidades y perspectivas. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia. Facultad de Ciencias Humanas. Centro de Estudios Sociales, 2007, p. 346. 
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que ser controlados y castigados por las autoridades encargadas de administrar 
justicia. Dicha situación se ejercía de manera paternalista y discrecional, en el 
entendido de que los niños, niñas y adolescentes infractores eran y son objeto de 
protección. 
 
Al respecto, dice García, E. “se promovía la impunidad debido a que eran los 
menores los criminalizados, mientras que las y los niños y los adolescentes no 
eran inculpados por no ser excluidos”21. 
 
En la doctrina de la protección integral, se deja de lado la distinción entre las 
niñas, los niños y los adolescentes para incluirlos a todos en el concepto de niños, 
niñas y adolescentes de dieciocho años. Por consiguiente, este cambio de una 
situación irregular a una integral, generaría no sólo un cambio de actitud sino de 
conciencia que haría responsables a los adultos y a las instituciones encargadas 
de impartir justicia en cuanto a la atención de los niños, niñas y adolescentes se 
refiere. 
 
La doctrina de la protección integral, los considera como una categoría jurídica 
precisa, que está referida a quien o a quienes cometen infracciones penales, 
típicas, antijurídicas y culpables. Es decir, que el menor infractor es considerado 
como un sujeto titular de derechos que puede ejercerlos por sí mismo y, por ende, 
también responsable de obligaciones y deberes, razón por la cual ya no se le 
considera inimputable para efectos penales, sino responsable penalmente, 
conforme a un criterio de imputabilidad diferenciada, según sus condiciones 
personales y el grado de evolución de sus facultades, pero también las 
circunstancias concretas que rodearon la conducta por la cual se le juzga y en 
todo caso, siguiendo estrictamente las reglas del debido proceso, tal como 
acontece con los adultos. 
 
                                                          
21 GARCÍA MÉNDEZ, Op. cit., p. 20. 
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No obstante, y de acuerdo con las reglas de Beijing, el objetivo del sistema de 
justicia de niños, niñas y adolescentes, hará hincapié en el bienestar de éstos y 
garantizará   que   cualquier   respuesta   a   los   niños,   niñas   y   adolescentes 
delincuentes será en todo momento proporcionada a las circunstancias del 
delincuente y del delito, con el fin de lograr su pleno desarrollo con el fin de 
integrarlo a una sociedad auténticamente democrática en donde se le reconozca 
como una persona digna y con oportunidades capaz de servir eficientemente a la 
sociedad. 
 
La protección especial e integral al niño, fue anunciada desde la Declaración de 
Ginebra de 1924, en la Asamblea General de las Naciones Unidas, siendo 
reiterado nuevamente por el citado organismo en la Declaración de los Derechos 
del niño22, para cuya efectividad se adoptó la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño en 1991, ratificada por nuestro país a través de la ley 12 del 28 
de enero de 1991. 
 
La protección integral del niño como paradigma jurídico vigente implica, 
fundamentalmente, los derechos humanos a la supervivencia y al desarrollo. Los 
derechos a la supervivencia contienen los derechos a la vida, la salud, seguridad 
social, y a la no participación en conflictos armados. Mientras que los derechos al 
desarrollo contienen derechos a la educación, cultura y recreación, al nombre y a 
la nacionalidad, a la libertad de pensamiento, conciencia y religión. Estos son 
conocidos como derechos universales del niño. 
 
Sin embargo, la Convención también prevé un conjunto de derechos para los 
niños que se encuentren en condiciones de vulnerabilidad. Así, se encuentran los 
derechos a la protección especial contra toda forma de explotación, abuso y 
maltrato; protección especial a los refugiados; a tener un proceso justo; contra el 
                                                          
22 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. Declaración de los Derechos del Niño. (En 
línea).: (En línea).: Diadelnino. Disponible en: http://diadelnino.idoneos.com/index.php/371926 
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secuestro  y  la  trata;  contra  el  uso  ilícito  de  estupefacientes.  Estos  son  los 
derechos especiales del niño. 
 
Por lo que entendemos que el carácter integral del paradigma jurídico de la 
protección del niño incluye los derechos a la supervivencia, desarrollo, protección 
especial y a la participación. Es decir, que como lo habíamos mencionado, los 
niños,  niñas  y  adolescentes  infractores  adquieren  un  reconocimiento  jurídico 
como sujetos de derechos por los principios internacionales que los rigen. Lo que 
significaría  aplicar  el  principio  básico  de  igualdad  ante  la  ley  en  caso  de  la 
comisión de delitos y se buscaría, en cambio, eliminar el encierro y la privación de 
la libertad injustificadas. 
 
Es así como la doctrina de la protección integral, va a constituir un cambio de 
modelo y se va presentar como un acumulado de ideas, políticas, jurídicas, éticas 
y filosóficas, totalmente opuestas a la doctrina de la situación irregular del menor 
infractor. 
 
Vemos que evolutivamente a lo largo de la historia, se han venido desarrollando 
una serie de teorías que le otorgan a los niños, niñas y adolecentes, una 
autonomía frente a sus derechos, pero no se ha desarrollado un esquema que 
integre la inclusión de sus deberes, para con ellos mismos y los de más asociados, 
de ahí la importancia de complementar articuladamente, tanto derechos, como los 
deberes del menor, que les desarrolle un empoderamiento como pequeños 
asociados en proceso de formación social como futuros ciudadanos de bien.  
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4.   MARCO REFERENCIAL 
 
 
4.1 EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIADAD Y EL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL DE ADOLESCENTES EN COLOMBIA 
“Si me preguntaran qué es la cárcel os respondería sin dudar que es el basurero 
de un proyecto socio-económico determinado, al cual arrojan todas aquellas 
personas que molestan dentro de la sociedad: por eso la cárcel alberga 
principalmente pobres”. 
 
XoséTarrío 
 
4.1.1      La  inimputabilidad  del  adolescente  en  un  Estado  social  de  derecho. 
Durante considerable tiempo se ha venido discutiendo en el país la necesidad de 
instaurar   algunas modificaciones fundamentales al sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes, y se ha legislado sin encontrar soluciones efectivas al 
problema de los delitos graves cometidos por adolescentes. Debemos recordar 
que, este tema no es nuevo, que viene de épocas anteriores y que su tratamiento 
ha sido bastante complejo debido a la relación de la edad y los delitos graves. 
 
Es importante mirar que los modelos “correccionalista” o “protector” que bien han 
contemplado algunos países entre ellos, España y Colombia, como lo manifiesta 
Díaz (2009): 
 
Los resultados de dicho modelo saltan a la vista: un modelo de justicia juvenil  en 
el que la responsabilidad penal suele confundirse en categorías civiles y 
administrativas, generando  una evidente pérdida de garantías del menor frente a 
una intervención estatal que no puede denominarse “tutelar” resulta menos para 
la libertad individual (…); o son pocos los países que han emprendido reformas a 
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su sistema de responsabilidad penal juvenil, teniendo como punto de partida el 
reconocimiento del menor como sujeto de derechos. En el caso Español, la 
reforma fue introducida por la Ley Orgánica 5/2000 del 12 de enero, mientras que 
en Colombia se hizo mediante la Ley 1098/2006 del 8 de noviembre, que aprobó 
el nuevo “Código de la Infancia y la Adolescencia. 
 
En lo que respecta al caso colombiano, el nuevo Código de la Infancia y la 
Adolescencia constituye un buen ejemplo de las contradicciones y vaivenes de la 
política legislativa penal en el país, pues a diferencia de otras legislaciones 
igualmente recientes, en términos generales, puede decirse que satisface en alto 
grado las demandas de mayores garantías en el ámbito de responsabilidad penal 
juvenil; no obstante, su severidad en materia de privación de la libertad, las dudas 
sobre el tratamiento de los niños, niñas y adolescentes vinculados al conflicto 
armado  y de los rasgos de pupulismo punitivo apreciables en los casos de delitos 
contra niños, niñas y adolescentes (Arts. 199 y 200) no deja de llamar la atención, 
pues el Código fue tramitado en medio de una serie de leyes claramente 
orientadas  al  endurecimiento  punitivo(leyes  890  de  2004  y  1142  de  2007); 
además, no parecen superados aún los estereotipos sociales (…) con la figura del 
sicario (…), que se ha concretado en el cuestionamiento de la edad de 
responsabilidad penal juvenil y las permanentes propuestas de hacerla descender 
a los 16 o 14 años, o volver al caduco criterio del discernimiento23. 
 
4.1.2    La carta magna de 1991.    La constitución Política de Colombia abarca 
algunas disposiciones que enmarcan los derechos fundamentales de los niños, 
niñas y adolescentes y de la familia, extendiendo a categoría constitucional los 
derechos determinados en el Código del Menor y en los respectivos convenios 
internacionales. 
 
                                                          
23 DÍAZ CORTÉS, Lina M. Derecho penal de niños, niñas y adolescentes. Bogotá: Editorial Temis 
S.A., 2009. 
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Es así como encontramos que la Constitución de 1991, en sus artículos 13, 44, 
45, 50 y 67 respectivamente se instauran de manera concisa los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes de edad y por consiguiente la obligación del Estado, 
la sociedad y lógicamente la familia de protegerlos y garantizar su efectivo 
cumplimiento. 
 
De otro lado resulta “comprensible” que los artículos cuyo contenido en derechos, 
son aplicables a todas las personas como lo son: 16, 28, 29, 31 y 93 de la Carta 
magna, por ese solo caso, son aplicables también a los niños, niñas y 
adolescentes infractores. 
 
Sin embargo, debemos tener en cuenta que la Carta Política no manifiesta 
específicamente lo relacionado con la situación del menor transgresor, por lo 
tanto, toda legislación vigente al respecto, debe adecuarse  a los mandatos de la 
Carta. Es así, como la Honorable Corte Constitucional, refiriéndose al único medio 
que se tiene al alcance para los delitos y procesos llevados contra los niños, niñas 
y adolescentes delincuentes señala que: 
 
El artículo 167 del Código del Menor que consagra la única instancia para los 
procesos en los que los jueces de niños, niñas y adolescentes o promiscuos de 
familia conocen de las infracciones a la ley penal en que intervienen como autores 
o partícipes los mayores de 12 años y menores de 18 ha sido modificado. En 
efecto, el artículo 37, literal d) de la ley 12 de 1991, ("por medio de la cual se 
aprueba la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1989") le otorga al niño el 
derecho de "impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u 
otra autoridad competente". Debe entenderse que esa segunda instancia 
correspondería a las Salas de Familia de los Tribunales Superiores de los 
diferentes  distritos  judiciales,  según  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  de 
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Justicia24. 
 
Por consiguiente, la Carta Magna al acoger un modelo de Estado, establece un 
marco  político  determinado,  instituyendo  en  sus  fundamentos  determinados 
límites a todas sus maneras de intervenir  en materia de responsabilidad penal. 
Es  así  como  en  su  Artículo  2º  en  una  de  sus  partes  motivas  reza:  “Las 
autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”25. 
 
Refiriéndose al tema precisa el especialista Sotomayor (1996) que: 
 
De ahí que, en un Estado social y democrático de derecho, el individuo sea, 
primero que todo sujeto de derechos y no un mero objeto de tutela o protección 
por parte del Estado. Tal modelo de Estado por lo que se ha visto tiene entonces 
repercusión directa en la concepción del derecho penal pues este debe 
corresponderse con la forma de Estado adoptada en la Constitución Política. 
 
En tal sentido la actividad político criminal deberá estar fundamentalmente 
orientada, por un lado, a deducir las consecuencias concretas que el modelo de 
Estado genera sobre el conjunto del ordenamiento jurídico penal y, por otro, 
buscar dotar a los derechos fundamentales de efectiva vigencia en nuestra 
realidad cotidiana, en la medida en que estos, se convierten de esta forma en 
objeto y límite de la ley penal26. 
 
 
                                                          
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-019 de 1993. M.P. Ciro Angarita Barón, p. 11. 
25 GÓMEZ SIERRA, Francisco. Constitución Política de Colombia de 1991. Bogotá: Editorial Leyer, 
2010, Art. 2. 
26 SOTOMAYOR, Juan Oberto. Inimputabilidad y sistema penal. Bogotá: Editorial Temis, 1996, p. 
239. 
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En virtud de los límites que se establecen a la Constitución Política en lo 
relacionado  con  la  intervención  en  materia  penal  encontramos  los  siguientes 
principios:  de  legalidad,  de  dignidad  humana,  de  intervención  mínima, de 
necesidad, de responsabilidad, personalidad, de responsabilidad por los hechos, 
de responder por sus propios actos y no solo por su manera de pensar, 
compromiso subjetivo no por la causa física del resultado, principio de presunción 
de inocencia y el de igualdad, entre otros. 
 
En consecuencia, a la plena garantía constitucional en lo relacionado en materia 
penal, la Dra. Whanda León  establece que: 
 
Afirmar  que en Colombia la tarea persecutoria es transparente, que se respeta el 
derecho a la libertad; que el contradictorio es un postulado irrefutable; que la 
defensa técnica, la gratuidad, la lealtad, la incoercibilidad del acusado, son 
principios invulnerables, que se presume la inocencia, se reconoce la dignidad 
humana, se protege a las víctimas, o se brinda un trato igualitario a la acusación 
y a la defensa, no deja de ser la más tosca de las ficciones27. 
 
Ahora bien, en cuanto se habla de derechos fundamentales en un Estado Social 
de Derecho, el tratadista Ferrajoli, manifiesta que: Ninguna ley, acabamos de 
decir, aún votada por una mayoría aplastante, puede disponer o consentir que un 
hombre sea castigado sin haber cometido algún hecho prohibido o por haber 
realizado actos inofensivos, meramente internos o sin culpa,   y un ciudadano, 
sobre todo si es discrepante o desviado, no goza del mínimo de garantías por el 
hecho de que la decisión de condenarlo se adopte en el consenso unánime de 
sus conciudadanos sino se ha llegado a la prueba de su culpabilidad en un juicio 
desarrollado de forma contradictoria a su defensa. 
 
                                                          
27 FERNÁNDEZ  LEÓN,  Whanda.  Procedimiento  penal  constitucional.  Bogotá:  Ediciones  el 
Profesional, 2006, p.12. 
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Las garantías penales y procesales, como hemos dicho otras veces, no pueden 
ser más que un sistema de prohibiciones inderogables, prohibiciones de castigar, 
de privar de la libertad, de registrar, de censurar o de sancionar de alguna otra 
forma, si no concurriesen las condiciones establecidas por la ley en garantía del 
ciudadano frente a los abusos de poder. Ni siquiera por contrato un hombre puede 
ser obligado a privarse de la vida o de las libertades fundamentales, reconocidos 
a cada ciudadano como derechos personalísimos. Además de inviolables e 
inderogables, estos derechos son también indisponibles e inalienables. 
 
Ligado   a   los   ya   conocidos   derechos   de   libertad,   las   demás   normas 
constitucionales de este periodo histórico, han reconocido otros derechos 
fundamentales como la educación, la salud, el trabajo, a la vivienda, a la 
organización,  a  la  libertad  de  expresión, que  comúnmente  se  conocen  como 
derechos sociales y deben corresponder a deberes públicos del hacer. De tal 
manera que, el concepto de Estado de Derecho liberal, debe ser coherente para 
incluir la figura de Estado, en el sentido de cumplir con sus obligaciones sociales 
con todos sus ciudadanos y no limitarse solo a las prohibiciones. 
 
Adviértase, pues, que cuando un ordenamiento constitucional concentra sólo 
prohibiciones que “requieren prestaciones negativas en garantía de los derechos 
de libertad, se le caracteriza como Estado de Derecho liberal, cuando por el 
contrario, incorpore también obligaciones, que requieren prestaciones positivas en 
garantía de los derechos sociales, se le caracteriza como Estado de Derecho 
Social”28. 
 
Comencemos  por  evocar  que,  la  Carta  Política  define  un  Estado  Social  de 
Derecho y que como consiguiente, dicho ordenamiento jurídico debe ajustarse a 
dicho Estado, replanteando o modificando algunos conceptos tales como los de 
responsabilidad y culpabilidad. En este sentido, ROXIN Claus manifiesta que: 
                                                          
28 Ibíd. 
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El sujeto actúa culpablemente cuando realiza un injusto jurídico penal pese a que 
(todavía) le podía alcanzar el efecto de llamada de atención de la norma en la 
situación concreta y poseía una capacidad suficiente de autocontrol, de modo que 
le  era  psíquicamente  asequible  una  alternativa  de  conducta  conforme  a 
derecho29. 
 
Interpretando su planteamiento, encontramos que para él la responsabilidad 
depende de dos datos que deben añadirse al injusto, de la culpabilidad del sujeto 
y de la necesidad preventiva de sanción penal que hay que deducir de la ley. 
 
Este autor, indica más adelante al respecto: 
 
Hay que entender la culpabilidad como actuación injusta pese a la existencia de 
asequibilidad normativa. Con ello se quiere decir que hay que afirmar la 
culpabilidad de un sujeto cuando el mismo estaba disponible en el momento del 
hecho para la llamada de la norma según su estado mental y anímico cuando 
(aún) le eran psíquicamente asequibles “posibilidades de decisión por una 
conducta orientada conforme a la norma” cuando la posibilidad (ya sea libre ya 
sea determinada) psíquica del control existe en el adulto sano en la mayoría de 
las situaciones, existía en el caso concreto3030. 
 
Interpretando las palabras del autor precitado, con respecto de los adolescentes 
señala  que  aun  cuando  exista  la  capacidad  de  comprensión,  del  injusto,  a 
menudo sigue faltando la capacidad de inhibición, que un adolescente en 
determinadas circunstancias puede ser plenamente responsable de un hurto, 
mientras que le falta la inimputabilidad en relación con un delito sexual debido a la 
pubertad. 
 
                                                          
29 ROXIN, Claus. Derecho Penal, parte general. Madrid: Editorial Civitas, 1997, p. 11. 
30 Ibíd., p. 12. 
56  
Para Córdoba R., Juan,   la culpabilidad tiene una estrechísima relación con la 
participación de los bienes jurídicos tutelados a los ciudadanos, y apoya su 
argumento citando a Conde Muñoz que se expresa de la siguiente manera: 
 
La culpabilidad es la última fase del proceso de motivación que comienza con la 
educación paterna y prosigue durante toda la vida del individuo en virtud de la 
introyección de exigencias sociales. Debe ser estimada la culpabilidad en cuanto 
se dé una relación entre la norma penal y el individuo, por obra de la cual ésta 
motive concretamente al autor. Cuando no se da participación en los bienes 
jurídicos, concluye Conde, falta todo sentimiento de culpabilidad en el sujeto y en 
consecuencia, la razón para formularle un reproche31. 
 
Ahora bien, esa manifestación de la culpabilidad, tendría a nuestro modo de ver 
una significación importante en nuestro contexto colombiano y latinoamericano en 
el sentido de la exclusión, la marginalización y sobre todo, la discriminación propia 
que se hace a la mayor parte de la población pobre. 
 
Adviértase lo que va a complementar con su afirmación García al decir: 
 
Por el contrario en nuestras sociedades latinoamericanas, una parte considerable 
de las deficiencias cuantitativas y cualitativas de las políticas sociales básicas, 
han intentado   resolverse por medio de la judicialización del problema de los 
adolescentes. (…) Durante siglos, la cultura y el derecho han legitimado más o 
menos abiertamente la violencia ejercida contra la infancia, incluso con mayor 
énfasis tratándose de aquella cometida dentro del núcleo familiar32. 
 
En cuanto al tratamiento en la administración de justicia penal, sostiene el 
mencionado autor: 
                                                          
31 CÓRDOBA RODA, Juan. Culpabilidad y pena. Barcelona: Editorial Bosch, 1977, p. 28. 
32 GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. Derecho de la infancia y la adolescencia en América Latina. Bogotá: 
Editorial Forum, 1994, p. 119 
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El falso paternalismo anticuado consiste en el rechazo del reconocimiento de la 
posibilidad de infracciones penales graves cometidas por adolescentes, 
amparándose en una falsa y eufemística ideología protectora. Esta posición, 
acepta, además, implícitamente como cierta, la existencia de un vínculo instintivo 
(falso) entre pobreza y criminalidad. Su resultado concreto, consiste en aceptar 
internaciones que de hecho implican una verdadera privación   de libertad, 
despojadas de todas las garantías   que en una medida de tal gravedad debe 
necesariamente incluir (…) su resultado concreto, son los millares de jóvenes 
internados en América Latina – una buena parte incluso en prisiones  de adultos- 
en instituciones totales quienes oficialmente no se encuentran privados de su 
libertad3333. 
 
Para nosotros resulta clave tener presente el tipo de legislación de niños, niñas y 
adolescentes que tenemos, las circunstancias socioeconómicas y las condiciones 
reales de vida en que viven la mayoría de jóvenes colombianos.  De ahí que sea 
importante tener en cuenta lo que dice García Canclini, al hacer cuidadosamente 
un estudio sobre los efectos de la globalización en América Latina, al afirmar que: 
 
Las ciudades latinoamericanas son cada vez más sedes de catástrofes. La 
contaminación que está casi todo el año por encima del nivel tolerable, las 
inundaciones y los derrumbes, la expansión de la pobreza extrema y el deterioro 
general de la calidad de vida, la violencia sistemática e incontrolable, son las 
características con que  Santiago  de  Chile, México,  Bogotá, Caracas, Buenos 
Aires,  Lima  y  Sao  Pablo  se  “preparan”  para  el  siglo  XXI.  (…)  Las  grandes 
ciudades desgarradas por crecimientos erráticos y una multiculturalidad conflictiva 
son  el escenario en que  mejor se  exhibe la declinación  de  los meta  relatos 
                                                          
33 Ibíd., p. 120. 
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históricos, de las utopías que imaginaron un desarrollo humano ascendente y 
cohesionado a través del tiempo34. 
 
Acudimos a este ejemplo, para mostrar que frente a esta problemática viene a 
sumarse la forma como se administra justicia como lo indica Zaffaroni: 
 
En cuanto a la formación y entrenamiento de los manejadores de las agencias 
judiciales, no puede negarse una considerable masificación de la enseñanza, una 
reducción de la bibliografía una incapacidad entrenada para vincular fenómenos y, 
en general una degradación tecnocrática  del derecho que escasamente supera el 
nivel exegético de preparación de empleados con titulo3535. 
 
Esta realidad nos parece primordial citarla, si pensamos que los diferentes 
conceptos jurídicos que tienen que ver con la aplicación de justicia a niños, niñas 
y adolescentes, que se han analizado con anterioridad, tienen un tratamiento 
cotidiano llevado a cabo por personal de la rama judicial y sustanciadores, que, 
dada la importancia de los procesos y sus respectivos titulares, requieren de un 
conocimiento,  formación  humanística  y  amplias  nociones  de  carácter 
constitucional y penal del país, así como de otras aéreas del conocimiento como 
la sociología, la política y la historia, entre otras. 
 
Prosiguiendo con el tema, a propósito del condenado que ha cumplido su pena, el 
maestro Francesco Carnelutti estipula: 
 
(…) la cura del delito, que es el proceso penal, termina de todos modos en el 
momento fijado, sin que nadie se preocupe por saber si se ha curado el enfermo y 
                                                          
34 GARCÌA CANCLINI, Néstor. Consumidores y ciudadanos. Mexico: Editorial Grijalbo, 1995, p. 93 
-116. 
35 ZAFFARONI, Eugenio Raúl. En busca de las sanciones perdidas. Bogotá: Editorial Temis, 1990, 
p. 
104. 
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cuál habrá de ser su suerte cuando se le haya dado de baja en el hospital. (…) 
pero la verdad es que esos enfermos, cuando curan, nadie sabe si se han curado 
siquiera; y si alguien lo sabe, los demás no lo creen, y los consideran enfermos 
todavía y temen su contagio y lo rehúyen y lo rechazan, y aquel retorno a la vida 
que  ellos  soñaron  para  cuando  se  les  abrieran  las  puertas  de  la  cárcel,  se 
resuelve en una desilusión atroz, pues si ellos se han hecho con la expiación 
idóneos para ser reincorporados a la sociedad, esta se niega a admitirlos; y así, 
aun cuando parece que ha conseguido su fin, el proceso penal ha fracasado en 
su objetivo36. 
 
4.2   LEGISLACIÓN PARA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN COLOMBIA 
 
4.2.1 Evolución histórica. 
"La prisión no impide que los actos antisociales se produzcan; por el contrario, 
aumenta su número. No mejora a los que van a parar a ella. Refórmesela tanto 
como se quiera, siempre será una privación de libertad, un medio ficticio como el 
convento, que torna al prisionero cada vez menos propio para la vida en sociedad. 
No consigue lo que se propone. Mancha a la sociedad. Debe desaparecer”. 
 
Kropotkin 
 
Para nosotros resulta importante tener en cuenta la normatividad que nos rige en 
materia penal adolescente. Por lo tanto, consideramos pertinente hacer un breve 
recorrido histórico con el fin de establecer que en nuestro país si ha existido de 
alguna manera, legislación penal para niños, niñas y adolescentes. 
 
 
                                                          
36 CARNELUTTI, Francesco. Cómo se hace un proceso. Bogotá: Editorial Temis, 1989, p. 19. 
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Recordemos que todas las normas legales de carácter proteccionista, deben tener 
límites y estar seguidas de alternativas que busquen siempre excluir la violación 
de los derechos del menor infractor de la ley, o en su supuesto reducirla al 
máximo. 
 
4.2.1.1 La ley 105 de 1922 sobre colonias penales y agrícolas. Esta norma 
establecía que se debía aplicar a los que se conocian comunmente como “vagos”. 
Dice Huertas D. que: Mediante la Ley 105 de 1922 en el artículo 5º, se define el 
concepto, o lo que ha de entenderse por “vago”: 
 
Se entiende por vago para los fines de esta Ley a quien no posee bienes o rentas, 
o no ejerce profesión, arte u oficio, industria, ocupación lícita o algún otro medio 
legitimo conocido de subsistencia, y, además, su modo de vivir da fundamento 
bastante para estimarlo perjudicial a la sociedad, y que habiendo sido requerido 
por la autoridad competente hasta por dos veces, en el curso de un semestre, no 
cambie sus hábitos viciosos37. 
 
De otro lado, el artículo 15 de la precitada ley, hacía referencia a los niños, niñas 
y adolescentes vagos quienes también podían ser conducidos a dichas colonias, 
que  eran  en  ese  momento  instituciones  de  corrección  donde  ofrecían  sus 
servicios, un agrónomo, un médico, un capellán y algunos maestros que daban 
instrucción a los niños, niñas y adolescentes que fuesen o no  sancionados. 
 
4.2.1.2 La ley 15 de 1923 casas de niños, niñas y adolescentes y escuelas de 
trabajo. Es importante mirar retrospectivamente las circunstancias que han hecho 
posible que se revise la jurisprudencia en materia de niñez, entre las que cabe 
señalar la situación social de los niños, niñas y adolescentes infractores de la ley 
en Colombia a través de la historia. 
                                                          
37  HUERTAS DÍAS, Omar; LÓPEZ, Lynda Layda y Malaver, Carlos Mario. La colonia penal de 
oriente: Último rezago de positivismo jurídico penal. (En línea).: dialnet. Disponible en: 
http://dialnet.unirioja.es/servlet/fichero_articulo?codigo=3871221 
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No se puede negar que   en  nuestro país la situación  de  los  niños, niñas y 
adolescentes en todo sentido, no dista de ser un problema social de grandes 
magnitudes que requiere la intervención real, no de papel, por parte del Estado y 
la sociedad en general. Es así como la ley 15 de 1923 establece: 
 
Artículo 1° Se faculta a las asambleas departamentales para disponer, lo 
conveniente en el sentido de crear y sostener casas destinadas a la protección y 
corrección de varones niños, niñas y adolescentes, que serán dirigidas por 
pedagogos y organizadas hasta donde sea posible, de conformidad con lo que se 
practica en las escuelas de anormales europeas y norteamericanas. Dichas casa 
se denominaran: “Casas de Niños, niñas y adolescentes y Escuelas de Trabajo”. 
 
Artículo  3°  Serán  destinados  a  las  Casas  de  Niños,  niñas  y  adolescentes  y 
Escuelas de Trabajo: 
 
a.   Los niños, niñas y adolescentes condenados a presidio o reclusión. 
 
b.   Los niños, niñas y adolescentes condenados a prisión, arresto o trabajo en 
obras públicas. 
 
c.    Los niños, niñas y adolescentes recluidos por infracción de las disposiciones 
de Policía. 
 
d.    Los niños, niñas y adolescentes moralmente abandonados y que no tengan 
persona capaz que los reclame para su custodia y educación. 
 
e.   Los sindicados por delitos y por faltas de Policía. 
 
f.     Los concertados por voluntad de sus padres o tutores, y los que, por vía de 
amparo envíen las autoridades respectivas. 
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g.   Los que remitan los Juzgados de Niños, niñas y adolescentes donde exista 
esta institución. 
 
Parágrafo. Los  niños, niñas y adolescentes  concertados por voluntad  de  sus 
padres o tutores, que no sean pobres de solemnidad, deberán pagar pensión 
alimenticia, de acuerdo con el reglamento del instituto. 
 
h.    Los   niños,   niñas   y   adolescentes   detenidos   o   presos   por   delitos   o 
contravenciones de que conocen los Jueces ordinarios. 
 
Parágrafo. Los niños, niñas y adolescentes que ingresen en los establecimientos 
de que trata esta ley, se clasificaran, para su separación, no por la causa o motivo 
por que entraron, ni por la edad, sino por el resultado de las observaciones 
pedagógicas que se hagan en el instituto38. 
 
Ahora bien, para los efectos de esta norma, los  niños, niñas y adolescentes 
infractores eran catalogados teniendo en cuenta los resultados de las 
observaciones, y para nada se tenía en cuenta las causas del ingreso y mucho 
menos la edad. Su estadía allí dependía del juicio que emitiera el Consejo 
Disciplinario del establecimiento en el cual estaba recluido, y en el que se 
manifestara que el adolescente ya estaba en condiciones de vivir en la sociedad 
normalmente, porque ya estaba corregido. 
 
Como casi todo lo que ocurre en nuestro país por negligencia del Estado, de los 
políticos de turno y una verdadera voluntad política para solucionar este problema 
social, las casas ni las escuelas funcionaron porque las Asambleas 
Departamentales jamás las pusieron en práctica. 
                                                          
38 CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 15 de 1923. “Sobre casas de niños, niñas y adolescentes 
y escuelas de trabajo”. En: Diario Oficial N° 18765 y 18766 viernes 9 de febrero de 1923. 
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4.2.1.3 Decreto 1312 de 1923. Con este decreto se creó el Juzgado de menores 
de la ciudad de Medellín. 
 
4.2.1.4 Decreto 1428 de 1926. Con este decreto se instituyeron los juzgados de 
menores de Manizales y Bucaramanga. 
 
4.2.1.5  Ley  79  de  1926.  Para  esta  ley  los  menores  de  15  años  hombres  y 
mujeres, estaría amparados en los siguientes casos: ausencia de patria potestad, 
abandono, conductas depravadas del padre y su respectiva condena superior a 
cuatro años de presidio, maltrato, mendicidad, falta de educación y decisión del 
juez de niños, niñas y adolescentes para el resguardo del menor ante incapacidad 
económica familiar, entre otros. 
 
4.2.1.6 Ley 95 de 1936 (Código penal). La entrada en circulación de la presente 
ley, precisó la condición de inimputabilidad para el menor de dieciocho años (18), 
estableciendo que sus sanciones eran consideradas como sanciones a manera de 
libertad vigilada y la  reclusion  en escuela de trabajo. 
 
4.2.1.7 Decreto 1714 de 1936. Este decreto, reglamentó que en las ciudades 
departamentales habría un juzgado de menores con jurisdicción en el territorio 
correspondiente al respectivo Tribunal Superior. 
 
4.2.1.8 Ley 96 de 1938 (Expedición del Código de Procedimiento Penal). Este 
código en lo relacionado con los menores infractores, preveía en los términos 
esgrimidos en el Decreto 1714 de 1936 que los jueces de menores instituidos 
mediante dicha norma, debían conocer privadamente y en única instancia los 
procesos de los delitos cometidos por menores de dieciocho años y que por lo 
tanto, su detención preventiva debería cumplirse en una escuela de trabajo 
especial o en un reformatorio para menores. Además el encargado de impartir 
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justicia debía investigar todo lo relacionado con la vida familiar y social del menor 
infractor. 
 
4.2.1.9 Decreto 1374 de 1938. Con este decreto el gobierno atribuyó a los Jueces 
de Menores de la ciudad de Bogotá para conocer delitos y hechos cometidos por 
los menores infractores en los departamentos de Meta y Vaupés. 
 
4.2.1.10 Decreto 2402 de 1938. Este decreto se caracterizó porque estableció la 
creación de reformatorios para menores infractores de la ley, a la vez que prohibió 
su reclusión en establecimientos carcelarios propios para adultos. 
 
4.2.1.11 Ley 83 de 1946. Ley Orgánica para la Defensa del Niño. Se crea con el 
fin de conocer los hechos punibles y contravenciones cometidos por menores de 
dieciocho años; se fundó el Consejo Nacional de Protección Infantil, y para que se 
tomaran medidas de reeducación, se institucionaliza la libertad judicial para tomar 
medidas al respecto. Su objetivo era contemplar la temática global de todos los 
delitos cometidos por el menor, pero, como siempre ocurre en nuestro país, no se 
aplicó en estricto sentido.  
 
4.2.1.12 Decreto 2106 de 1954. Con la presente ley se va a fundar en nuestro 
país, el Departamento de Protección y Delincuencia Infantil, anexo al Ministerio de 
Justicia, quien se encargará de coordinar las políticas de la administración 
gubernamental en lo relacionado con la actuación de los jueces de menores, en lo 
concerniente a la Ley 83 de 1946. De igual manera, se pretendía unificar los 
programas de reeducación para menores infractores subordinados a protección, 
pero a la vez, vigilar las entidades encargadas de la educación y corrección de las 
conductas de los y las jóvenes. 
 
4.2.1.13 Decreto 0014 de 1955 – “Estatuto de Seguridad”. Estaba contemplado 
para   aquellas   personas   menores   que   el   gobierno   consideraba   de   alta 
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peligrosidad, debido a sus antecedentes, actividades, o forma de llevar su vida. 
Por lo tanto, a los jóvenes que tenían estas características y que fueran menores 
de quince años, dispuso que fueran conducidos a los juzgados de menores. En 
cambio, para los adultos, o personas mayores de esa edad, ordenó aplicarles las 
normas  previstas  en  el  presente  decreto.  En  ese  orden  de  ideas,  con  la 
expedición del decreto 1699 de 1964, consignó varios hechos denominados 
conductas antisociales, y con relación  a los mayores de 16 años, pero menores 
de 18 años, determinó que estarían cobijados por el procedimiento peligrosista, 
pero que debía ser aplicado por un juez de menores. 
 
4.2.1.14 Decreto 1818 de 1964. Con este decreto se va a instituir el Consejo 
Colombiano de Protección Social del Menor y de la Familia, con el fin de proteger 
en todo el país no solo al niño sino a toda la familia. De igual manera, consagró la 
edad de 12 años para la aplicación de la ley penal. Otros aspectos están 
registrados en el cuadro que se registra más adelante. 
 
4.2.1.15 La ley 75 de 1968. Con esta ley se va a modificar le Ley 83 de 1946. 
Estableció la edad penal en 16 años e instauró   el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar. 
 
4.2.1.16 La ley 7 de 1979. Con esta ley se estipula que los delitos cometidos por 
menores sean tratados de manera preventiva y por su puesto de la corrección de 
la conducta tendiente a buscar el bienestar del menor, así como a su rehabilitación 
y reincorporación a la vida social. 
 
4.2.1.17 Decreto - Ley 100 de 1980 - “Código Penal”. En esta ley se estableció 
que la inimputabilidad del menor infractor de la ley, es de 16 años. 
 
4.2.1.18 Decreto 0050 de 1987 (C.P.P.). Para asuntos de infracciones penales de 
menores de 18 años de edad, el presente Código estableció que el joven debería 
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permanecer al lado de sus padres, o de otra persona que quiera recibirlo bajo 
fianza, pero eso si, en un lugar seguro e independiente de las cárceles  comunes, 
ni ser conducido con esposas, amarrado o con malos tratos. 
 
En cuanto a la investigación, se deben buscar las razones que motivaron la 
violación de la ley penal, de igual manera, se debe tener presente su estado físico 
y psiquico, sus antecedentes, sus condiciones de vida, de su familia, sus 
actividades tanto escolares como sociales. 
 
Implanta  que  cada  juzgado  de  menores  debe  disponer  de  una  casa  de 
observación cuya finalidad no es corregir al menor sino estudiarlo, 
independientemente de los reformatorios. 
 
La audiencia en los juzgados era privada y las medidas que podían adoptarse 
eran las de absolución plena, libertad vigilada, amonestación y entrega del menor 
a una persona adulta para lograr su educación, internado en la escuela de trabajo, 
granja especial, e internado en reformatorio especial para menores por un tiempo 
indeterminado hasta cuando se logre su reeducación moral y social. 
 
4.2.1.19 Ley 56 de 1988. Al promulgarse esta ley que le concede facultades 
extraordinarias al señor Presidente de la República para que expida el Código del 
Menor y con base en esta misma ley el ejecutivo toma medidas para expedir  el 
Código del Menor de la época. 
 
4.2.1.20  Ley  599  de  2000.  Contiene  los  tipos  penales  en  particular  cuyos 
preceptos o supuestos de hecho son igualmente aplicables a los adolescentes 
infractores de la ley penal, aunque la consecuencia jurídica si debe ubicarse en el 
Código de Infancia y Adolescencia. 
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4.2.1.21 Ley 906 de 2004. Código de Procedimiento Penal que consagra la 
ritualidad para la investigación y juzgamiento tanto de adultos como de 
adolescentes, en estos últimos, siempre que no sea contrario al interés superior 
de los niños, niñas y adolescentes. 
 
4.3   SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL 
Ahora  bien,  el  Sistema  de  Responsabilidad  Penal  para  los  Adolescentes  en 
Colombia está desarrollado en el libro II, de la ley 1098 de 2006, y para la Corte 
Suprema de Justicia en el pronunciamiento en cita, nuestro sistema en materia de 
sanciones cumple con los citados estándares internacionales, y señaló que: 
 
La codificación en comento, acogiendo el principio de flexibilidad previsto en los 
instrumentos supranacionales, consagró una progresiva gama de medidas 
aplicables a los adolescentes a quienes se les ha declarado su responsabilidad 
penal, entre las que está concebida la privación de la libertad como recurso último 
y excepcional, únicamente para delitos considerados graves, por un lapso mínimo 
que el legislador, dentro de su libertad de configuración, consideró era 
consecuente con la necesidad de protección integral del menor infractor y de 
prevalencia de su interés superior39. 
 
El artículo 139 del Código de la Infancia y la Adolescencia, define el sistema a 
partir de sus elementos básicos (principios, normas, procedimientos, autoridades 
especializadas y entes administrativos que intervienen en delitos cometidos por 
personas entre 14 a 18 años de edad), el artículo 140 del Código de Infancia y 
Adolescencia establece la finalidad del sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes, destacando el principio pedagógico y el carácter específico y 
diferenciado, respecto del procesamiento de adultos, siguiendo el paradigma de la 
protección integral, pues aún cuando en la parte sustantiva es dependiente de las 
                                                          
39 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Sentencia del 7 de julio de 2010. 
Rad. Nº 33510. M.P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
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categorías definidas como delitos en el Código Penal (Ley 599 de 2000), 
atendiendo sus elementos (tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad); los institutos 
de la autoría y la participación; la tentativa, y las modalidades subjetivas del tipo 
(dolo, culpa, preterintención), etc., igualmente es autónomo respecto de la 
consecuencia jurídica, pues contempla una serie de medidas para sancionar al 
menor transgresor de naturaleza y contenido distinto de las establecidas para los 
mayores de edad, las cuales responden también a unos fines diversos, y tienen 
sus propios criterios de selección y dosificación. 
 
Así, el artículo 177 prevé como sanciones las siguientes: - La amonestación, 
definida en el artículo 182; la imposición de reglas de conducta, desarrollada en el 
artículo 183; la prestación de servicios a la comunidad, definida en el artículo 184; 
la libertad asistida, desarrollada en el artículo 185; la internación en medio semi- 
cerrado, que la define el artículo 186 y; la privación de la libertad en centro de 
atención especializado, definida en el artículo 187. Todas las cuales tienen 
expresamente señalada una finalidad protectora, educativa o pedagógica, y 
restaurativa, debiendo ser aplicadas con el apoyo de la familia del menor y la 
vigilancia de especialistas. 
 
Según la jurisprudencia en comento, la finalidad protectora de todas las sanciones 
apunta a alejar al menor transgresor y a prevenir a la sociedad de nuevas 
conductas delictivas por parte de éste; su carácter educativo o pedagógico está 
orientado a que asuma consciencia acerca del daño causado, y en función de ello 
adopte valores y principios que le permitan discernir la importancia del respeto por 
los derechos humanos y las libertades fundamentales; y el fin restaurativo, implica 
no solo que el adolescente, desde el punto de vista político social, adquiera 
sentido de responsabilidad con la reparación del perjuicio infligido a la víctima, 
sino también lograr su reincorporación a la sociedad para que consolide su 
desarrollo. 
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Que todo ello se sustenta en que como los niños, niñas y adolescentes, atendida 
esa etapa de la vida en que se encuentran, en la que aún no han afianzado su 
proceso de formación psíquico y emocional, son personas susceptibles de una 
intervención positiva mediante la cual se les brinde un conjunto de herramientas a 
través de las cuales aprendan a respetar los derechos de terceros, y a reconocer 
las normas que hacen posible la convivencia pacífica. 
 
En las conductas delictivas cometidas por los adolescentes, a diferencia de lo que 
ocurre con los adultos, el Juzgador tiene cierta discrecionalidad para seleccionar 
las sanciones, esos criterios están determinados en el artículo 179 de la Ley 1098 
de 2006, donde señala que para definir las sanciones se deberá tener en cuenta: 
 
1.   La naturaleza y gravedad de los hechos. 
 
2.    La proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y 
gravedad de los hechos, las circunstancias y necesidades del adolescente, y las 
necesidades de la sociedad. 
 
3.   La edad del adolescente. 
 
4.   La aceptación de cargos por el adolescente. 
 
5.   El incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez, y 
 
6.    El  incumplimiento  de las  sanciones.  Según  la  Corte  Suprema  en  el fallo 
referido, este precepto, interpretado de manera sistemática con los artículos 
177, 178 y 187 ibídem, en armonía con los principios consagrados en los 
Instrumentos Internacionales atrás referidos, permite las siguientes conclusiones 
acerca de la selección de la clase de sanción: 
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a. En principio, para adolescentes de catorce (14) años y niños, niñas y 
adolescentes de dieciocho (18), la privación de la libertad en un centro de atención 
especializada por un lapso de dos (2) a ocho (8) años, sólo procede respecto de 
delitos graves, categoría que en la Ley 1098 de 2006 está atribuida a las 
conductas de homicidio doloso, secuestro y extorsión, en todas sus modalidades, 
es decir, el legislador asignó esa clase de sanción y los respectivos márgenes de 
movilidad independientemente de si se trata conductas  tentadas  o  agotadas,  
agravadas  o  atenuadas,  cometidas  en calidad de autor, cómplice, interviniente, 
etc. 
 
b. Cuando se trate de delitos menos graves, categoría que corresponde a los 
sancionados en el Código  Penal con  pena  mínima  de  prisión que  sea o 
exceda de seis (6) años (atendidos los fundamentos reales modificadores de los 
extremos punitivos), la sanción por imponer igualmente será la privación de la 
libertad en un centro de atención especializada, pero por un período de uno (1) a 
cinco (5) años, y únicamente cuando el autor o partícipe de tales comportamientos 
tenga dieciséis (16) años cumplidos y sea menor de dieciocho (18). 
 
c.  En los demás eventos, es decir: (i) cuando se trate de delitos sancionados en 
el Código Penal con pena mínima de prisión que sea o exceda de seis (6) 
años (diferentes a los de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en cualquiera de 
sus modalidades), pero cometidos por adolescentes de catorce (14) años de edad 
cumplidos y niños, niñas y adolescentes de dieciséis (16), o (ii) respecto de 
comportamientos punibles reprimidos con una pena mínima de prisión inferior a 
seis (6) años (se reitera, atendidos los fundamentos reales modificadores de los 
extremos punitivos), sin importar la edad del adolescente infractor, no procede la 
privación de la libertad y el operador jurídico goza de discrecionalidad para 
seleccionar entre las demás previstas en el artículo 177, la o las que mejor 
convengan al caso concreto, con sujeción a los criterios fijados en el artículo 179 
de la Ley 1098 de 2006. 
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d. No obstante lo dispuesto acerca de la procedencia de la privación de la 
libertad respecto de los delitos enunciados en el artículo 187, inciso segundo, de 
la Ley 1098 de 2006, y dado que el principio rector (tanto en el ámbito interno 
como supranacional) es el carácter excepcional y de última ratio del 
confinamiento, el operador jurídico, con el fin de dotar de coherencia y unidad a 
todo el ordenamiento en materia represiva, atendidas las concretas circunstancias 
fácticas y jurídicas del caso, y con el fin de garantizar la protección integral del 
adolescente y su interés superior, cuando de acuerdo con las causales objetivas 
de modificación de la pena concurrentes el mínimo resulte ser inferior a seis (6) 
años, puede optar por una sanción diferente para el menor infractor, sin que ello 
se traduzca en desconocimiento del principio de estricta legalidad… 
 
A manera de ejemplo, debe señalarse que ese sería el proceder cuando se esté 
frente a un homicidio cometido por un adolescente con exceso en alguna de las 
causales de justificación, o en estado de ira o intenso dolor, o en circunstancias de 
marginalidad, ignorancia o pobreza extrema, etc., ya que en esos casos (sin 
descartar hipótesis análogas), tratándose de un adulto, la pena mínima no supera 
los treinta y cinco (35) meses de prisión y puede ser merecedor  de  la  
suspensión  condicional  de  la  ejecución  de  la  pena, resultando desigual e 
injusto que por acatamiento simple y llano del texto de la norma arriba citada, a 
aquél se le inflija privación de la libertad. 
 
e. Cualquiera sea la medida impuesta, en el curso de su ejecución, de acuerdo 
con las circunstancias individuales del menor transgresor y sus necesidades 
especiales, el juez puede modificarla o sustituirla por otra de las previstas en la 
legislación en cuestión teniendo en cuenta el principio de progresividad, esto 
es, por una menos restrictiva, y por el tiempo que considere pertinente, sin que 
pueda exceder los límites fijados en las respectivas disposiciones ni el lapso de 
ejecución que reste de la modificada o sustituida; cuando se trate de la privación 
de la libertad, el incumplimiento del adolescente infractor de los respectivos 
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compromisos, acarreará la satisfacción del resto de la sanción inicialmente 
asignada. 
 
f.  En  los  casos  en  que  el  menor  de  edad  incurra  en  un  concurso  de 
conductas punibles, no tiene cabida la regla de dosificación del artículo 31 de la 
Ley 599 de 2000, ya que la misma no encuentra correspondencia con la 
naturaleza   diferenciada   del   Sistema   de   Responsabilidad   Penal   para 
Adolescentes, y resulta contraria a las reglas de flexibilidad y progresividad 
consustanciales a ese modelo de tratamiento40. 
 
4.3.1   La edad de responsabilidad penal de adolescentes en América Latina.   A 
continuación se hace un análisis comparativo de las principales legislaciones post 
Convención Internacional sobre derechos del Niño en América Latina respecto a 
las edades en que se fija la responsabilidad penal de adolescentes. 
 
En la mayoría de Estados de América Latina se establece un sistema de 
responsabilidad penal con las siguientes características: 
 
a. Consideración  a  las  personas  cuya  edad  sea  inferior  a  18  años  
como imputables penalmente. Se les coloca fuera del sistema penal de adultos. A 
excepción de Bolivia que la fija en 16 años. 
 
b. El  margen  de  edad  entre  los  12  y  18  años,  en  algunas  
legislaciones expresamente denominados adolescentes, son sujetos a un sistema 
especial de responsabilidad penal. Nicaragua fija la edad mínima de 
responsabilidad en 13 años. 
 
                                                          
40 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1098 de 2006, Op. cit., Art. 179 
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c. En algunos Estados se establece un sistema en el cual se toma en 
cuenta la medida  sancionatoria  según  la  edad  (Grupos  etarios).  Casos  
específicos como el de Nicaragua, Costa Rica y Venezuela entre otros. 
 
d. A  la  persona menor de  12  años, en  algunas  legislaciones 
expresamente considerados niños, a diferencia de los adolescentes, están 
eximidos de todo tipo de responsabilidad (en algunos casos se mantiene la 
responsabilidad civil), y sólo son sujetos de medidas de protección. 
 
e. La Medida Privativa de Libertad se aplica en algunos casos a ciertas 
edades, o bajo la comisión de ciertos delitos. Considerándose en la mayoría  
de los casos como la última medida a aplicar. 
 
f. En  conclusión,  los  márgenes  de  edad  definidos  en  la  mayoría  de  
las legislaciones  de  América  Latina  son  coincidentes  y  definen  un  sistema 
especial de responsabilidad penal para adolescentes entre los 12 y 18 años de  
edad.  Considerando  imputable a  la persona  menor  de  18  años  y sin 
deducción de ningún tipo de responsabilidad penal a los niños, niñas y 
adolescentes de 12 años de edad. 
 
 
Estado Legislacion edad 
 
Bolivia 
Código del niño, niña y Adolescente. (Ley 2026) 
12 – 16 años (artículo 222) 
 
Brasil 
Estatuto del niño y del adolescente. (Ley 8069 julio de 1990) 12 
- 18 años 
 
Colombia 
Código de la Infancia y la Adolescencia 
(Ley 1098 de 2006) 14 - 18 años 
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Costa Rica 
Ley de Justicia Penal Juvenil 
(Ley 7576 marzo de 1996). 12 – 18 años 
 
Ecuador 
Código de Niños, Niñas y Adolescentes. (Ley 170-92 agosto 
de 1992) 12 – 18 años 
El Salvador Ley del Menor Infractor. (Decreto 863 junio de 1994) 12 -18 
años 
Honduras Código de la Niñez y la Adolescencia. (Decreto 73 – 96 Mayo 
de 1996) 12 – 18 años 
Nicaragua Código de la Niñez y la Adolescencia. (Ley 287 mayo 
de 1998) 13 – 18 años 
 
 
Perú 
Código de los Niños y los Adolescentes. (Decreto Ley 
26,102 diciembre de 1993). 12 – 18 años 
venezuela Ley Orgánica de Protección del Niño y Adolescente. (Ley 
5266 de abril de 2000) 12 – 18 años 
 
66 abril del 2000) 12 – 18 años. 
 
Fuente: INSTITUTO INTERAMERICANO DEL NIÑO ORGANIZACIONES DE 
ESTADOS AMERICANOS. La edad de responsabilidad penal de adolescentes en 
América Latina. Disponible en 
http://www.iin.oea.org/Edad%20de%20responsabilidad%20penal.pdf 
 
4.4   EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
En  el capítulo anterior habíamos mencionado  que  Colombia ha ratificado  los 
convenios  internacionales  contenidos  en  las  reglas de  Beijing,  cuya  esencia  
en cuanto al tratamiento del menor infractor se refiere, alude a las mínimas 
reglas que deben aplicarse cuando se trata de administrar justicia, con el fin de 
proteger los derechos humanos del niño. 
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En el módulo “Bloque de Constitucionalidad y Sistema de Responsabilidad Penal 
de Adolescentes” el profesor JUAN CARLOS ARIAS LOPEZ41, indicó que existen 
otros instrumentos supranacionales elaboradas en el seno de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) que aún cuando de manera directa no hacen parte 
del llamado Bloque de Constitucionalidad, sí se entienden incorporados a nuestro 
derecho interno, en la medida en que pueden ser considerados interpretaciones 
autorizadas de tratados de derechos humanos ratificados por Colombia (C.P. art. 
93), o expresiones consuetudinarias de derecho Internacional Humanitario (C.P. 
art.  214),  o  concreción  de  principios  generales  de  derecho  internacional 
aceptados por Colombia (C.P. art. 9), como por excelencia lo son las contenidas 
en  las  codificaciones  penales,  tanto  sustantivas  como  adjetivas;  ellos  son 
principalmente las siguientes recopilaciones: 
 
a. Las  Reglas  mínimas  para  la  administración  de  justicia  de  niños,  
niñas  y adolescentes, conocidas como ― Reglas de Beijing-, Resolución 
40/33 de 
1985. 
 
b.   Las Directrices para la prevención de la delincuencia juvenil, conocidas como 
― Directrices de RIAD-, Resolución 45/112 de 1989. 
 
c. Las Reglas mínimas sobre medidas no privativas de la libertad, 
conocidas como ― Reglas de Tokio-, Resolución 45/110 de 1990. 
 
d. Las Reglas mínimas para la protección de los niños, niñas y 
adolescentes privados de libertad, conocida como ― Reglas de la Habana-, 
Resolución 
45/113 de 1990, acerca de las cuales el Comité de Derechos de los Niños que es 
un organismo que opera por mandato de la CIDN, en su Observación General Nº 
                                                          
41 ARIAS LOPEZ, Op. cit., p. 31-34. 
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10 de 2007, precisó que uno de los objetivos del seguimiento a la aplicación de la 
respectiva Convención era promover la integración en una política nacional y 
amplia de justicia de niños, niñas y adolescentes de otras normas internacionales, 
en particular los cuatro instrumentos internacionales nombrados. 
 
Estos documentos, según el fallo 33510 de 2010 de la Honorable Corte Suprema 
de  Justicia42,  se  dijo  que  por  constituir  doctrina  autorizada  en  materia  de 
protección de derechos humanos o  expresiones consuetudinarias de  derecho 
internacional   humanitario,   no   solamente   pueden,   sino   que   deben   ser 
considerados pieza integral del Bloque de Constitucionalidad, en la medida en 
que  están  referidos  a  la  interpretación,  concreción  y  activación  de  principios 
generales y mandatos fundamentales explicitados en diferentes Tratados 
Internacionales ratificados por Colombia, siendo por lo tanto vinculantes en el 
ordenamiento interno según lo dispuesto en los artículos 44, 45, 93 y 94 de la 
Constitución Política, y deben ser acogidos en los casos de procesamiento de 
niños, niñas y adolescentes por violación de la ley penal. 
 
Según el fallo en mención, en las Reglas de Beijing, en su numeral 17, titulado 
 
―Principios rectores de la sentencia y la resolución, se consagran unas pautas de 
perentorio cumplimiento por las autoridades competentes al momento de adoptar 
una decisión final (sentencia) acerca del tratamiento jurídico que recibirá el menor 
transgresor, las cuales pueden resumirse como sigue: - Ordena una necesaria 
correspondencia entre la medida impuesta, las circunstancias y la gravedad del 
hecho, las condiciones y necesidades del menor y los requerimientos de la 
sociedad; prevé que las sanciones restrictivas de la libertad únicamente serán 
infligidas cuando hayan sido debidamente ponderadas, y por el mínimo lapso 
posible; la privación de la libertad personal sólo puede aplicarse cuando el menor 
haya incurrido en un delito grave y violento contra otra persona, o por reincidencia 
                                                          
42 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Sentencia del 7 de julio de 2010, Op. cit. 
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en otros ilícitos de igual naturaleza, y cuando no exista otra respuesta institucional 
apropiada;  la  autoridad  responsable  de  imponer  las  sanciones,  a  efecto  de 
adoptar una decisión en tal sentido, deberá atender como criterio orientador 
principal la promoción del interés superior del menor, velando por su protección 
integral, sin desconocer las particularidades de cada caso. 
 
Acerca de las medidas restrictivas o privativas de la libertad, la citada 
jurisprudencia hace énfasis en su carácter residual o de última ratio, respecto de 
niños, niñas y adolescentes transgresores de la ley penal, conforme así se 
desprende de las Reglas 18 y 19. En la primera, titulada ― Pluralidad de medidas 
resolutorias, dispone que ― para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de 
lo posible el confinamiento en establecimientos penitenciarios, la autoridad 
competente podrá adoptar una amplia diversidad de decisiones, y luego ofrece 
como ejemplo un listado de posibles alternativas, previendo la aplicación 
simultánea de algunas de ellas. En la segunda, bajo el rótulo ― Carácter 
excepcional del confinamiento en establecimientos penitenciarios, prevé: ―19.1. 
El   confinamiento   de   niños,   niñas   y   adolescentes   en   establecimientos 
penitenciarios se utilizará en todo momento como último recurso y por el más 
breve plazo posible. 
 
En las reglas 26 a 29 prevé una serie de enunciados dirigidos a sistematizar la 
forma en que debe dispensarse el tratamiento del menor infractor en centros 
especializados de reclusión, haciendo particular énfasis en los objetivos 
resocializadores, protectores y educativos de tal tratamiento y las garantías 
básicas que se deben observar en su ejecución, la aplicación de las Reglas 
Mínimas  de  las  Naciones  Unidas  para  el  Tratamiento  de  los  Reclusos,  la 
concesión frecuente y pronta de libertad condicional y la necesidad de establecer 
sistemas intermedios de protección que faciliten la transición de los niños, niñas y 
adolescentes delincuentes hacia la vida en sociedad. 
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En armonía con las disposiciones acabadas de mencionar, en Las Reglas de la 
Habana, se condensa una serie de pautas a considerar y hacer efectivas en todos 
los casos en que se adopte esa clase de sanción respecto de infracciones de la 
ley penal por niños, niñas y adolescentes de edad. Así, la Regla Nº 1 prevé dos 
principios tutelares de obligatoria observancia: de una parte, el relacionado con la 
protección integral y promoción del interés superior del menor, al establecer que 
el sistema de justicia de  niños, niñas y adolescentes  ― deberá  respetar los 
derechos  y  la  seguridad  de  los  niños,  niñas  y  adolescentes  y  fomentar  su 
bienestar físico y mental; y por otra, precisa que respecto de aquéllos ―  el 
encarcelamiento deberá usarse como último recurso. La Nº 2 dispone, en primer 
lugar, que toda privación de libertad de un menor transgresor debe llevarse a 
cabo acatando las pautas mínimas que constan en ese instrumento y en las 
Reglas de Beijing; en segundo término, insiste en que aquél únicamente puede 
ser  restringido  en  su  libertad  personal  de  manera  excepcional,  como  última 
opción, y por el menor tiempo posible, y en tercer término, faculta a la autoridad 
judicial para decidir sobre la duración de esta medida, manteniendo abierta la 
posibilidad de dejar al menor en libertad antes del término inicialmente fijado. La 
Regla Nº 11 de esta compilación define el concepto de privación de la libertad en 
los siguientes términos: “Por privación de libertad se entiende toda forma de 
detención o encarcelamiento, así como el internamiento en un establecimiento 
público o privado del que no se permita salir al menor por su propia voluntad, por 
orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública”. 
 
Por su parte, las Reglas 17 y 18 se refieren a los niños, niñas y adolescentes que 
han sido detenidos o puestos en detención a la espera de juicio, y consagran 
garantías  mínimas  de  obligatoria  observancia  en  esos  eventos,  como  la 
presunción de inocencia; el carácter residual y excepcional de la detención 
preventiva; la tramitación prioritaria y expedita de los procesos de niños, niñas y 
adolescentes sujetos a esa medida; la separación de los niños, niñas y 
adolescentes detenidos previamente, de aquellos que ya fueron declarados 
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culpables; el derecho de asistencia técnica y gratuita, cuando ello sea posible, y a 
comunicarse de manera regular con sus apoderados de manera privada y 
confidencial; el derecho  a  realizar, cuando sea  posible, labores de  estudio y 
trabajo voluntarias, sin que se pueda prolongar su detención por razones de 
estudio o de trabajo; y a recibir y conservar material de esparcimiento apropiado a 
su condición. 
 
El profesor LUIS FERNANDO DELGADO LLANO, dice: 
 
No basta con expedir una ley que resulte acorde con los derroteros de la CIDN y 
con los demás instrumentos internacionales que obligan a Colombia, en cuanto 
forman parte del bloque de constitucionalidad; es necesario evolucionar hacia una 
política pública de infancia y adolescencia, en la que no solo se comprometan a 
fondo  los  distintos  agentes,  instituciones  y  recursos  gubernamentales,  sino 
también las demás instancias que tiene que ver con la problemática de los niños, 
niñas y adolecentes especialmente aquellos que incurren en conductas tipificadas 
por el Código Penal, y por eso definen, en la misma ley, la responsabilidades de 
la  familia,  la  sociedad  y  el  estado,  desde  una  visión  holística  y  de  deberes 
sociales,  tendiente  a  generar  un  sistema  integral  de  infancia  y  adolescencia 
regido, entre otros, por el principio de corresponsabilidad43. 
 
Adviértase que a pesar de todo, de haber una amplia divulgación y promulgación 
de leyes a favor de los niños, niñas y adolescentes en nuestro país, y de los 
diferentes tratados internacionales acogidos y aprobados por Colombia, seguimos 
siendo un país, en donde los problemas socio-económicos, no permiten que haya 
una verdadera protección para los niños, niñas y adolescentes infractores de 
delitos graves, o dicho de otra manera, no se cumplen con estos deberes que son 
responsabilidad absoluta del Estado, y   además, se les impide ejercer sus 
derechos. 
                                                          
43 DELGADO LLANO, OP.cit., p. 24 – 25. 
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4.5 INTEGRACIÓN NORMATIVA SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL, 
TRATAMIENTO DEL MENOR EN EL CONTEXTO PENAL Y ROL DEL 
DEFENSOR DE FAMILIA. 
Teniendo en cuenta la integridad de este trabajo y vistos los diferentes alcances 
conceptuales recogidos, pertinente resulta precisar con base en precedentes 
jurisprudenciales de emisión  reciente, lo relacionado  con  la normatividad  que 
engrosa y determina el campo de derecho del “Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes”, además de hacer un miramiento objetivo del tratamiento y 
perfil como es tenido, el menor algunas veces dentro del enfoque actoral del 
Derecho Penal; igualmente, para precisar el rol o roles que cumple el defensor de 
familia, específicamente en el campo penal. 
 
Así las cosas, cuando se hace un detenimiento para establecer qué integra el 
Sistema de responsabilidad penal para adolescentes, es necesario indicar que su 
normatividad la constituye un gran bloque positivo, tanto de orden legal nacional 
como de perfil internacional.   En este sentido, la forma de actualización se ve 
alimentada  por  todo  un  seriado  normativo  que  en  definitiva,  constituye  un 
producto y resultado imbricado en diversas posturas de todo orden, que bien 
podrían calificarse de amplificadores complementarios. 
 
En este sentido, en la Sentencia de Casación Penal de 04 de marzo de 2009, 
Rad. 30645, con ponencia de la Magistrada María del Rosario González Muñoz, 
la Corte Suprema de Justicia, explicó: 
 
“Aun cuando el Congreso no diseñó un cuerpo normativo totalmente 
independiente para regular la investigación, juzgamiento, control de la 
sanción de adolescentes, así como lo relativo a la reparación del daño 
y el trámite cuando los niños, las niñas o los adolescentes son víctimas 
de  delitos, el Libro Segundo  de  la Ley 1098  de  2006  contiene un 
conjunto de disposiciones que permiten concluir que se trata de una 
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legislación especial a través de la cual el Estado colombiano se pone a 
tono con los tratados suscritos sobre la materia44. 
 
Ese  marco  regulatorio,  debe  decirse,  es  complementado  por  las 
normas de la Ley 906 de 2004, en razón de la expresa remisión 
consagrada en el artículo 144 del Código de la Infancia y la 
Adolescencia, con excepción de aquellas disposiciones “que sean 
contrarias al interés superior del adolescente”. 
 
Igualmente, es preciso acotar que de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 6º y 141 de la Ley 1098 de 2006, hacen parte integral del 
estatuto las normas contenidas en la Carta Política, los Tratados o 
Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados por 
Colombia, en especial la Convención sobre los Derechos  del Niño, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
noviembre de 1989 y aprobada mediante la Ley 12 de 1991. 
 
En este sentido, también habrá que tener en cuenta la Declaración de 
Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño, la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de 1948, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1966 y aprobado mediante la Ley 74 de 1968, el Pacto 
Internacional   de   Derechos   Económicos,   Sociales   y   Culturales, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1966 y 
aprobado por conducto de la Ley 74 de 1968 y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa 
Rica), suscrita en 1969 y aprobada en virtud de la Ley 16 de 1972. 
 
El listado, en materia penal, se completa con las Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Niños, niñas y 
adolescentes  (Reglas  de  Beijing),  las  Directrices  de  las  Naciones 
Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de 
Riad), adoptadas por la Asamblea General en Resolución 45/112 del 
14 de diciembre de 1990 y las Reglas de las Naciones Unidas para la 
Protección de los Niños, niñas y adolescentes Privados de la Libertad, 
adoptadas por la Asamblea General en Resolución 45/113, también el 
14 de diciembre de 1990”. 
 
La precisión anterior conlleva a entender entonces que el Derecho del Infante y 
Adolescente es un modo de derecho positivo con tendencia de 
internacionalización, en el entendido que por su articulación amplificadora, surge 
                                                          
44 Cfr. Sentencia C-740 del 23 de julio de 2008. 
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de obligatoria observación  y aplicabilidad un  conjunto de postulados bajo los 
cuales debe guiarse la dinámica del sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes, entre ellos, la garantía reforzada de los derechos fundamentales 
(integridad personal, dignidad, igualdad, intimidad, debido proceso, derecho de 
defensa, legalidad, favorabilidad, presunción de inocencia, libertad, protección, 
educación, etc.), la necesaria determinación de los rangos de edad de los niños, 
niñas y adolescentes, el trato diferenciado con los adultos y la naturaleza 
eminentemente pedagógica de la actuación procesal y la sanción, respecto de lo 
cual las autoridades señaladas en el artículo 163 de la Ley 1098 de 2006 son las 
llamadas a garantizar, en cada caso, tales principios. 
 
Ahora bien, en relación con lo anterior, surge otro postulado que viene a regular la 
actividad de los distintos funcionarios, pues, en caso de enfrentar conflictos 
normativos, deben “privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los 
principios  de  la  protección  integral,  así  como  los  pedagógicos,  específicos  y 
diferenciados que rigen este sistema, precepto de proceder que lo recoge 
puntualmente el artículo 140 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 
 
Deviene como primera conclusión, que la Ley 906 de 2004 o ley de proceder 
penal, hoy imperante en Colombia, no puede aplicarse a los adolescentes con 
independencia, esto es, sin observar el bloque normativo líneas supra indicado y 
los postulados antes mencionados. 
 
Amén  de  que  el  “menor”  como  sujeto  de  protección  especial,  recibe  un 
tratamiento del mismo tenor frente a la norma penal y cuenta además, con la 
presencia del defensor de familia, quien deberá estar presente en “todas” las 
actuaciones que se surtan en las distintas etapas del proceso con el propósito de 
acompañar al adolescente y verificar que se le estén garantizando sus derechos. 
Sumándose a lo anterior, que en manos del juez queda una herramienta de grado 
riguroso, y es que el “Principio de publicidad” es cobijo especial del menor, lo que 
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de  alguna  manera  rompe,  la  dimensión  pública  y  abierta  que  caracteriza  el 
sistema penal acusatorio, pues en el caso del adolescente, exige un tratamiento 
distinto. 
 
Ahora bien, si hay uniformidad de criterio que el sistema de responsabilidad penal 
para adolescentes, lo constituye un grueso de normas positivas, hay necesidad de 
indagar la forma cómo debe ser considerado ante la ley el adolescente y cómo se 
le debe tratar ante la sociedad en cuanto a su valor de individuo proyectado frente 
a la sociedad. 
 
En este caso, bien vale empezar por el principio: 
 
En efecto, la ley penal, frente a la comisión del hecho con características 
delictuales, distingue entre el actor imputable y el autor inimputable, aspecto que 
se extiende igualmente a la sanción que podría generarse según la misma 
obviamente, que la examinación de los modos de estructura del delito resultan 
distintos. 
 
Así por ejemplo, el artículo 9º del Código Penal, habla que la estructura delictual 
para imputable conlleva a la verificación de los elementos de tipicidad, 
antijuridicidad y culpabilidad; en cambio, para el inimputable, se revisa la tipicidad, 
la antijuridicidad y se prevé que no se presente o concurra causales de ausencia 
de responsabilidad. 
 
Pues bien, para seguir ahondando en tal perspectiva, vale recordar que la 
imputabilidad es la capacidad que tiene un sujeto para ser sancionado por la leyes 
penales, está condicionada por la madurez y salud mentales y es considerada por 
algunos teóricos como un presupuesto de la culpabilidad, nos dice que para que 
un sujeto sea considerado capaz de cometer un delito es necesario que sea 
imputable. 
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De manera que, frente a la categoría de inimputabilidad el adolescente es 
considerado, por el legislador penal como un “incapaz especial”. Empero a tal 
situación, la discusión de derecho ha abierto la puerta a considerar, cómo debe 
tenerse a un actor menor (niño o adolescente) cuando concurre como agente 
activo de una conducta penal. 
 
En  efecto, frente a  este  miramiento, la Sala Penal de  Casación  de  la Corte 
Suprema de Justicia, mediante la Sentencia de revisión de 29 de junio de 2012, 
Rad. 35681, MP. Julio Enrique Socha Salamanca, indagó sobre el particular, 
presentando una extensa recapitulación del criterio legal y de normas 
internacionales  como  se  considera  el  menor  en  estos  casos,  viéndosele, 
siguiendo un método de concreción necesaria, que en los inicios la discusión lo 
tenía como un indiscutido inimputable, ahora el criterio fijado en Colombia, 
determinó que a partir de los 14 años los niños, niñas y adolescentes responden 
ante la ley penal como imputables, lógicamente siguiendo la teoría de la 
imputabilidad diferenciada o especial. 
 
Ahora bien, la examinación de la forma cómo debe tratarse al menor  en su 
proyección de individuo infractor de la ley penal, frente al contexto social conlleva 
a examinar en in tenso, el principio de publicidad, enunciado brevemente líneas 
atrás, para lo cual nada más oportuno que citar las consideraciones de la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, cuando desarrollando el tema, 
advierte: 
… 
“En relación con el punto concreto del principio de publicidad, el artículo 
18 de la Ley 906 de 2004 señala que “La actuación procesal será 
pública”, pero a  su  vez modula  su  aplicación,  entre  otros  eventos, 
cuando el Juez considere que se “exponga a un daño psicológico a los 
niños, niñas y adolescentes de edad que deban intervenir”. 
 
Por su parte el Código de la Infancia y la Adolescencia, en su artículo 
147 dispone que “Las audiencias que se surtan en el proceso de 
responsabilidad penal para adolescentes, ante los jueces de control de 
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garantías y ante los jueces de conocimiento, serán cerradas al público 
si el juez considera que la publicidad del procedimiento expone a un 
daño psicológico al niño, niña o adolescente. Cuando así lo disponga, 
en ellas solamente podrán intervenir los sujetos procesales”. 
 
De lo anterior se extrae que es en manos del juez que queda la decisión de 
restringir y limitar el principio de publicidad, como evento protector de la integridad 
del adolescente, postura que ha convalidado y hecho suya la misma Corte 
Constitucional en pronunciamientos relacionados. 
 
De otro lado, si se revisa el catálogo de los delitos o Ley 599 de 2000, se podrá 
constatar que el adolescente, frente a los mismos no recibe el mismo tratamiento 
ante la ley habida cuenta que por ejemplo en los delitos sexuales donde el menor 
es sujeto pasivo, la ley le ha categorizado a partir de una presunción de derecho 
que éste, hasta el límite de los 14 años, es objeto de protección absoluta, dado 
que se le considera un ser vulnerable. 
 
Por esa condición de vulnerabilidad es mandato al Estado, proteger a los más 
débiles, tal como se desprende de los artículos 13 inciso 3º, 44 incisos 1º y 2º, y 
45 de la Norma Superior45: 
“La Constitución de 1991 significó un cambio sustancial en la 
concepción que tenía el sistema jurídico sobre los niños. De ser sujetos 
incapaces con derechos restringidos y hondas limitaciones para poder 
ejercerlos pasaron a ser concebidos como personas libres y autónomas 
con plenitud de derechos, que de acuerdo con su edad y su madurez 
pueden decidir sobre su propia vida y asumir responsabilidades. La 
condición de debilidad o vulnerabilidad en la que los niños, niñas y 
adolescentes se encuentran, la cual van abandonando a medida que 
crecen, ya no se entiende como razón para restringir sus derechos y su 
capacidad  para  ejercerlos.  Ahora  es  la  razón  por  la  cual  se  les 
                                                          
45 18 Artículo 13-. […] / El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o 
maltratos que contra ellas se cometan. Artículo 44-. […] Serán protegidos [los niños] contra toda forma de 
[…] abuso sexual. Gozarán [los niños] de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y 
en los tratados internacionales ratificados por Colombia. / La familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y de proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno 
de sus derechos. Artículo 45-. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral. 
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considera ‘sujetos de protección especial’ constitucional. Es decir, la 
condición en la que se encuentra un menor no es razón para limitar sus 
derechos sino para protegerlo46” (destacado en el texto original). 
 
2.1.5. Esta visión del menor como sujeto de derechos y obligaciones, 
pero también como titular de un especial tipo de amparo, y sobre todo 
cuando de abusos de índole sexual concierne, se compagina con los 
instrumentos internacionales de derechos humanos consagrados en la 
materia, no sólo de los que en un sentido estricto forman parte del 
bloque de constitucionalidad47, sino de aquellos que, sin serlo, aluden a 
criterios autorizados para interpretar el alcance de la legislación emitida 
en cada ordenamiento jurídico interno. 
 
Por ejemplo, la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1989 y aprobada en nuestro país por la Ley 12 de 1991, señala el 
deber para los miembros firmantes del tratado de garantizarle al menor 
“que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de 
expresar su opinión libremente en todos los asuntos48”. Así mismo, 
respetarle “la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión49”, a 
la vez que la “libertad de asociación y […] la libertad de celebrar 
reuniones pacíficas50”. Y prescribe que de ninguna manera “será objeto 
de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicilio o correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y 
reputación51”. 
 
Ahora, si se revisa el revés de la situación, por ejemplo, cuando se trata de un 
menor de edad el sujeto activo de la conducta penal, sin ir demasiado lejos, 
tendríamos que aceptar que, se sigue el criterio de la inimputabilidad diferenciada 
o especial y como tal se le dará un trato distinto en relación con el adulto, esto 
debido a la minoría de edad, lo que lleva a que se imponga entonces, medidas no 
asimilable al tradicional concepto de pena, sino alternativas para reintegrarlo a la 
sociedad. 
                                                          
46 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-507 de 2004. M.P. Manuel Jose Cepeda Espinosa. 
47 GOMEZ, Francisco. Constitución Política. Editorial Leyer. Bogotá. 2014. p. 73 
48 ONU.   Convención  sobre   los   Derechos   del   Niño.   (En   línea).:   CRC.   Disponible   en: 
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm 
49 ibídem. Numeral 1 del artículo 14 
50 ibídem. Numeral 1 del artículo 15 
51 ibídem. Numeral 1 del artículo 16 
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Resulta importante señalar que en la práctica judicial, como medios de resolución 
del hecho, se observan las Reglas Mínimas para la Administración de la Justicia 
de Niños, niñas y adolescentes (o Reglas de Pekín), adoptadas por la Asamblea 
General de la ONU el 28 de noviembre de 1985 mediante resolución 40/33, 
señalan que el comienzo de la responsabilidad penal para los niños, niñas y 
adolescentes “no deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta 
de las circunstancias que acompañan la madurez emocional, mental e intelectual”. 
 
De otro lado, la Ley 1098 de 2006, o Código de la Infancia y la Adolescencia, que 
regula  el  sistema  de  responsabilidad  jurídico  penal  para  adolescentes,  lo 
considera aplicable para quienes “tengan entre catorce y dieciocho años al 
momento de cometer el hecho punible” (36 Artículo 139 del Código de la Infancia 
y la Adolescencia), por lo que “los niños y niñas menores de catorce años no 
serán juzgadas ni declaradas responsables penalmente, privadas de la libertad, 
bajo denuncia o sindicación de haber cometido una conducta punible”. 
 
A punto de concluir, si el Derecho penal del infante y adolescente tiene un corte 
de amplificación especial, amén de que el “menor” como actor pasivo o activo es 
cobijado por el precepto de la imputabilidad diferenciada, oportuno es agregar 
que, cuenta dentro del sistema de funcionalidad, con un funcionario que en 
momento  determinado  puede  representarlo,  siendo  entonces  el  defensor  de 
familia un alfil importante en la dialéctica tanto de disuasión de pruebas como en 
su calidad de interviniente en las diferentes sesiones que constituyen el itinerario 
procesal. 
 
En esta ruta, entonces, el rol del defensor de familia, ha sido tema de estudio en 
diferentes sentencias de casación, siendo importantes señalar las Sentencias de 
Casación Penal del 04 de marzo de 2009, Rad. 30645 (MP. María del Rosario 
González de Lemos) y del 17 de 0ctubre de 2012, Rad. 39564 (MP. Fernando 
Alberto Castro Caballero), que siguiendo un criterio de unidad, explican a 
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necesaria lección el fin y teleología del defensor de familia en el contexto penal 
cuando representa al menor. 
 
En este sentido, la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal dijo: 
 
“…el rol del defensor de familia para estos específicos términos, esto 
es,  la  intervención  en  el  proceso  penal,  es  residual,  de  donde  no 
pueden   actuar   simultáneamente   los   representantes   del   menor, 
llámense padres o familiares, o el apoderado de víctimas, con el 
defensor de familia, toda vez que sería admitir la actuación de dos 
intervinientes especiales con idéntica pretensión, con las mismas 
facultades que la Ley 906 de 2004 les otorga y ejerciendo el mismo rol 
que debe ser asumido por uno sólo de ellos, ya sea representantes 
legales directamente o a través de apoderado o por el defensor de 
familia, en orden a defender los derechos del menor víctima. 
 
Así las cosas, el defensor de familia asumirá el papel de representante 
del menor en el proceso penal con todas las facultades que la Ley 
Procesal Penal otorga a las víctimas y su apoderado quienes reciben el 
calificativo de interviniente especial, a falta de parientes o de abogado 
de víctimas, rol que ejercerá con apego a los estrictos lineamientos que 
ha fijado la Corte Constitucional, concretamente la Sentencia C 209 de 
2007 y la línea jurisprudencial marcada por la Sala de Casación de la 
Corte  Suprema  de  Justicia  que  se  ha  desarrollado  respetando  el 
anterior precedente de constitucionalidad. De lo contrario la actuación 
de la defensoría de familia con ocasión de los procesos penales que se 
adelanten cuando la víctima es un niño, niña o adolescente, se limitará 
a una mera labor de verificación y recaudo de información con el fin de 
estar atenta a desplegar cualquier medida de protección que como 
autoridad administrativa está en el deber de prestar a estos sujetos de 
especial protección. 
 
Aceptar que por el hecho de que la víctima del delito sea un menor de 
edad, es posible que una autoridad cuya naturaleza es esencialmente 
administrativa, entre a actuar en el proceso penal de forma principal, 
cuando  ya  existe  en el  proceso  quien  represente  los  intereses  del 
menor en su calidad de víctima, es abrir la puerta a otro tipo de 
procedimiento distinto al fijado por el legislador del 2004, una de cuyas 
principales características es garantizar la existencia de equilibrio entre 
el acusado y el acusador, quienes son los únicos que pueden recibir el 
calificativo de parte. Dicho equilibrio obviamente se rompería si además 
del  representante  de  la  víctima  (parientes  del  menor)  o  de  su 
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apoderado se permite que otra autoridad actúe en esa misma condición 
de interviniente especial, persiguiendo el mismo propósito de otro de 
los intervinientes. 
 
Es oportuno precisar que en este tipo de procesos, es indispensable 
para la validez del trámite que el menor cuente con representación para 
la defensa de sus derechos, la cual será asumida, ya sea por sus 
padres o familiares que podrán designar un abogado, o a falto de éstos 
por el defensor de familia para quien tal deber surgirá obligatorio, 
únicamente en el caso de que los parientes se encuentren ausentes, lo 
que no puede equipararse a que en representación de la víctima menor 
de edad deben actuar dos intervinientes, pues de lo contrario se 
desconocería la estructura del proceso que desde la Constitución, 
artículo 250 superior, fija la Ley 906 de 2004, tanto para el sistema de 
responsabilidad para adultos como para el de  adolescentes y para 
aquellos casos en los que la víctima es un menor de edad”. 
 
Deviene a síntesis que, el Defensor de familia tiene dentro del proceso penal 
reglado por la Ley 906 de 2004, carácter de interviniente especial, y su presencia 
es eventualmente alternativo, y funge dentro del mismo como garantizador de los 
derechos fundamentales del menor cuando se trata de víctimas o sujetos pasivos 
de la conducta punible. 
 
Ahora, cuando el adolescente es el sujeto activo de la conducta, el Defensor de 
Familia es una autoridad de protección, pero su presencia es necesaria en todas 
las etapas del proceso, así lo dispone el artículo 146 del Código de Infancia y 
Adolescencia, al consagrar que: “En todas las actuaciones del proceso y en las 
etapas de indagación, investigación y del juicio, el adolescente deberá estar 
acompañado por el Defensor de Familia, quien verificará la garantía de los 
derechos del adolescente”. 
 
En el artículo 163-8 se reitera esa obligación y agrega que también puede tomar 
medidas ‘para su restablecimiento’, en el parágrafo primero del artículo 177 se le 
impone el deber de asegurar que en cumplimiento de cualquiera de las sanciones 
previstas por la citada ley, el adolescente esté vinculado a un sistema educativo y, 
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finalmente, en el artículo 189 se indica que en caso de ser declarado responsable 
el adolescente, allegará un estudio en el cual por lo menos contenga la situación 
familiar, económica, social, psicológica y cultural del adolescente y cualquier otra 
materia que a juicio del funcionario sea de relevancia para la imposición de la 
sanción. 
 
De acuerdo con los artículos mencionados, la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia señaló en la Sentencia de Casación del 4 de marzo de 2009, Radicado 
N° 30645 que: 
 
“De lo anterior se sigue que el defensor de familia, en relación con el 
adolescente sometido al sistema de responsabilidad penal, tiene unas 
funciones   especiales   y,   por   lo   tanto,   debe   catalogarse   como 
interviniente  bajo  las  precisas  facultades  conferidas  en  el  Libro 
Segundo del Código de la Infancia y la Adolescencia. 
 
Obviamente, ello en manera alguna lo limita para ejercer las funciones 
administrativas que con independencia del sistema de responsabilidad 
penal le compete desarrollar respecto del adolescente imputado, 
conforme al artículo 52 de la Ley 1098 de 2006. 
 
Así las cosas, en todo momento el defensor de familia debe conservar 
sus  funciones  de  (i)  prevención,  (ii)  protección,  (iii)  garantía  de 
derechos y (iv) restablecimiento de los mismos, aún en el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes. 
 
Queda entendido que si dentro de esas precisas facultades debe hacer 
peticiones al Juez, ellas deberán tener directa relación con las 
facultades antes señaladas, en aras de consultar el interés superior del 
adolescente y de preservar los roles que deben cumplir cada una de 
las demás partes e intervinientes”. 
 
Por ello, el doctrinante PEDRO ALFONSO PABÓN PARRA52, en cuanto al rol del 
Defensor de Familia, señala que podría ser ubicado como sujeto de protección, 
aclarando que su capacidad procesal está absolutamente limitada, tanto frente a 
                                                          
52 PABÓN PARRA, Pedro Alfonso. Comentarios al Nuevo Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes. Bogotá. Ediciones Doctrina y Ley Ltda. 2007, p. 289-292. 
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derechos como a la postulación o la impugnación, como frente a cualquier 
posibilidad de capacidad o potencia de decisión, y por esa razón encuadra su 
actividad  en  la  verificación  de  los  derechos  del  adolescente,  tales  como  la 
protección integral, el interés superior y la prevalencia de los derechos. 
 
5. EL AUMENTO DE SANCIONES AL ADOLESCENTE INFRACTOR Y SU 
CONTROVERSIA CON EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
 
5.1   INTRODUCCIÓN 
El castigo, tenderá, pues, a convertirse en la parte más oculta del proceso penal. 
La cual lleva consigo varias consecuencias: la de que abandona el dominio de la 
percepción casi cotidiana, para entrar en la  conciencia abstracta;  se pide su 
eficacia a su fatalidad, no a su intensidad visible; es la certidumbre de ser 
castigado, y no ya el teatro abominable, lo que debe apartar del crimen; la 
mecánica ejemplar del castigo cambia sus esperanzas53. 
 
Las disposiciones legales de protección de los niños, niñas y adolescentes 
infractores   deben   tener   límites   y   estar   acompañadas   de   alternativas   de 
prevención, educación y oportunidades, tendientes a evitar la violación de los 
derechos de los jóvenes adolescentes o al menos, tratar de reducirlas al máximo. 
Por lo tanto la responsabilidad que debe asumir el gobierno y la sociedad en 
general debe ser la de hacer efectivos los principios que rigen a nivel nacional e 
internacional los derechos de los niños, niñas y adolescentes, con la convicción 
de que la situación de los mismos en nuestro país no se reduce a tratar de 
“mejorar su calidad de vida”, sino a dar soluciones de fondo que conduzcan 
efectivamente al fundamento de una verdadera justicia social. 
 
                                                          
53 FOUCAULT, Michel. Vigilar y castigar. Madrid: Editorial Siglo XXI, 2000. 
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Nosotros, encontramos, entonces, que no deben existir excusas, ni justificaciones 
para poner en práctica las políticas necesarias que lleven a solucionar los 
problemas más sentidos de la infancia, la niñez y la  adolescencia y garantizar la 
seguridad de sus derechos, tal y como están contemplados en la Constitución 
Política de 1991 y el Bloque de Constitucionalidad en su conjunto. 
 
Es así como las Naciones Unidas, en el foro sobre el Menor Infractor llevado a 
cabo en Medellín, el 12 de Noviembre de 2004, en la ponencia Justicia Juvenil: 
retos y perspectivas a nivel internacional manifiestan al respecto que: 
 
La doctrina de la protección integral, que viene inspirando las reformas a los 
sistemas de justicia juvenil en todo el mundo desde el año 1989, y que es el 
modelo adoptado por la Convención sobre los Derechos del Niño, se caracteriza 
por poner un equilibrio entre lo judicial y lo educativo, brindándole a los 
adolescentes las mismas garantías procesales que los adultos (y otras tantas 
más), pero con la necesaria orientación educativa y pedagógica en respuesta de 
la infracción cometida por el adolescente. El modelo preconiza la responsabilidad 
del adolescente por los actos que cometa que constituyan delitos. Empero esta 
responsabilidad debe ser coherente con su especial situación de persona en 
formación, para no perjudicar su desarrollo54. 
 
Ahora bien, el tema de la edad penal y del menor infractor de la ley, ha sido de 
polémica constante y sobre el mismo asunto se han planteado posiciones  desde 
ángulos de sectores diferentes. Somos conscientes que las discusiones que se 
hacen en determinados momentos históricos obedecen a factores delincuenciales 
juveniles, que agudizan las crisis sociales en nuestro país y más aún cuando se 
trata de niños, niñas y adolescentes. 
 
                                                          
54 NACIONES UNIDAS. Hacia un nuevo paradigma: miradas interdisciplinarias sobre modelos y 
metodologías. Sobro  sobre  el  menor  infractor. Medellín: Unidas  contra  la  Droga  y  el  Delito “UNODC”, 
2004, p. 1. 
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Fue así como el senador Efraín Cepeda Sarabia, presentó en su momento, un 
proyecto de ley tendiente a mostrar que: “los niños, niñas y adolescentes ya no 
serían  responsables  penalmente  a  partir  de  los  dieciocho  años,  sino  a  los 
dieciséis años”55.  
 
La iniciativa que comenzó a debatirse en la Comisión Primera de la Cámara alta, 
buscaba reformar los códigos penal y de procedimiento penal, en todo lo 
relacionado con los delitos que implicaban a los niños, niñas y adolescentes de 
edad como sujetos activos. Al respecto, La Gaceta del Congreso, en una de sus 
partes motivas reza: “El proyecto refleja que el país continúa desbordado por las 
reformas y una ausencia total de sólidas políticas criminales al punto que se 
preguntan varios senadores si con enviar a los niños a las prisiones que son 
lugares tétricos, la inseguridad y la impunidad se acabarían”56. 
 
Las razones para tal proyecto, según su ponente, serían el aumento de la 
delincuencia juvenil. No se menciona la posición de los derechos de niños, niñas y 
adolescentes  frente  a  la  imputabilidad  penal,  ni  los  conceptos  psicológicos 
relativos al tratamiento especial para quien no ha superado la edad volitiva. Se 
invocan fenómenos de violencia, estadísticas de criminalidad juvenil, desarrollo 
biopsíquico del menor. 
 
Por  su  parte,  el  partido  verde,  presentó  un  proyecto  ante  el  Congreso  para 
acabar, según ellos, “con la poca efectividad a la hora de aplicar sanciones a 
los niños, niñas y adolescentes de entre 14 y 18 años”. Así lo tituló el Diario el 
Espectador: “Adolescentes delincuentes pagarían con cárcel sus delitos”, al 
señalar: 
 
                                                          
55 REPÚBLICA DE COLOMBIA. Gaceta del Congreso. Senado y Cámara año V. No 488. (En línea).: unal. 
Disponible en http://www.ori.unal.edu.co/uploads/media/2011_078.pdf 
56 Ibíd., No 260. 
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(…)La idea es hacer un sustancial cambio a la Ley de Infancia y Adolescencia. 
(…)Según ella, la necesidad es crear y ponderar las sanciones para los infractores 
de la ley penal para que los adolescentes dejen de salir a los 21 años de los 
actuales centros de rehabilitación.(….) Los cuatro delitos que contempla el 
proyecto que deben ser objeto de la aplicación de las sanciones son: abuso 
sexual, homicidio, secuestro y lesiones personales agravadas57. 
 
De otro lado, Jorge Escobar Hernández Director – Regional Bogotá Corporación 
Viva la Ciudadanía, explicó para la prensa bajo el siguiente titular: “Más castigo y 
menos  garantía  de  derechos  para  los adolescentes y  jóvenes.  Lunes  11  de 
octubre de 2010,”  lo siguiente: 
 
 Lo que dice el proyecto de ley. De los 10 artículos que integran el 
proyecto de referencia, en dos de ellos se expresa claramente el espíritu de la 
iniciativa legislativa, a saber: 
 
“Articulo 8. Incorpórese el artículo 187A a la Ley 1098 de 2006 que 
dirá: ARTICULO 187A- LA PRIVACION DE LA LIBERTAD EN 
ESTABLECIMIENTO CARCELARIO PARA ADOLESCENTES. En los 
casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y niños, niñas 
y adolescentes de dieciocho (18) años sean hallados responsables de 
los delitos de que trata el parágrafo primero del artículo 148 de este 
código58, la privación de la libertad será en establecimiento carcelario 
para adolescentes y tendrá una duración de cinco (5) hasta quince (15) 
años. Si estos delitos son cometidos contra niños o niñas niños, niñas y 
adolescentes de catorce (14) años, la sanción podrá ser aumentada 
hasta en una tercera parte. 
 
Si estando vigente la sanción de privación de la libertad el adolescente 
cumpliere los dieciocho (18) años, este deberá continuar el 
cumplimiento de la sanción separado de los menores de dieciocho (18) 
                                                          
57 EL ESPECTADOR.COM. Adolescentes delincuentes pagarían con cárcel sus delitos. (En línea).:  
comunican.com.  Disponible  en:     http://www.elespectador.com/noticias/politica/articulo- 
221959-adolescentes-delincuentes-pagarian-carcel-sus-delitos 
58   Los delitos a que hace referencia el parágrafo primero en mención, son: homicidio doloso, secuestro,  
delitos  agravados  contra  la  libertad,  integridad  y  formación,  sexuales,  extorsión, lesiones personales 
agravadas y hurto calificado. 
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años.  Los adolescentes tendrán  una    atención    diferencial    entre 
los adolescentes  menores  de  dieciocho  (18)  años  y  aquellos  que 
alcanzaron su mayoría de edad. Esta atención deberá incluir su 
separación física al interior del establecimiento carcelario Proyecto de 
Ley 153 del 2010. “Por medio del cual se modifica el Libro segundo, 
Título 1, del Código de Infancia y Adolescencia - Ley 1098 de 2006 y se 
dictan otras disposiciones59. 
 
Según la ponente del proyecto después de 15 años ó 20 años de estar privado de 
la libertad un joven, podrá convertirse en un ciudadano de bien para la sociedad, 
cuestión que está lejos de cumplirse ya que no existe una relación proporcional 
entre el incremento del castigo y la conducta adaptativa, más aun si tenemos en 
cuenta los recientes estudios60, sobre los resultados de la aplicación del Código 
de Infancia y Adolescencia al cumplirse cerca de seis años de su expedición, que 
señalan  las  fallas  protuberantes  en  la  aplicación  del  Código  en  materia  de 
recursos  técnicos  y  económicos,  formación,  coordinación  institucional,  etc. 
Además de lo anterior, la Senadora no se pregunta por la procedencia de los 
jóvenes que cometen estos delitos6161, tampoco por las causas que están 
determinando la expresión de estas conductas y mucho menos por la 
responsabilidad   del   Estado   en   esta   materia,   sólo   le   interesa   aplicar 
“sanciones ejemplares”, que supuestamente garantizan la no repetición del delito. 
 
Con lo anterior, la sed de justicia de la ponente del proyecto no queda satisfecha y 
requiere que los padres también sean privados de la libertad como se refleja en el 
contenido del siguiente artículo: 
 
ARTICULO TRANSITORIO: El Gobierno Nacional dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la expedición de esta Ley, tramitará ante el 
                                                          
59 ESCOBAR HERNÁNDEZ, Jorge. Más castigo y menos garantía de derechos para los adolescentes y 
jóvenes. (En línea).: CIVIS. Disponible en: http://civis.se/Mas-castigo-y-menos- garantia-de 
60 GÓMEZ, María Eugenia y LINARES, Beatriz. Informe de evaluación del Código de Infancia y 
Adolescencia. Alianza por la Niñez Colombiana. Bogotá, 2010. 
61 Cuando se estaba debatiendo la aprobación del nuevo Código de Infancia y adolescencia el porcentaje 
mayor de jóvenes que cometían los delitos a penalizar de forma drástica con la ley, pertenecían a los estratos 
socioeconómicos 1 y 2. 
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Congreso de la República un proyecto de ley que modifique el Código 
Penal  para  establecer  los  tipos  penales  en  los  que  incurrirán  los 
padres,  representantes  legales  y  adultos  que  induzcan,  constriñan, 
financien, faciliten o determinen directa o indirectamente, por acción u 
omisión, a un niño o a  un  adolescente  a cometer cualquier delito, 
especialmente los señalados en el parágrafo primero del artículo 148 
de este Código62. 
 
Además de los argumentos que se pueden esgrimir en cuanto al poco tiempo de 
aplicación del Código de Infancia y Adolescencia, para someterlo a una reforma 
en su articulado, que no conviene jurídica y políticamente. Está la urgente 
necesidad de no seguir con la política del “control y la represión” como fórmula 
para enfrentar las situaciones complejas de los jóvenes y más bien crear en 
Colombia un espacio de reflexión con todos los sectores relacionados con la 
población joven para analizar las múltiples dimensiones de su situación e 
implementar las reformas jurídicas y las políticas, programas y proyectos que se 
demandan con urgencia para que ellos puedan acceder verdaderamente a una 
vida digna, de la cual no gozan actualmente en Colombia, ni en las grandes 
ciudades y mucho menos en las zonas rurales de nuestra geografía. 
 
Otro tanto, es lo expresado por la  Directora del ICBF en el Atlántico,  Emilia 
Fontalvo, en el diario El Espectador, considera que hay que velar más por 
garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes y no tanto en aplicar 
castigos. Dijo: 
 
“De acuerdo con cifras suministradas por el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, ICBF en el Atlántico, entre el primero de junio de 
2008  al 28 de febrero de 2011 mil cuarenta y seis (1046) niños, niñas y 
adolescentes fueron atendidos por el Instituto   de Bienestar Familiar 
por cometer distintos delitos, tipificados en hurto calificado, 226; 
fabricación, tráfico, porte de arma de fuego o municiones: 207 y hurto 
143.Pero la idea de endurecer las sanciones a niños, niñas y 
adolescentes de edad propuesta por la senadora Gilma Jiménez, y la 
cual cuenta con la aprobación del Gobierno Nacional, no es muy bien 
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vista por la Directora regional del Instituto de Bienestar Familiar en el 
Atlántico, Emilia Fontalvo, quien a cambio propone garantizar los 
derechos de los niños,  niñas  y  adolescentes  desde  la  primera  
infancia .“Si  un  niño cuenta con salud, afecto, vivienda muy 
seguramente no tenemos que estar pensando en ampliar o castigar. Lo 
que hay que hacer es fortalecer la garantía de derecho desde la 
primera infancia”, señaló Fontalvo”63. 
 
Es interesante examinar también lo expresado por la representante a la Cámara, 
Ángela Robledo por el partido verde quien solicitó a la comisión: 
 
(…) Retirar del proyecto de Seguridad Ciudadana, los artículos dirigidos 
a modificar la ley de infancia y adolescencia que buscan endurecer las 
sanciones para los niños, niñas y adolescentes de edad en conflicto con 
la ley. (…) “Me he opuesto a estas iniciativas que constituyen una 
nueva forma de victimización de los adolescentes, he dicho 
insistentemente que estos jóvenes son más víctimas que victimarios y 
que el aumento de sanciones vulnera los propósitos que inspiran al 
SRPA y van en contravía de las obligaciones de protección de derechos 
humanos que el Estado colombiano ha suscrito”, dijo Robledo. 
 
La parlamentaria ha insistido en que el endurecimiento de sanciones 
no resuelve las causas estructurales de la delincuencia juvenil que 
están ligadas a la pobreza y a la falta de oportunidades de niños y 
jóvenes. "Es urgente implementar un sistema de justicia diferencial para 
los jóvenes que incluya el desarrollo de políticas sociales y estrategias 
de prevención del delito”64. 
 
Conviene advertir que, sin embargo, la periodista María Elvira Samper en una de 
sus columnas del Espectador, titulada: “Crimen y Castigo”, resalta lo siguiente: 
 
El proyecto obedece a una tendencia que ha hecho carrera en los países 
desarrollados y que por contagio ha llegado a los nuestros: Guatemala, Costa 
Rica, El Salvador, Argentina, Colombia. Los expertos la llaman “populismo 
punitivo” y se basa en la idea de que las patologías sociales pueden resolverse 
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con el Código Penal. En otras palabras, que con el Derecho Penal puede hacerse 
política social. (…) Los políticos, que equivocadamente creen que el Derecho 
Penal  tiene  propiedades  curativas,  responden  con  proyectos  para  endurecer 
sanciones y disminuir la edad de la imputabilidad penal. 
 
El problema es que no hay evidencia empírica que indique una correlación directa 
entre aumento de sanciones y disminución del crimen. Por ejemplo, en 
Guatemala, Honduras y El Salvador, donde acaban de aprobar una ley que tipifica 
como delito la sola pertenencia a bandas criminales, éstas siguen creciendo, lo 
mismo que los delitos atribuidos a ellas: homicidio, extorsión, secuestro, 
violación… Todo indica que las políticas punitivas que la sociedad pide, aprueba 
y aplaude sin beneficio de inventario no producen los resultados esperados y 
finalmente dejan intactas las organizaciones criminales, que siguen reclutando 
jóvenes marcados por la pobreza y la marginalidad.(…)destacan que va en 
contravía de la Convención de los Derechos del Niño,(…) Más rentable que 
invertir en centros de reclusión es hacerlo  en  educación,  salud,  cultura,  
deportes,  programas  vocacionales  y de atención a las familias y comunidades 
en riesgo, en políticas contra la violencia doméstica y de prevención del delito, en 
fin… No se trata de eximir a los niños, niñas  y  adolescentes  de  responsabilidad,  
pero  endurecer  las  sanciones  no  ha probado ser el mejor remedio. No todo se 
arregla con más cárcel. A veces es peor que la enfermedad65. 
 
La situación del país, en materia penal adolescente, ha generado ante algunos 
personajes de la vida pública y política diferentes planteamientos, pero nosotros 
consideramos un absurdo pensar que la solución a este flagelo delincuencial 
juvenil es disminuir la edad, pues lo que se debe hacer es eliminar las causas de 
miseria y desigualdad social en que viven la mayoría de nuestros niños, jóvenes y 
adolescentes. 
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99  
No obstante, en un análisis elaborado por la Agencia de noticias de la Universidad 
Nacional podemos encontrar lo siguiente: 
 
“El actual debate sobre la reforma del Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente evidencia la crisis de institucionalidad del Estado, la 
ineficacia del sistema judicial y la ausencia de políticas sociales. 
(…)Según información del Consejo Superior de la Judicatura, en el 
2009 entraron al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
(SRPA) 3.600 jóvenes entre 14 y 18 años, 15% más que en el 2008. En 
el país, desde que entró en vigencia el Código se han hecho 101.690 
audiencias de control y se han sancionado 12.943 adolescentes. En 
Bogotá, hasta este año, han sido juzgados 3.507. 
 
De acuerdo con la misma fuente, los delitos cometidos por los jóvenes 
infractores son: hurto, 40,2%; tráfico de estupefacientes, 29%; 
homicidio, 4,8%; lesiones personales, 2,0%; acceso carnal abusivo con 
niños, niñas y adolescentes de 14 años, 1,6%; violencia intrafamiliar, 
0,9%; otros procesos, 26,3%. 
 
(…)Para el sacerdote Héctor Aníbal Correa, director del Centro El 
Redentor, uno de los lugares especializados, el Código presenta varias 
dificultades. “La pena máxima es la privación de la libertad máximo por 
ocho años, pero en ningún caso se aplica porque el muchacho no 
puede ingresar antes de los 14 y sale máximo a los 21, ese es el primer 
error. Un joven que cometa un delito atroz a los 17 años y medio, por 
más grave que sea, sale a los 21. Además se exige tener  centros 
preventivos,  de  privación  de  libertad  y  transitorios  aparte,  y  a  los 
jóvenes de 18 a 21 años separados de los demás y eso no sucede, la 
realidad es otra6666. 
 
Nosotros no desconocemos que algunos aspectos de la criminalidad son 
cometidos por niños, niñas y adolescentes, que son característicos de los países 
latinoamericanos, esto ha hecho que diferentes entidades no gubernamentales se 
pronuncien al respecto, como la ha mencionado el Movimiento Mundial por la 
Infancia (MMI) en un artículo intitulado: Propuestas para endurecer sanciones a 
niños en Latinoamérica preocupan a ONG, al comentar que: 
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El debate se ha instalado en Centroamérica, México, Colombia, Chile, Argentina, 
Brasil y Uruguay. La reapertura en varios países de América latina del debate 
sobre el endurecimiento de las sanciones a niños, niñas y adolescentes de 18 
años preocupa al Movimiento Mundial por la Infancia (MMI), que advirtió que 
muchas propuestas atentan contra la Convención de los Derechos del Niño. (…)El 
debate se ha instalado en Centroamérica, México, Colombia, Chile, Argentina, 
Brasil y Uruguay, indicó en una conferencia de prensa Roland Angerer, director 
regional de la ONG Plan y vocero del Movimiento, que celebró esta semana su 
encuentro anual regional en Montevideo. 
 
Integrado por organizaciones de la sociedad civil, agencias y organismos 
internacionales, entre los cuales Unicef y el Instituto Interamericano del Niño, el 
MMI indicó en una declaración que "hay una creciente tendencia de la opinión 
pública a reclamar el endurecimiento punitivo y ejemplar en vez de exigir medidas 
preventivas, educativas y sociales que aborden las verdaderas causas del 
problema. 
 
Añadió que los datos estadísticos "muestran en todos los casos que el número de 
delitos cometidos por niños, niñas y adolescentes de 18 años es siempre mucho 
menor comparado con los que cometen los adultos" y aseguró que las 
experiencias internacionales demuestran que "un aumento de sanciones y 
castigos solo contribuye a convertir infractores ocasionales en criminales 
endurecidos"."Es muy difícil aprender a ser parte de una sociedad estando 
excluido, por lo que solo se recomienda la privación de libertad para casos 
gravísimos. Y lo que ocurre realmente que la privación de libertad no es la 
excepción sino una de las primeras medidas", lamentó67. 
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Al respecto, la Ley 1098 de 2006, actual Código de la Infancia y la Adolescencia, 
desarrolla en el proceso adelantado en contra de los niños, niñas y adolescentes 
trasgresores de la ley penal, principios constitucionales aplicables, en este caso 
particular a niños y jóvenes que busca garantizar no sólo su derecho a la igualdad 
sino también a la protección de sus derechos fundamentales, y de paso aplicar la 
normatividad internacional que consagra los derechos de la infancia y 
adolescencia, el debido proceso con garantías y su respectivo derecho a la 
defensa, entre otros. 
 
Los funcionarios de la rama judicial que intervienen en estos procesos contra los 
niños y jóvenes adolescentes, están llamados por disposiciones legales a 
promover   que   se   cumpla   a   cabalidad   con   la   defensa   y   las   garantías 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes que han cometido un delito y 
sobre todo cuando cursa una investigación que les debe restringir su libertad. Así 
mismo como generar las condiciones para la protección no sólo del joven infractor 
de la ley sino de su familia. 
 
De otro lado, en el   Capítulo III de Las Autoridades Competentes Para el 
Restablecimiento de los Derechos de los Niños, las niñas y los Adolescentes, 
artículos 79, 80, 81, y Ss, del Código de la Infancia y la Adolescencia, invoca a los 
profesionales especializados a quienes les corresponde hacerse cargo de estos 
procesos a lograr una educación para la rehabilitación de los niños, jóvenes y 
adolescentes, con el fin de no sólo de integrarlo al seno de su familia, sino al de la 
sociedad, tomando medidas diferentes   a las de los adultos como lo son: el 
tratamiento psicológico, la capacitación en algún arte u oficio, la libertad asistida y 
sobre todo, la de generar oportunidades reales de trabajo y estudio, tendientes a 
la rehabilitación. 
 
Las  trágicas  realidades  de  pobreza  y  miseria  extrema  de  la  mayoría  de  las 
familias colombianas y latinoamericanas, acompañadas de todo tipo de violencia 
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permanente que han ocasionado un daño irreparable y permanente a la sociedad, 
nos llevan claramente a establecer diferentes visos de acción: los relacionados 
con la solución a los problemas más sentidos de la población de jóvenes como lo 
son la falta de oportunidades de trabajo, la falta de escolaridad, las deficiencias en 
el sistema de salud; las referentes a todo tipo de prevención;  y las relativas para 
fortalecer el núcleo familiar y educativo. 
 
De manera que, las situaciones de violencia y delincuencia juvenil en todas sus 
áreas, deben ser tratadas con decisiones reales, de fondo, que permitan liberar a 
los adolescentes de su condición de delincuentes en las que han permanecido 
durante algún tiempo. 
 
Por lo tanto, para nosotros, no es aumentando las sanciones o años de privación 
de la libertad por los delitos cometidos por nuestra juventud como se solucionan 
los problemas que generan éstos en nuestra sociedad, y de paso, vulnerando sus 
derechos estipulados no sólo en la Carta Magna, el Código de Infancia y 
Adolescencia, y los Convenios Internacionales acogidos por nuestro país y que 
conforman lo que se conoce con el Bloque de Constitucionalidad; sino ubicando 
las causas que han generado este grave problema en nuestra sociedad. 
 
Tampoco consideramos viable el nivel de reflexiones “abstractas”. (Que si bien 
son de pronto importantes para algunos, no van a contribuir en la práctica a la 
solución del problema.-, por ejemplo, para una epidemia, no necesitamos rezos 
sino   medicinas),   sino   que   miremos   dentro   de   los   contextos   geográficos 
específicos, para ir buscando que las políticas gubernamentales sean eficaces. Y 
para que sean efectivas, es indispensable construirlas a partir del conocimiento 
que se tiene de las causas que han generado la delincuencia juvenil. Para 
nosotros, la sola comprensión de las mismas no es suficiente, pues supone 
distintos enfoques desde la interdisciplinariedad (para darle soluciones), esto es, 
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desde la Psicología, la Sociología, la educación, la Antropología, la Filosofía, el 
Trabajo Social, el Derecho y las instituciones encargadas de administrar justicia. 
 
Para nosotros la prevención, en la realidad, es sumamente importante, porque no 
solo va a generar un cambio en la situación que estamos viviendo cotidianamente 
con nuestros jóvenes, sino de la transformación  que van a sufrir positivamente 
los contextos en los cuales ocurren los hechos de delincuencia. Pero también 
debemos dejar claro que, la realidad social de miseria y de pobreza en que viven 
nuestros adolescentes, nos ha mostrado que existe poca credibilidad en las 
políticas gubernamentales y en su falta de voluntad política para solucionarlas. Y, 
¿qué ha generado esto?, indiferencia por parte de los ciudadanos que ven como 
los  entes  gubernamentales,  no  los  tienen  en  cuenta  para  la  construcción  de 
salidas democráticas a esta crisis y se ven aislados como si nada pudieran hacer 
o aportar.  
 
Afirmamos que la prevención es la clave para impedir que  haya más delincuencia 
juvenil en todas sus manifestaciones, pues la solución a la pobreza extrema, a la 
descomposición familiar, al embarazo en adolescentes, a la explotación del trabajo 
infantil, al maltrato, al abuso de niños, niñas y adolescentes, el micro tráfico, e 
incluso al reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes de cualquier grupo 
armado entre otras, son situaciones que sólo se previenen con la aplicación de 
políticas claras que generen fuentes de trabajo, salud, educación, cultura, 
recreación, vivienda y un transporte digno para nuestros asociados. No obstante, 
encontramos en nuestro medio que un alto  porcentaje  de  senadores  y  
representantes,  políticos,  solo  hacen  “bulla” cuando de soluciones de fondo se 
trata, y más bien buscan aprobar aquellos proyectos del gobierno de turno, a 
cambio de prebendas y puestos, que solo van a beneficiar a unos pocos. 
 
Por lo anterior, no debemos dejar pasar por alto las diferentes expresiones 
políticas, manifestadas en grandes movilizaciones por otros sectores sociales, 
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como las organizaciones no gubernamentales, indígenas, campesinas, afro 
descendientes, estudiantiles, madres comunitarias, defensores de Derechos 
Humanos, entre otras, en pro y defensa de los niños, niñas y adolecentes de 
nuestro país. En consecuencia, el respeto a los derechos de estos en nuestra 
sociedad, también van a depender, en gran medida, de las fuerzas que tengan las 
diferentes organizaciones sociales que luchan por el cuidado y protección de 
todos los infantes y del poder que tenga la población para exigirle al Estado y a la 
sociedad que cumplan con lo establecido en el Bloque de Constitucionalidad y en 
la Carta Magna. 
 
Existen   otros   aspectos   que   consideramos   pertinentes   para   prevenir   la 
delincuencia juvenil y que no ha sido tenido en cuenta. Se trata del fenómeno del 
desplazamiento. Por lo que si el Estado interviene mediante políticas de 
prevención a este flagelo, evitaría que nuestros jóvenes, campesinos e indígenas, 
se trasladen a las ciudades, para entrar a formar parte de los grandes cinturones 
de miseria, esto “frenaría” un poco dicha situación. Otro elemento clave sería, 
exigirle a los entes gubernamentales que socialicen las ganancias económicas y 
no las pérdidas, que haya una equitativa distribución de la riqueza y que aporten 
los recursos indispensables para fortalecer, mejorar y solucionar  los  problemas  
más  sentidos  de  la  población  vulnerable: mediante la generación de 
oportunidades que incentiven y fomenten el trabajo, estudio, vivienda, recreación, 
salud, sana alimentación servicios públicos y transporte digno para todos los 
niños, niñas y adolecentes en el país. 
 
5.2 LA EFICACIA DE AUMENTAR LAS SANCIONES, LA CÁRCEL Y LA 
REINCORPORACIÓN SOCIAL DEL ADOLESCENTE INFRACTOR 
Si nos detenemos por un instante a observar los centros de reclusión para niños, 
niñas y adolescentes, encontramos que sus estructuras físicas se encuentran en 
un completo abandono, totalmente arruinadas, viejas, hoscas y violentas. Así 
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mismo, hallamos una normatividad impuesta que en realidad el menor infractor no 
entiende y que dista mucho de ser formativa en el sentido que los jóvenes no 
comprenden  pero  que  tienen  que  acatar  como  reglas  disciplinarias,  cuyos 
objetivos no son claros para ellos. 
 
De otro lado, encontramos que, en el interior de estos centros también se 
trasgreden las normas debido al poder que ejerce el dinero, con los llamados 
“contactos”, el trato preferencial que se le otorga a determinados delincuentes 
niños, niñas y adolescentes que pertenecen a “cierto nivel social”, cosa que no 
ocurre con los de menor posición social, es decir, con los más pobres. 
 
De igual manera, podemos observar que existe un número indeterminado de 
reincidentes, lo que nos hace pensar que las medidas que se están tomando 
durante su permanencia   en dichos “centros de atención especializada”, no 
contribuyen para nada a la “rehabilitación” del menor infractor, porque además, 
tampoco en la realidad los preparan para ser personas útiles a la sociedad, con 
garantías laborales, de estudio, de crecimiento personal, de salud, y lo que es 
peor, no existe un acompañamiento psicológico real y de familia que lo lleve a 
cambiar de actitud. 
 
Foucault, en su obra Vigilar y Castigar, una de las más influyentes de sus trabajos 
que publicó en Francia en 1975, al referirse críticamente a la cárcel, sostiene que: 
 
“La  prisión,  mucho  más  que  la  escuela,  el  taller  o  el  ejército  que 
implican siempre una cierta especialización es, “omnisdisciplinaria” (…) 
no tiene exterior ni vacio, no se interrumpe, su acción es incesante, 
tiene sus mecanismos internos de represión y de castigo: disciplina 
despótica, su modo de acción es la coacción de una educación total, 
que entra en    posesión del hombre entero, de todas las facultades  
físicas y morales que hay en él. (p.238). posteriormente, especificará 
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que  “la  prisión,  en  su  realidad  y  sus  efectos  visibles,  ha  sido 
denunciada como el gran fracaso de la justicia penal”68. 
 
No podemos dejar pasar por alto que la propuesta de aumentar las sanciones por 
los delitos que cometan los niños, niñas y adolescentes y su estadía en cualquier 
centro penitenciario llámese reformatorio, centro de atención especializada, u otro, 
para nada va a favorecer la rehabilitación y la disminución de la criminalidad en 
nuestro país, ya que esta no es la solución que permitirá erradicar ó disminuir los 
índices delictuales en los que se ve involucrado el menor infractor. 
 
Al respecto dice Foucault: 
 
a. El  aumento  de  sanciones  no  disminuye  la  criminalidad.  Las  prisiones  
no disminuyen la tasa de la criminalidad: se puede muy bien extenderla, 
multiplicarlas o transformarlas y la cantidad de crímenes y de criminales se 
mantiene estable o, lo que es peor, aumenta (…). El Número de crímenes no 
disminuye, (…) el número de reincidencias aumenta más que decrecer. 
 
 
b. La captura induce a la reincidencia después de haber salido de prisión, se 
tiene más probabilidades de volver a ella; los condenados son en una 
proporción considerable, antiguos detenidos (…) la prisión, por consiguiente, 
en lugar de devolver la libertad a unos individuos corregidos, enjambra en la 
población unos delincuentes peligrosos. 
 
 
c. La prisión no puede dejar de fabricar delincuentes.Los fabrica por el tipo de 
existencia que hace llevar a los detenidos: ya se los aisle en celdas, o se les 
imponga un trabajo inútil, para el cual no encontrarán empleo, es de todos 
                                                          
68 FOUCAULT, Op. cit., p. 89. 
107  
modos no pensar en el hombre en sociedad; es crear una existencia contra 
natura inútil y peligrosa; se quiere que la prisión eduque a los detenidos, pero, 
¿un sistema de educación que se dirige al hombre, puede razonablemente 
tener por objeto obrar contra lo que pide la naturaleza?. También los fabrica 
porque todo su funcionamiento se desarrolla sobre el modo de abuso   de 
poder. 
 
d. La prisión hace posible, más aún, favorece la organización de un medio de 
delincuentes, solidarios los unos de los otros, jerarquizados, dispuestos a 
todas las complicidades futuras (…) y en estos clubes es donde se educa al 
joven delincuente que se halla en su primera condena. 
 
e. Las condiciones que se deparan a los detenidos liberados, los condenan 
fatalmente a la reincidencia. (…) la imposibilidad de encontrar trabajo y la 
vagancia son los factores más frecuentes de la reincidencia. 
 
f. La prisión fabrica indirectamente delincuentes al hacer caer en la miseria a la 
familia del detenido69. 
 
Pero antes de seguir adelante consideremos lo que escribe en su obra Baratta, al 
decirnos que: 
 
Los centros de detención ejercen efectos contrarios a la reeducación y la 
reinserción del condenado y favorables a su estable integración en la población 
criminal.  La  cárcel  es  contraria  a  todo  modelo  ideal  educativo,  porque  éste 
estimula la individualidad, el auto respeto del individuo, alimentado por el respeto 
que le profesa el educador. Las ceremonias de  degradación al comienzo de la 
detención, con las cuales se despoja al encarcelado hasta de los símbolos 
exteriores de la propia autonomía (la vestimenta y los objetos personales), 
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constituyen  lo  opuesto  a  todo  eso.  La  educación  alimenta  el  sentimiento  de 
libertad y de espontaneidad del individuo; la vida en la cárcel, como universo 
disciplinario, tiene un carácter  represivo y uniformante70. 
 
Pero no perdamos de vista las consideraciones que el maestro Baratta nos está 
mostrando, pues continúa exponiendo el doble proceso de socialización a que 
viene siendo sometido el recluido, al decir que: 
 
La desculturización, es decir, la desadaptación a las condiciones que son 
necesarias para la vida en libertad (disminución de la fuerza volitiva, pérdida del 
sentido de auto-responsabilidad desde el punto de vista económico y social), la 
incapacidad para aprehender la realidad del mundo externo y la formación de una 
imagen ilusoria de él, el alejamiento progresivo de los valores y modelos de 
comportamiento propios de la sociedad exterior. De otra parte, “culturización” o 
“prisionalización” en este caso se asumen las actitudes, los modelos de 
comportamiento y los valores característicos de  la subcultura carcelaria, esta 
interiorizaciones inversamente proporcional a los chances  de la reinserción a la 
sociedad libre71. 
 
Pero conviene precisar aún más lo que está planteando el precitado autor, pues él 
considera que: “(…) el proceso de socialización a que es sometido el detenido, 
proceso negativo que ninguna técnica psicoterapéutica y pedagógica logra volver 
a equilibrar”72. 
 
En esta línea de argumentación nos va a advertir que el delincuente no se educa 
para ser un ciudadano de bien, sino un criminal,  y un buen detenido, y al respecto 
aduce: 
                                                          
70 BARATTA, Alessandro. Criminología crítica y crítica del derecho penal. Madrid: Siglo XXI, 2000, p. 194. 
71 Ibíd., p. 195. 
72 Ibíd., p. 197. 
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(…) Influye particularmente el hecho de que la jerarquía y la organización Informal 
de la comunidad está dominada por una minoría restringida de criminales con 
fuerte orientación asocial, que, por el poder y, por lo tanto, por el prestigio de que 
gozan, asumen la función de modelos para los otros y pasan a ser al mismo 
tiempo una autoridad con la cual el personal del centro carcelario se ve 
constreñido a compartir el propio poder normativo del hecho. La manera como se 
regulan las relaciones de poder y de distribución de los recursos (aún los relativos 
a las necesidades sexuales), en comunidad carcelaria, favorece la formación de 
hábitos mentales inspirados en el cinismo, en el culto y el respeto a la violencia 
ilegal. (…) se transmite al detenido un modelo, no sólo antagónico del poder legal 
sino caracterizado por el compromiso con éste73. 
 
Para nosotros, la sociedad no necesita de aumentar las sanciones por los delitos 
cometidos por los niños, niñas y adolescentes infractores, necesita es la solución 
a la pobreza extrema, a la descomposición familiar, al embarazo en adolescentes, 
a la explotación   del  trabajo   infantil,   al  maltrato,  al  abuso   de   niños,   
niñas   y adolescentes, el micro tráfico,  e incluso al reclutamiento forzado de 
niños, niñas y adolescentes de cualquier grupo armado, entre otras, son 
situaciones que sólo se lograran un cambio efectivo, cuando se fortalezcan las 
políticas de desarrollo que generen fuentes de trabajo, salud, educación, 
recreación, vivienda y mejores condiciones de vida, como lo venimos exponiendo 
con antelación. 
 
Este punto puede entenderse también siguiendo a Ferrajoli quien plantea que: 
 
La cárcel ha conservado muchos elementos de aflicción física, que se manifiestan 
en las formas de vida y de tratamiento (…) además de la aflicción física, la pena 
carcelaria añade la aflicción psicológica: la soledad, el aislamiento, la sujeción 
disciplinaria, la perdida de la sociabilidad y la afectividad y, por consiguiente, de 
                                                          
73 Ibíd., p. 197. 
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identidad, además de la aflicción específica que va unida a la   pretensión 
reeducativa y en general a cualquier tratamiento dirigido plegar y a transformar a 
la persona del preso. (…)La cárcel es, por lo tanto, una institución al mismo 
tiempo antiliberal, desigual, atípica, extralegal y extrajudicial al menos en parte, 
lesiva para la dignidad de las personas, penosa e inútilmente aflictiva74. 
 
Acudimos a estas citas para mostrar el deterioro del ser humano, en nuestro caso 
de la moral del menor infractor, de su sentimiento de culpa, del conflicto interno de 
su conciencia, de su baja autoestima, de su vida sin futuro, de los objetivos de 
“redención”, de “mejoramiento personal” que propone un Estado injusto y desigual, 
que no pueden alcanzar ningún recluso, en una sociedad que lo desprecia, lo 
estigmatiza, lo somete y pide a gritos más sanciones y más cárceles, en vez de 
solucionar de fondo las necesidades más sentidas de la población pobre. De tal 
manera que, el o la joven infractor (a), se ve a sí mismo como un culpable, como 
alguien  merecedor de una  condena,  causante  de  grandes angustias  para su 
familia pobre y que de hecho no ve para sí más que un futuro lleno de infortunios, 
desesperanzas y fracasos. 
 
Dentro de este marco debe considerarse lo expresado por Tocqueville, citado por 
 
Horkheimer y Adorno: 
 
(…) Las repúblicas burguesas, a diferencia de las monarquías no violentan el 
cuerpo  sino  que  atacan  directamente  el  alma,  las  sanciones  de  esta  
institución agreden al alma. Sus víctimas   ya no mueren amarradas a la 
rueda, durante largos días y noches enteras, sino que perecen espiritualmente, 
ejemplo visible y silencioso, en los grandes edificios carcelarios7575. 
                                                          
74 FERRAJOLI, Op. cit., p. 412. 
75 HORKHEIMER,  Max  y  ADORNO  W.  Theodor.  Dialéctica  del  Iluminismo.  Buenos  Aires: 
Sudamericana, 1986, p. 343. 
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En este punto de nuestras reflexiones, consideramos pertinente indicar que la 
reincidencia, es uno de los factores que muestra lo vulnerable  del  encierro frente 
a los objetivos de resocialización y rehabilitación propuestos teóricamente en los 
manuales para internos, pues están lejos de la realidad que viven los jóvenes de 
nuestra sociedad, en cuanto a encontrar oportunidades laborales, educativas y de 
salud que los lleven a mejorar su calidad de vida y la de sus familias. 
 
Por lo tanto, se infiere que las sanciones que se imponen a los jóvenes mayores 
de 14 años y niños, niñas y adolescentes de 18 años, y lo poco efectivo de sus 
fines, ha generado un aumento considerable en la violencia y en la reincidencia 
delincuencial en todo el territorio nacional. A esto se añade el hecho de que, 
muchos de estos niños, niñas y adolescentes son utilizados por personas adultas 
para que cometan los delitos amparándose en el supuesto de que como son 
niños, niñas y adolescentes, quienes en su condición de menores de edad no van 
a tener tantos problemas con quienes administran justicia, dada la flexibilidad de 
las sanciones. 
 
De otro lado, el encierro, en la realidad del adolescente, es considerado como un 
despropósito para su vida y su futuro,  y máxime cuando sus condiciones de vida 
son precarias y deficientes y por lo tanto, no van a “mejorar” estando privados de 
la libertad. 
 
5.3   PROPUESTA 
Teniendo en cuenta la Constitución Política Colombiana, El Código de Infancia y 
Adolescencia, La Convención de los Derechos del Niño y los Convenios 
Internacionales que conforman el “Bloque de Constitucionalidad”, una forma 
efectiva de combatir la criminalidad por parte de los adolescentes es a través de 
la prevención y la educación. 
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En la Exposición de Motivos, del proyecto de ley N° 153 de 2010 por el cual se 
pretende modificar el Libro Segundo, Título I, Del Código de Infancia y 
Adolescencia- ley 1098 del 2006, en una de sus partes expresa claramente que: 
 
En Colombia 16 millones de personas son niños, niñas y adolescentes de edad y 
de estos 5 millones son adolescentes entre 14 y 18 años. La inmensa mayoría de 
estos  adolescentes, aún en medio de dificultades sociales y económicas, de 
entornos adversos, de una sociedad de adultos irresponsables, son personas de 
bien, que estudian, sueñan y viven de acuerdo a su edad. No obstante cada año 
alrededor de 7 mil cometen “contravenciones o delitos” según la escasa 
información oficial y el evidente subregistro. Algunos de ellos son reincidentes de 
todo tipo de delitos, entre otros, delitos graves. 
 
No  hemos  hecho  nada  efectivo  para  impedir  el  incremento  de  conductas 
agresivas  de  algunos  adolescentes,  que  llegan  hasta  la  comisión  de  delitos 
graves como homicidios dolosos, violencia sexual agravada, hurtos agravados, 
extorsión y secuestros. La misma legislación ha inducido de una parte a bandas 
criminales  para  utilizar  adolescentes  en  la comisión  de  esos  delitos, muchas 
integradas por sus propias familias y de otra a adolescentes  a que cometan 
delitos por su propia cuenta76. 
 
La anterior cita es confirmada en una entrevista concedida a Caracol Radio, el 1 
de Diciembre de 2009, el entonces exdirector  de medicina Legal, Máximo Alberto 
Duque al afirmar que: 
 
(…) Los jóvenes encuentran mayor oportunidad para delinquir que hace 50 años. 
El criminalista precisó que en las Bandas Criminales, las bandas de narcotráfico y 
                                                          
76 UNIVERSIDAD DE LOS ANDES. Catedra para la infancia y adolescencia. (En línea).: uniandes. 
Disponible en: http://cia.uniandes.edu.co/index.php/es/legislacion/proyecto-gilma 
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la delincuencia común los colombianos encuentran una opción para conseguir los 
recursos más fácilmente que en el mercado legal. 
 
"Esa es una tendencia inclusive mundial, los jóvenes con baja escolaridad son 
bombardeados con información que los obliga a conseguir recursos que 
encuentran en el delito como una alternativa de vida", precisó el experto77. 
 
Nuestro país está atestado de medidas, y la normatividad por más completa y 
justa que sea, por sí sola no tiene el sentido que orienta tales fines  si estas no 
están seguidas en la práctica por la educación que busque verdaderamente una 
transformación cultural, de un cambio de actitud, de voluntad política, en la 
inversión social, en la enseñanza. 
 
Entonces, encontramos que no es en los sitios de reclusión para niños, niñas y 
adolescentes, en los centros de “atención especializados” –los cuales 
consideramos que no están cumpliendo los fines para los que fueron creados-, en 
donde podemos lograr un cambio (y más aún, cuando se propone aumento en el 
tiempo de las sanciones) de actitud y de mejoramiento de las condiciones de vida 
de nuestros adolescentes, sino examinando previamente cuál o cuáles son las 
causas que dieron origen a aquel entorno maligno donde el menor ha sido 
desatendido, donde el menor ha sido abandonado y desprotegido posiblemente 
desde su niñez. Es allí donde debemos volcar y aunar nuestros esfuerzos para ir 
pensando qué tipo de ciudadano (a) queremos formar para nuestra sociedad. 
 
Lo anteriormente expuesto, nos lleva claramente a establecer diferentes visos de 
acción: los relacionados con la solución a los problemas más sentidos de la 
población de niños (a) y jóvenes como lo son la falta de oportunidades de trabajo, 
                                                          
77 CARACOL RADIO. “Por falta de oportunidades laborales, aumenta en Colombia delincuencia juvenil”. 
(En línea).: Prisa. Disponible en. http://www.caracol.com.co/noticias/judicial/por-falta-de- oportunidades-
laborales-aumenta-en-colombia-delincuencia-juvenil/20091201/nota/918111.aspx 
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estudio,  salud;  las  referentes  a  todo  tipo  de  prevención;  y las  relativas  para 
fortalecer el núcleo familiar y educativo. 
 
De manera que, las situaciones de violencia y delincuencia juvenil en todas sus 
áreas, deben ser tratadas con decisiones reales, de fondo, que permitan liberar a 
los adolescentes  de su condición de delincuentes en las que han permanecido 
durante algún tiempo. 
 
La Carta Magna es el reflejo del compromiso que se le brinda a la sociedad 
democrática para lograr la convivencia entre todos sus ciudadanos y ciudadanas 
bajo los lineamientos de un Estado Social de Derecho. 
 
Abrigando  esperanzas en el anterior canon y teniendo en cuenta la complicada 
situación por la cual atraviesa nuestra sociedad en materia delincuencial de niños, 
niñas y adolescentes, pensamos que con inversión en materia de prevención de 
las conductas punibles, educación y garantizar unas condiciones de vida digna, 
puede convertirse en un medio útil y sencillo capaz de generar la implementación 
de una cultura ciudadana en donde él o la joven interioricen el concepto de los 
valores. 
 
A generar desde ahora un ambiente académico en donde no se tenga miedo a 
expresar las ideas, un espacio en donde no se estigmatice como “terrorista”  por 
pensar diferente, o en “delincuente” porque se es pobre. Un lugar en donde la 
orientación sexual y la libertad de cultos no sean aspectos de discriminación, un 
medio en donde se fomente la solidaridad, el respeto por los Derechos Humanos 
y Sociales, en donde se permita el libre desarrollo de la personalidad, el amor al 
trabajo, la crítica al facilismo, en fin, una atmósfera que contribuya a formar al 
ciudadano del mañana, que va a ejercer el pleno concepto de la democracia real, 
esto es, donde ya no exista tanta desigualdad social y económica y se respeten 
los Derechos Humanos. 
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Para    nosotros,  las  anteriores  razones,  no  se  proporcionan  en  los  llamados 
“centros de atención especializada” para niños, niñas y adolescentes infractores 
de la ley, en donde se parte del presupuesto falso que allí son especialistas en 
“rehabilitar” y “resocializar” a los y las jóvenes para incorporarlos a la sociedad. 
 
Pensamos que es previamente, es decir, en el mismo instante en que se generó 
el problema en el núcleo familiar y en su entorno social donde el  joven inmaduro 
e inestable emocional y psicológicamente, va a iniciar una carrera delictiva, por 
eso dice la Carta en  el Artículo 42. “La familia es el núcleo fundamental de la 
sociedad (…) El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la 
familia”. Y en el art. 44 dice textualmente: 
 
Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma 
de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 
laboral  o  económica  y  trabajos  riesgosos.  Gozarán  también  de  los  demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 
internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el Estado tienen 
la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e 
integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la 
autoridad  competente  su  cumplimiento  y  la  sanción  de  los  infractores.  Los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás78. 
 
Si  bien  es  cierto  que  los  niños  y  jóvenes  requieren  del  apoyo  y  orientación 
familiar, también es cierto que la mayoría de ellos provienen  por lo general de 
hogares destruidos, en donde los padres de los niños, niñas y adolescentes no 
tienen el espacio o el interés de dedicar ese apoyo y debido a esta circunstancia, 
                                                          
78 GÓMEZ SIERRA, Op. cit. 
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se puede deducir que es una de las causas del comportamiento delictivo de esos 
jóvenes.  Para que la orientación y el apoyo sean adecuadas, es necesario como 
lo anotábamos al principio de la investigación que primero hay que articular a la 
familia, mediante la formación y empoderamiento de compromisos sociales, 
fomentando un sano desarrollo físico y mental, para que de esta manera, pueda 
ayudar a los niños, niñas y adolescentes, lo que es prácticamente imposible, por 
no existir medios económicos ni institucionales para lograrlo, sin embargo, existen 
algunos casos en que esta medida se impone y da resultado, pues tanto la familia 
como el joven tienen el interés de alcanzar logros positivos. 
 
Es allí donde estos niños o jóvenes maltratados, abusados, abandonados, 
desatendidos quizás por precarias situaciones económicas, requieren del cuidado 
y la atención de las entidades encargadas de brindarles protección y solución a 
sus necesidades básicas: salud, vivienda, educación, oportunidades laborales, 
consagrados en la Constitución Política de 1991, pero la realidad nos dice todo lo 
contrario. 
 
Nuestra Carta Política va a instituir que la función de la educación es la de 
contribuir a formar un colombiano (a) respetuoso de los Derechos Humanos, la 
paz, la democracia, la convivencia, la valoración de la persona, de su semejante, 
de su entorno y su respeto por el medio ambiente, potenciando al máximo su 
conocimiento y con sólidos fundamentos morales y éticos. Por eso, la 
responsabilidad de las instituciones educativas es importante para conseguir este 
fin. 
 
Al respecto, conviene decir que, la Constitución en su Artículo  67, establece que: 
 
La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una 
función social: con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la 
técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. 
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Del mismo modo, pone de presente que la educación es un derecho que tiene 
todo colombiano y un servicio público que tiene un carácter social, pero que a la 
vez su gratuidad es en instituciones del estado y comprende las edades entre los 
cinco y los quince años, garantizando su adecuado cubrimiento y permanencia en 
el sistema educativo79. 
 
Para nosotros, es necesario elaborar un Proyecto jurídico educativo, con un 
criterio formativo, el cual no solo se justifica para la defensa de los Derechos 
Humanos, sino que se sostiene con un conjunto de principios pedagógicos, 
entendidos éstos como un conjunto de ideas y actividades, encaminadas, a 
generar directrices que enmarquen una auténtica democracia al interior de las 
instituciones educativas, en donde prime el respeto por el libre pensamiento, la 
libertad de expresión, el derecho  a  disentir,  a  poner  en  tela  de  juicio  un  
“conocimiento”,  a  ejercer  el derecho a la crítica sin estigmatización alguna por 
parte del cuerpo docente, Es decir, pensar en un currículo m u l t i p l u r a r i s t a , 
con unos d o c e n t e s  f o r m a d o s  p a r a  a c o m p a ñ a r  l o s  p r o c e so s  
p a r t i c i p a t i vo s  d e  s u s  a l u m n o s  d e  m a n e r a  democrática, lo que 
permitirá que las instituciones escolares evolucionen articuladamente hacia el 
empoderamiento de los derechos y deberes de los niños, niñas y adolecentes, lo 
que supone de hecho vincular a toda la comunidad educativa (Directivas, 
profesores, estudiantes, padres de familia, personal  administrativo,  la  
comunidad,  el  comercio,  las  autoridades,   etc), buscando siempre el 
bienestar de la colectividad. 
 
Las instituciones educativas, son espacios de poder que pueden ser consentidos 
con la participación de los diversos protagonistas en la búsqueda de alternativas 
de solución y en la toma de decisiones de los diferentes problemas que los 
afectan. Debemos ser conscientes que en el interior de  las instituciones, las 
relaciones de poder se manifiestan en el plano moral, emocional e intelectual. 
                                                          
79 GÓMEZ SIERRA, Op. cit., Art. 67. 
118  
Allí, encontramos una serie de testimonios tanto personales como colectivos que 
están consignados en las hojas de vida de los estudiantes en donde describen no 
solo su situación familiar sino los conflictos que viven a diario en su medio social. 
 
La elaboración colectiva tanto de un Proyecto Jurídico Educativo con una visión 
Institucional, requiere de una mentalidad abierta capaz de entender que allí no 
deben estar consignadas estructuras autoritarias, dictatoriales, de obediencia,   
sumisión, de exclusión, de discriminación social, política, religiosa, sexual, racial y 
económica, entre otras. 
 
Un  Proyecto  Jurídico Educativo, que nos permita desarrollar articuladamente,  un  
Manual  de  Convivencia, el cual debe  estar cimentado en la integración de: La 
Carta Magna, El Código de Infancia y Adolescencia, Los Convenios 
Internacionales que conforman el “Bloque de Constitucionalidad”, los Derechos 
Humanos, y toda la reglamentación en la protección de niños, niñas y 
adolescentes emanadas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entre 
otras normas. 
 
Es importante, reconocer en cualquier escuela o colegio, la relación y diferencia 
entre la educación y la enseñanza de valores, con el objeto de establecer cuál es 
la finalidad de la educación y qué entendemos nosotros y los padres de familia 
por educar.  Un Proyecto Jurídico Educativo que recoja los valores de la igualdad, 
la tolerancia, la solidaridad, la responsabilidad, la honradez, la cooperación, el 
respeto mutuo, la inclusión, la justicia, la libertad, la verdad, la paz, entre otros. 
 
Infortunadamente debemos poner de presente que ésta propuesta (Proyecto 
Jurídico Educativo), no se está tratando en la actualidad debido a que no se 
conocen en profundidad las normas jurídicas en lo relacionado con los niños, 
niñas y adolescentes y adolescentes infractores, por parte del profesorado, pero 
tampoco hace parte de las exigencias de los futuros profesionales. Esto requiere 
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de una política a largo plazo para su implementación en el sector educativo, 
aportando los recursos jurídicos, financieros y pedagógicos necesarios, para la 
capacitación y remuneración del profesorado, con el fin de mejorar no solo la 
calidad de la educación sino el desarrollo integral del educando. 
 
La escuela, la familia y la comunidad educativa, deben identificar la cultura de su 
entorno con el propósito de crear no sólo entre los maestros, los estudiantes y los 
padres de familia, formas de razonar, de sentir, de participar democráticamente, 
de  generar un ambiente  adecuado de  convivencia para que  la intención, los 
intereses y los esfuerzos de cada miembro de la colectividad sean  unidos. 
 
Esto es muy importante en el sentido que permite identificar aquellos aspectos 
que atentan contra la formación de los niños, niñas y adolescentes, para 
sustituirlos en función de la formación integral y autónoma de los niños, niñas y 
adolescentes, sin entrar, claro está a quitarle a las instituciones escolares su 
deber de regular en su manual de convivencia los diferentes comportamientos de 
sus discípulos, sin que se vaya a buscar la homogenización a cambio   de la 
diversidad, la diferencia, el pluralismo, etc. 
Recordemos que los chicos y las chicas se encuentran en la etapa imprescindible 
de su desarrollo físico y psicológico lo cual exige de sus consejeros (as) y 
educadores un mayor  refuerzo en la formación de valores morales y éticos, que 
lógicamente,  van a ser construidos por toda la comunidad educativa. 
 
Tradicionalmente la familia,  la escuela e  incluso  la misma  sociedad   se  han 
preocupado, por conservar la disciplina, entendida ésta como el control que se 
debe tener sobre el comportamiento y las acciones de los estudiantes para 
encasillarlos en el discurso del niño “sumiso”, “obediente”, “cumplidor de las 
normas”,  olvidando que la educación es un proceso natural, permanente, integral, 
intencionado de humanización y de liberación. 
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Cuando hablamos de educación queremos significar que va más allá de lo 
inmediato, es decir, que la construcción de las “nuevas” formas de convivencia 
social y de valores deben garantizar el respeto por la vida, los derechos Humanos 
y Sociales, deben ser una de las grandes ambiciones de todos los que estamos 
interesados  en el  bienestar  de  todos  los  jóvenes  colombianos para  el futuro 
ciudadano  que  queremos  formar  para  la  sociedad.  Todo  esto,  debe  estar 
enmarcados dentro de La Carta Política de 1991, el Código de Infancia y 
Adolescencia, Los Convenios Internacionales de protección de los niños y 
jóvenes, el Bloque de Constitucionalidad y demás  normas  que buscan  la  
protección de  los  niños,  niñas  y adolescentes infractores. 
 
Las discusiones morales que normalmente se presentan en nuestro país como 
resultado  de  los  hurtos,  homicidios,  los  atracos,  raponeos,  las  agresiones 
sexuales, o las lesiones físicas, cometidas por jóvenes, son castigados 
generalmente, como una forma de reparar un daño causado al otro, pero en 
guardadas proporciones, no son discutidas con los niños, niñas y adolescentes 
infractores en la búsqueda de hallar una respuesta que los conduzca a elaborar 
un criterio moral, razonable y autónomo. 
La complejidad de la delincuencia juvenil  en nuestro país,  es una manifestación 
constante en las relaciones sociales de desigualdad en que viven la mayoría de 
nuestros jóvenes. 
 
La sociedad requiere un compromiso en el que la educación promueva una 
formación moral y ética de los niños, niñas y adolescentes delincuentes, teniendo 
en cuenta que esta responsabilidad no es exclusiva de los administradores de 
justicia, sino que en ella deberá articularse a los demás sectores de la sociedad, la 
comunidad, la familia mediante una integración formativa que les permita apoyar la 
rehabilitación ó reorientación conductual de sus hijos. Pero  esta  responsabilidad  
además,  la  proclama  la  ley  al  involucrar  en  este aspecto jurídico a los 
distintos actores e instituciones que deben dar estricto cumplimento a las medidas 
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de protección de los niños, niñas y adolescentes para que procuren una sana 
convivencia, justa que permita la construcción de valores basados en el respeto, 
equidad, solidaridad, convivencia y reconocimiento a los deberes y derechos que 
le asisten a los niños, niñas y adolecentes en su interactuar social, solo así 
avanzaremos hacia el desarrollo, construcción y consolidación de una mejor 
sociedad, libre de niños, niñas y adolecentes infractores.
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CONCLUSIONES 
 
 
 Para combatir de una manera efectiva la criminalidad adolescente 
en los delitos graves, la solución más adecuada no es el aumento en el 
tiempo de las sanciones, pues no debe perderse de vista que la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño y las Resoluciones de la Asamblea 
General de la Organización de las Naciones Unidas –Reglas de Beijing, 
Directrices de Riad, Reglas de la Habana y Reglas de Tokio-, señalan que el  
endurecimiento  del  sistema  penal  debe  ser  el  último  recurso  para 
resolver la delincuencia en los adolescentes, y los castigos deben ser por el 
menor tiempo posible. 
 
 No se puede pretender reducir la criminalidad adolescente 
únicamente a través  del  derecho  penal,  es  necesario  tomar  medidas  
preventivas  y generar oportunidades sociales; se requiere examinar la 
problemática y las causas para lograr una solución adecuada. 
 
 En el proceso de responsabilidad penal de adolescentes se deben 
superar los  conceptos  de  prevención  general,    prevención  especial,  
retribución justa,  que  es  propio  del  sistema  de  adultos,  para  tomar  como  
eje transversal la función pedagógica del sistema para adolescentes donde la 
privación de la libertad debe ser excepcional y cumplir con los fines 
constitucionalmente, en tanto con la nueva visión se investiga para capturar y 
no se captura para investigar. 
 
 En materia de responsabilidad penal para adolescentes, un 
cambio de paradigma lo constituye el tránsito de la doctrina de la situación 
irregular al de la doctrina de la protección integral, en el primero se 
consideraba a los adolescentes infractores inimputables y como una vaga 
categoría sociológica que comete hechos antisociales, los identificaba con los 
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abandonados o en riesgo, para luego someterlos, sin distinción alguna a una   
medida   de   protección   que   generalmente   era   la   reclusión   en 
instituciones cerradas; mientras que en el sistema de la protección integral el  
adolescente  es  considerado  como  un  sujeto  titular  de  derechos  y 
también responsable de obligaciones y deberes, es decir, para efectos 
penales es imputable, pero con una imputabilidad diferenciada, según sus 
condiciones personales, el grado  de  evolución  de  sus facultades, pero 
también teniendo en cuenta las circunstancias concretas que rodearon su 
conducta, y siguiendo las reglas del debido proceso. 
 
 Con  la  vigencia  de  la  Ley  1098  de  2006,  Código  de  Infancia  
y  la Adolescencia, nuestro país se puso a tono con la legislación 
internacional, especialmente en lo que tiene que ver con el sistema de 
responsabilidad penal de adolescentes nuestro ordenamiento está en 
consonancia con la Convención Internacional de los Derechos del Niño y las 
Resoluciones de la  Asamblea  General  de  la  Organización  de  las  
Naciones  Unidas  en materia de responsabilidad penal juvenil. 
 
 El sistema de responsabilidad penal para adolescentes tiene una 
finalidad pedagógica, específica y diferenciada, respecto del sistema de 
adultos, siguiendo el paradigma de la protección integral, pues aún cuando en 
la parte sustantiva es dependiente de las categorías definidas como delitos 
en el código penal, es autónomo respecto de la consecuencia jurídica, al 
contemplar una serie de medidas, no sanciones, para sancionar al 
adolescente trasgresor, las que van desde una amonestación, pasando por 
una imposición de reglas de conducta, una prestación de servicios a la 
comunidad, la libertad asistida, la internación en medio semi-cerrado, hasta la 
privación de la libertad en centro de atención especializada. 
 
 Lo que justifica la diferencia entre la forma de sancionar a los 
adolescentes infractores de la ley penal, es que atendida la etapa de la vida 
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en que se encuentran, aún no han afianzado su proceso de formación 
psíquico y emocional, son personas susceptibles de una intervención positiva 
a través de las cuales aprendan a respetar los derechos de terceros y a 
reconocer las normas que hacen posible la convivencia pacífica. 
 
 Las reglas de Beijing, las Directrices de RIAD, las reglas de Tokio 
y las reglas de la Habana, por constituir doctrina autorizada en materia de 
protección de derechos humanos o expresiones consuetudinarias de derecho 
internacional humanitario, deben ser considerados pieza integral del bloque de 
constitucionalidad, siendo vinculantes en el ordenamiento interno  según  lo  
dispuesto  en  los  artículos  44,  45,  93  y  94  de  la Constitución Política, y 
deben ser acogidos en los casos de procesamiento de niños, niñas y 
adolescentes, por violación de la ley penal, todas ellas prevén que el 
confinamiento de los adolescentes se utilizará en todo momento como último 
recurso y por el más breve plazo posible. 
 
 El aumento en el tiempo de las sanciones para los adolescentes 
infractores de la ley penal no producen los resultados esperados ni 
disminuyen la criminalidad juvenil, es más efectivo invertir en proyectos de 
educación, salud, cultura, deportes, programas vocacionales y atención a las 
familias y comunidades en riesgo, y sobre todo en políticas contra la violencia 
y la prevención del delito examinando el problema de fondo dentro de los 
contextos geográficos específicos y buscando soluciones a través de 
enfoques desde la interdisciplinariedad, esto es, desde la psicología, la 
sociología, la educación, la antropología, el trabajo social, el derecho y las 
instituciones encargadas de administrar justicia. 
 
 Si  se  aumentaran  las  sanciones  para  los  adolescentes  
infractores  de delitos graves, sería retroceder en el avance de nuestra 
legislación, e ir en contravía de los Tratados y Convenios Internacionales 
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ratificados por Colombia y que versan sobre derechos humanos; es decir, 
vulnerar el bloque de constitucionalidad. 
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